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1. Sr.: 

A modo de prólogo 

Liaiiiauu, a ~ u c r d o  y designación del Gobier- 

no de S. M., a desempefiar el cargo de Fiscal de este 

Supremo Tribunal, no vacilé un momento en acep- 

tar ésta, para mi, tan señalada como honrosa distin- 

ción, siquiera ello perturbara la tranquilidad de que 

venía disfrutando en el noble y muy honroso ejerci- 

cio de la Abogacía, al que me llevaron, a la vez que 

una decidida vocación, primeramente una exceden- 

cia forzosa en mis funciones de Magistrado, motiva- 

da por la supresi6n de una de las Salas de lo Conten- 

cioso-administrativo de este Tribunal; la que más 

tarde, por imperiosas exigencias del servicio, había 

de restablecerse como Sección 2." de la misma Sala, 
excedencia que se prolongó durante más de tres 

anos; y,  posteriormente, reintegrado ya a mis fun- 

ciones de Magistrado y cuando llevaba en éstas poco 

más de un año, una tan prematura como brusca e 



inesperada jubilaci6n; respecto de la que, quisiera, 

deliberadamente, excusar todo comentario. Hfzolos 

a su tiempo la pública opinidn, que a todos nos juz- 
g ó  con significativa unanimidad, y a su juicio me 

atengo. 

Pero era tan señalado el honor que se me brinda- 

@a, y más en consideración a las circunstancias, de 

aodos conocidas, en que y por las que se me ofrecfa, 

que  bien merecfa, no sólo el sacrificio que me impo- 

nfa de simples conveniencias personales, sino que 

gambién otras mayores, si ellas fueran precisas. 

Por ello, en primer término, quiero aprovechar 
\la ocasión que se me brinda con este acto, público y 

solemne, para expresar mi profundo reconocimien- 

t o  al Gobierno de S. M. por el honor recibido. 

Quiero expresarlo tambien, muy sincero, a todos 

los que, con tal motivo, me honraron con las mani- 

festaciones de su espresiva y cariñosa simpatia, 

como antes lo habian hecho en momentos, para mí, 

d e  tristeza y amargura. 

Especialmente quiero expresar mi gratitud a mis 

compaaeros de carrera y al ilustre Colegio de Abo- 

gsdos de esta Corte, al que me honro pertenecer; 

que al acogerme cariñosamente en su seno me pres- 

tb alientos y medios para hacer frente a las impe- 

riosas necesidades y exigencias de la vida en aque- 

llos que, para mi,  fueron agustiosos momentos. 



Todas esas manifestaciones de carifiosa :fa 

recibidas, unidas a la tranquilidad de conci ue 

proporciona siempre el deber cumplido, fueron un 

simpat 

encia q 

verdadero consuelo y un lenitivo para mi pena y la 

de mis fntimos allegados en momentos de tris- 

teza, que vino a turbar, pasajeramente, la tranquili- 

dad de mi modesto hogar. 

Al final de mi carrera judicial, y casi ya en el oca- 

so de la vida, vengo a ocupar esta suprema magis- 

tratura que tantos insignes jurisconsultos honraron 

.con merecimientos que yo, seguramente, no puedo 

emular. Supla su  falta la rectitud de mis intencio- 

nes y la sinceridad de mis propósitos, que no son 

otros que los de seguir sirviendo, en la modesta me- 

dida que mis facultades permitan, la causa de la jus- 

ticia, i sonsagi mayor parte de 

mi vid 

: llevo ( rada la 



esta Mt 

que iml 

qientes 
ie han 

r te de 
..*-..-&- 

El precel 

la redacción de esta Memoria anual, asignan como 

fin principal de la misma la exposicidn razonada d e  
las reformns qtse se considerett para 

el servicio, y el reszrltndo de  l( renli- 

zndo. 
Seria inexplicable deserción por pa quien 

sintió en su propia carne la herida penc~ id~ i~c :  y el 

agudo dolor de la injusticia, dejar de abordar, con 

toda franqueza, un tema de palpitante y manifiesta 

actualidad. 

No es posible silenciar en este solemne acto .el es- 

'tado de anormalidad que en el orden de la Admi- 

nistración de Justicia, se desenvolvió la vida del Es- 

tado en Espalia durante los seis años muy cumpli- 

dos, que transcurrieron desde el 13 de Septiembre 

de 1923 hasta el 29 de Enero bltimo. 

Otros harán el examen y el juicio critico de la ac- 



istintos tuación de la Dictadura, en los d órdenes de 
la actividad del Estado, durante tan largo periodo 

de tiempo, y ya  cc abundante la pro- 

ducción bibliográfica y iireraria, en la que se histo- 

ria t; iues- 

tra vida nac,,..,.. 

. A mí, como dig rresponae en este 

trabajo examinarla Administríici6n de 

Justicia se refiere. 

Bien puede, por lo tanto, ser e Me- 
moria el siguiente: 

La Ad??zinistracid?z d a al  
ndveízi~tziento de la D i c t ~ ~ ~ ~ ~  r l  Y LCIICL: '"3 seis 
naos en que ésta imperó y firé árbitro de los desti- 
nos de ntiestra Patria. Lo  que prometió Izacer, lo 

que hizo, y lo que dejá de  Izacer. 
Realmente no es nuevo el tema, siquiera 10 sea 

cia en  

de esta 

Españ 
M+" 7 n r  

su contenido. 

, La Memoria leiua el 15 de Sepriem~re ae  1924, 

con motivo de identica solemnidad a la que hoy ce- 

lebramos, ostenta, por expresa y razonada designa- 

ci6n de su autor, el siguiente lema: 

La Ad~ízi~zistraciá~z de Jzjsticia en  z a2 
advenimiento del Directc Zies 
meses de este Gobie7,no. 

Y el autor razona la elecci0n del tema en los si- 

guientes terminos. 

Zitar y n los 1 



. a La demostración de lo expuesto la dará un 

Sucinto estudio de las disposiciones dictadas por 

el Directorio Militar y sus resultados inmediatos;, 

y al ir a realizarlo se me ocurre que en este 

decir. E 

n célet 

le mi 

)re dra 
Memor 

ma. de 

ia con 

Echeg 

e titulo 

.a Adw 

momento p io el  

protagonist aray 

a l  acabar el pr6logo:, .Ya tienl D. El titulo 

de esta Memoria puede ser: L zi~~istrczcidn 
cle Justiciaen EspnAn al advetzinzie~zto del Di- 
recbo~*io Milztav y a los diez 7~2eses de este Go- 
b i e ~ ~ o .  a 

Notas oficiosas, Memorias, discursos zceta 
d e  Madrid y hasta el Diario de Sesiones de la lla- 

mada Asamblea Nacional, nos habrán de suminis- 

trar copiosos y cobrados materiales para trazar 

estos mal hilvanados renglones. 

Poco, muy poco, flor lo tanto, habremos de poneF 

en ellos de nuestra propia cosecha. 

Por lo demás, la; conclusiones y los juicios que de 

esa frondosa literatura oficial y oficiosa de la Dic- 

tadura puedan deducirse, formelos cada cual segfin 

su leal saber y entender. 

De mí, sé decir, que ha ante- 

ner la más estricta neutralidad, invocando opinio- 

nes y juicios ajenos, de ser ello posible. 

Será, no obstante, dificil que deje de transparen- 

eso quii 

tarse el juicio propio en casos y cosas en las que 



tuvo quien las relata, algo mas, bastante más que el  

carácter de mero espectador. 

Y si el tema de la antes aludida Memoria se ajus- 

tó entonces al precepto legal v reglamentario. no e s  

posi lar, que a los S se aj rtual- 

mente, ei enunciado. 

- < 

mismo 

--. 

usta, ac 



oión qu =siasa o nula aten 

taban los Gobiernos del llamr ido anti 

i prestó 

a la Dicbdura, prcs- 

lguo régimen 

a estas Memorias.-La que les la  Dictadurh. 

Apariencias y realidades. 

aptitul 

3 eso a 

A este proposito, nos dice el autor de dicha Me- 

moria lo siguiente: 

.Confiado, pues, en la ayuda de Dios, en la del 

Gobierno y en la de mis compafieros para reforzar 

mis des viri te puesto, y confiando en 

todc ie dispc cumplir el deber que me 

impone el art. 15 ae la Ley adícional a la Orgánica 

del Poder judicial, deber cuyo cumplimiento des- 

pués de todo, no me preocuparfa gran cosa si no 

fuera porque espero que el Directorio Militar ha de 

prestar a este acto mayor atencidn que los Gobier- 

nos predecesores suyos le prestaron; pues lo cier- 

to  es que desde el afio 1882, fecha de vigencia del 

precepto legal citado, se ha repetido el 15 de Sep- 

tiembre 41 veces y se  han publicado por los Fisca- 

les del Tribunal Supremo 41 Memorias de positivo 

e inmenso valor cientffico, abundantes en datos 



consejos y propuestas que requerían' urgentes me- 

didas legislativas o de Gobierno, y ni de unas ni de 

otras de tales medidas puedo citar una que sighifi- 

que respuesta a la meritoria labor de la Fiscalfa. 

Las Memorias se han impreso, se  han repartido y 

hasta es posible que hayan sido leídas por algunos 

hombres de Gobierno y algunos parlamentarios; 

pero su resultado no pasó de aht. Quizá parezca 

que esto es expresarse muy crudamente; pera vi- 

vimos en época en que'debe hablarse con clari- 

dad; y con la honrada franqueza, que es tradicio- 

nal en el solar aragonés donde nací, he de expre- 

sarm'e como mi lealtad me impone, al tener el ho- 

nor de dirigirme al Gobierno cumpliendo ,lo que la 

ley me ordena. B 
I afortunada, rara y singular coincidencia, 

nos habla en esa y otra Memoria, a la cual tambien 

habremos de aludir y referirnos en ésta, la misma 

persona que proyecta y propone reformas y más 

reformás, y que llamado a los Consejos de la Coro- 

na en el Ministerio que sigui6 cdmo segunda etapa 

de la Dictadura, al Directorio Militar, y que perdu- 
l 

1 r6 m8s de cuatro años, pudo llevar a la práctica y 

a la realidad todo aquello, que, con apremios de ne- 

cesidad urgentísima e inaplazable, habfa proyec- 

tado y propuesto al Gobierno para su inmediata im- 

plantación. 



estéril 

Tiempo sobrado tuvo para ello y tampoco le fal- 

taron mimbres. Ya lo veremos en el curso de esta 

Memoria. Ello nos confirmará el adagio o vulgar 

sentencia de que una cosa es predicar y otra muy 
distinta dar trigo; trigo, se entiende, que haya de 

germinar y producir copioso fruta, no aquel que 

.cae, cual nos dice el Evangc Y 
resulta infructifero y perdidc . 

No tuvieron, ciertamente, mejor suerte las alu- a 

didas Memorias. que las 41 elevadas al Gobierno en 

e1 regimen politico normal anterior al implantado 

por la Dictadura. 

En la citada Memoria, al referirse a la indepen- 

dencia de Jueces y Magistrados, leemos lo si- 

guiente: 

-Lo pasado ha dejado huella en todos, 1s 
de extrañar que los funcionarios judiciales descon- 
ffen también; llevan muchos años oyendo a los Mi. 
nistros, a los Diputados y a los Senadores hablar de 

lo importante que es para el pafs la independencia 

de Magistrados y Jueces, y viendo cómo todos aten- 

tan contra tal esencia de sus funciones y cómo los 

proyectos de reorganización de Tribunales van de 

comisíón en comisión y hasta de aficionado en afi- 

cionado, y si alguna vez aparecen en el Parlamento 

se eclipsan luego para dar paso a debates bizanti- 

nos; estgn acostumbrados a los halagos de quienes 



los requieren, a las amenazas de quienes encuen- 

tran resistencia y a la indiferencia de todos en cuan- 

to necesitan; entre ellos han introducido ad- 
vei aai lus con disfraz de amigos, gérmenes de dis- 

cordia y de indisciplina que serían funestos si no se 

atajase su desarrollo; pero no dude V.  E. de que la 

inmensa mayorfa actda con alteza de miras, no ha 

perdido la fe y aun alimenta esperanzas. En Vue- 

cencia fija su atención y, agradeciéndole en su gran 

valor lo hecho, deposita su confianza para lograr 

lo que falta; y conste, Excmo. Sr., que no me refie- 

ro a lo que particularmente convenga a unos o a 
otros, ni siquiera a todos, sino a lo que conven- 

g a  a la Justicia, que es lo que conviene a la Pa- 
tria. 

Lo que en ese terreno y cuestión capital de la 

independencia de Jueces y Magistrados y en punto 

a la reorganización de los Tribunales, hizo la Dicta- 

dura, nos lo dicen, en primer término, el Real decre- 

to  llamado de depuración del personal judicial, de 2 

de  Octubre de 1923, creando una Junta depuradora. 

Nos lo dice también el Real decreto de 22 de Di- 

ciembre de 1928, disponiendo, a pretexto de una 

apremiantfsima y revolucionaria reorganización de 

la Administración de Justicia, que habfa de llevarse 

a cabo en brevfsimo plazo, en el máximo de seis 

meses, como medida' de saneamiento, una nueva y 
2 



más arbitraria depuración que lo fuC la primera, a 
cargo, exclusivamente, del Gobierno y sin garantía 

)S funcionarios, ni aun las más elemen - 
raies en toa0 orden de enjuiciar; llegando hasta ne- 

garles un tan esencial derecho, como lo es el de  

defensa, que antes que precepto de derecho positi- 

vo es un principio de derecho natural, que por serlo 

a nadie se niega, ni aun a los acusados de los más 

graves delitos; Real decreto refrendado, como Mi- 

nistro de Gracia y Justicia, por el autor de la Me- 

moria, funcionario de la Carrera judicial. Y al decir 

en la misma que las facultades concedidas a la Junta 

depuradora instituida por el Reral decreto de 2 de 

Octubre de 1923, eran de Ias lzztlzca otorga&s, por 

lo omnfmodas, cabe preguntar: ¿Cómo serian las 

que así mismo se otorgó el Gobierno, es decir, el 
ejecutivo, en el de 22 de Diciembre de 1928? 

lo veremos al examinar mds detenidamente 

estos aos Reales decretos. 

Siguieron las propuestas de refot e-  

moria redactada y leída por el  mis^^^" luiiuuunr 10, 

transcurrido un afio, el 15 de Septiembre de 1925, 
y como él dice, dirigida del misrno al mistno, se lee 

lo siguiente: 

.No se le oculta al Fiscal yuc 3usciivc id gl  dn 
I responsabilidad que en esta Exposición contrae. 

( Por lo mismo que V. E. y el Gobierno que preside 
&, P 



! honra. como u le derándole, no in simple agen- 
te, sino como un representante en quien confían 

para que se le de cuenta exacta del estado de la 

Administración de Justicia y la ley le impone e l  

d : proponer a V. E. las medidas que para el 
mejor servicio convenga adoptar, es su obligación 

de más inexcusable y riguroso cumplimiento. Mas 

aumenta su responsabilidad cuando ha podido apre- 

ciar que no serfan ya este aiio apropiadas algunas 

palabras que en su Memoria de1 ano anterior escri- 

bió (pág. VIII) sobre la esterilidad observada hasta 

entonces de estos documentos, en J-elación con los 

acuerdos posteriores del Gobierno. El Directorio 

Militar hizo al Fiscal el honor de recoger y estudiar 

su Memoria de 1924, y no transcurrió un mes sin 

que se  tradujese una de sus propuestas en precep- 

tos legales, que han venido a suavizar con éxito in- 

negable los rigores de un Decreto-ley que podero- 

samente contribuyó a la tranquilidad piiblica de que 

disfruta e1 pais desde que lo rige el actual Gobier- 

no; y asi, atendiendo lo expuesto en la citada Me- 

moria del pasado ano (páginas LXXXIX y siguien- 

te) el Real decreto-ley de 14 de Octubre de 1924 
estableció que, en la aplicación de las penas que fija 

el art.  3.' del Real decreto-ley de 13 de Abril del 

mismo aAo sobre tenencia o uso, sin autorización 

para ello, de armas de fuego, han de proceder los 



tales 

c o n d ~  

as regl; 

;o pena 

ría-er 

t reinci 
. - - .- - - 

ente a r  

50s de 

que oti 
.. 

Tribunales, segdn su prudi bitrio, sin sujetar- 

ss prescritas en los artfculos 82 y 83 del 

1, y facilitó la concesión a los reos de 

delitos de los benefic la suspensibr 

:na. Consta al final I .as reformas r 
puestas en su Memc . ltre ellas las de aminora- 
ción de efectos de Ic dencia, extinción de los 

mismos para los menores delincuentes e igualdad 

de responsabilidad entre los nifíos y jóvenes delin- 

cuentes de una misma edad-están a estudio del Go- 

bierno. Todo ello obliga al Fiscal a no proponer 

nada, en cuya necesidad de realización no crea fir- 

nte; y el que no se haya podido realizar cuan- 

to en el aflo anterior indicó, no le desanima, sino 

que le alienta a insistir en lo propuesto-seguro 

de que el Gobierno acogerá cuanto resulte proce- 

-, y hasta celebra, bajo detei to , 
,,, ,,ín no se haya realizado. 

; ese aspecto, el de que cuantas menos refor- 

irciales se efectúen, msls resalta la necesidad 

de ref( es. Por esto, el Fiscal es poco 

partid; LS cuando la necesidad de estas 

ha llegaao a manirestarse muy acentuadamente. Re- 

suelven las reformas parciales algunos problemas 

determinados, pero no pocas veces, al hacerlo, 

can otras cuestiones y hasta origina nuevos 

connictos por falta de engranaje y a veces contra- 

rminadc 3 aspec 



.ldllos. ' 

receptc 

Y, cuac 

1s antic 

ido son 

:uados, 

ya  mu 

es pre 

le tantc I como convie 

dicci6n de los nuevos preceptos con otros de diver- 
sas disposiciones legales, que estaban y siguen en 

vigor al publicarse aqi 

chos los vacíos y los p 

ferible a suplirlos o modificarlos parcialmente, una 

reforma generalhque atienda a todos los puntos ne- 

cesitados de ella y los coordir 

ne a su total eficacia.. 

Es bien cierto que no se contenta el que no quie- 

re. Advierte el autor de la Memoria que la del aao 

anterior no tuvo mejor suerte, que digamos, que 

las 41 precedentes de que antes nos hablara; que la 

mayor parte de sus iniciativas y proDuestas no ha- 

bían tenido muy feliz acogida por parte del Go- 

bierno de la Dictadura, %que aumenta su responsa- 

bilidad cuando ha podido apreciar que no serian y a  

ese ano apropiadas algunas palabras que en su Me- 

moria del ano anterior escribí6 sobre :rilidad 

observada hasta entonces de esos do os; que 
todo obliga al fiscal a no propone7, nada e72 cziya 
necesidad d~ realiza cid?^ ??o crea fzrmenzente; y el 
que TZO se haya podido realizar c?la~zto eii el ailo 
mzterior indicd, no le desanima, si120 que le alienta 
a i~zsistir efz lo propuesto, seguro de que el Gobier- 

no acoger6 cuanto resulte procedente, y hasta cele- 

bra, bajo determinado aspecto, que aún no se hagan - 
 realizado^. 



Bien 

os  haci 

desai-i 

nulabar 

luerian 

eridos, 

puede decirse que, c e 

prorecra, tenía realmente motivo para ceiebrai-lo; 

r llegado el afio siguiente de 1926, ya nos ha- 
bla. CII la misma solemnidad, dirigiéndose a maes- 
t ornpai~t I- 

ria y ~usticia.  

(Y de qué nos habl 

El mismo se  interruga. <vuc iidLcr r rwut: ur ~rii-  

Y se contesta: 

r que volver la orientacioil ae estos aiscur- 

:on ver 
. . 

dadero don d 
, - 

posición de programas mini 

materias técnicas. 

steriale 

i sabiar 

proba] 
. . 

asar de 

ición a 
./. . 

S 

C 

u 1 enia explicacibn (agrega) la exposicibil de 

proyectos antaiio, cuando los mismos que los for- 

r i que 110 habian de p tales y 
c r que dedicaban atei. los pro- 

blemas palpitantes; pero ahora, libre el b o ~ i e r n o  de 

labor obstruccionista o negativa de las Cortes, no 

debe utilizar programas y anuncios, siiio aciidir di- 

r nte a la Gncetcz para  plantar 

lo que juzgue necesarin - 
itonces 

guieníe: 

eso, al tener que comparecer ante la &,la- 

g , ~ , ,  ,,,,i-a a los treinta y tves meses de ser Ministi-o, 

es explicable y lógico que se me ocurriera hablar 

de programas ministeriales, pero no de reformas 

reforn lar o in 

nos di( 



fallos d 

das, ad 

bierno 1 

te de la 

que me prepare a proyectar ni aun zar, sino 

de reformas ya sancionadas y de f url n a  de ley, y 

porque siempre fui más aficionado que a despertar 
esperanz is, colocando primeras piedras, a esperar 

e la opinión sensata sobre obras ya termina- 
l vertí que no era llegado todavía el momento 

de rendiros cuenta de mi labor, pues si bien el plan 

fuC ya totalmente concebido, su realización en par- 

tes muy principales está afín pendiente, y en algu- 

nas ni siquiera es piiblico con los detalles de cono- 

cimiento necesario para que sea juzgado. Ello me 

decidió a esperar un aiio más-no veáis en esta con- 

fiada espera ambición de conservar mi puesto en el 

sino el explicable deseo, expuesto con since- 

riaaa, de que Dios me permita concluir una obra 

que honradan- reo títil y a la cual consagro 

toda mi voluntau-, ello me decidió, digo, a esperar 
1 más para presentar0 adlro conzpleto, 

no ae  io que pensó hacer, sino ae  lo que hizo el Go- 

1 iído en Diciembre de 1933, en la par- 

1 3y primer responsable. 

Como se  ve, a juzgar por lo que dice, al alio si- 

guiente pensaba ya ofrecer al auditorio los frutos 

de su ingenio t siadas reformas 
judiciales, .el de lo que pensó 

hacer, sino de lo que hizo el Gobie nstituído 
en Diciembre de 1923.. 
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Pero llega el ano de 1929, y,  jqu6 decepciónl, aun 

cuando sigue mereciendo la confianza del Teje del 

Gc 
ne ,,,, . 

, como 

:S eran i 

re de l! 

.- ~ ~- 

Ministr 

Despu6s de lo dicho y de !o que más adelante 

diremos, forzosamente hemos de convenir en que, 

si estérile esta clase de trabajos hasta el 13 de 

Septiemb 323, no lo fueron menos los publica- 

do ra. 

dice E 

- - 
J 

:n este 



rable 
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nconfes 
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uo régi 

:i6n de Justicia 

Iicraaui -. - - era muy alstinto ni más favo- 

ía a los :1 

Ind-epen L- 

hombr 

idencia 

e s  polit 

judicia 

las y reaiiaaae 

.a. ciertamente, muy lisonjero para la Ad- 

nllllmcl ación de Tusticia el concepto que ésta mere- 

c Dictadi 

- -. - convengamos también, en lusticia, que ese 

n oco halagüerio concepto merecia a los hom- 

b iticos del antiguo régimen, a los parlamen- 

tarios principalmente, que pusieron de su parte no 

poco:para degradarla, pretendiendo algunas veces 

F ~ic io  dt , en ocasiones, 
ii ~terese ,  

i Manihesto de 13 de Septiembre de 1923, al 

rdos, y 

e i r  las lacras, ios y miserias de que 

adolecía el llamado a n ~ ~ g  uu rsgimen, selialaba como 

una de ellas ala Justicia, influfda por la polftica~. 

No era, en verdad, exclusivamente propio del 

autor del Manifiesto este falso y equivocado con- 



cepto. Puede decirse era heredado del antiguo ré- 

gimen; y él no hizo más, en ese particular como en 

otros varios, que recoger la herencia yacente que 

Vean 

ionios 1 

aquel había dejado abandonada. 

nos lo que a este propósito nos dicen testi- 

n :an autorizados como lo son los de quienes 

d ifiaron la cartera de Gracia v Tusticia antes 

d L. 

«Es, por desgracia, mal tan arraigado y profundo en nues- 
tra Patria, donde puede decirse que nunca ha existido la Ad- 
iniiiistración de Justicia, y que es más difícil el encontrar 
Juez justo que varón perfecto, y tan habituados estamos ya a 
esto, que lo consideramos como una enfermedad incurable, 
habiendo perdido por completo toda confianza en los Tribu- 
nales de Justicia, y más aún en las clases ilustrzdas; en el 
pueblo es tan general este escepticismo que, exagerando lo 
que en la práctica pasa. creen que no hay mal negocio que se 
pierla, ni criminal que no salve con dinero y valimentos. 

Razón tenia el Sr. D. Francisco Silvela cuando decia en 
el Conqreso que Ese ha despertado en el ánimo de todos un 
temor y una desconfianza grande en el orden judicial, pues- 
to exageradamente al servicio del Poder ejecutivo.. 

Prueba la tesis que vengo sosteniendo que nuestro diano 
Presidente (el del Ateneo, que era el Sr. Silvela), que tan pe- 
netrado esta de estos males y que tan elocuentemente los ex 
ponía ante el pais, cuando un día fué Ministro de la Corona, 
«a pesar de su voluntad y de su prestigio-, nada pudo hacer 
para evitarlo; porque el mal está tan hondo. «y, sobre todo 
es consecuencia t2n necesaria de los Gobiernos pai-lamenta- 
riora, que su remedio no puede buscarse en soluciones par- 
ciales ... 

Esta intervención grande del Poder ejecutivo sobre el ju- 
dicial, y que siempre existirá en los Gobiernos de Gabinete, 
responden (debería ser en singular), aa la necesidad que tie- 
nen éstos., como ya antes decia, de obtener y sostener esas 
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IS moder 
3s y otra 
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oorener este resuiraao, para obtener partidarios y 
1 jpone el Gabinete de  dos únicos y poderosos resor 
t favores de la Adrninistraci61-1 y los favores de  la Jus. 
t ic iaa ,  ~ ~ d s t a  tal punto que, romo dice Guicciardini, en los 
( nos la Justicia tiene dos balanzas: una para 
1 para los enemigos.)) 

e I ranscribc frases I [de de 1 3 - 
nes. dice el Sr. Pradera, temblándole la mano, como 

linal es1 

le1 Con 

1do y Pi 

t él, COI 

( be para poner de manifiesto un esta- 
,- 

do social, una blasfemia. Pero su pensamiento car- 
c taba tan hond: 3 en el espíritu 

c de, que, cerca 1 años después 

-11abiéndolo sido todo en la vida política: Diputn 

do,  Senador, Presidente del Congreso, Presidente 

del Senz residente del Consejo de RIinistros-, 
w  fes san do de nuevo la íntinia relación 

que existe entre el régimen parlamentario y la co- 

rrupciór istració ls t ic ia .~  En las 

Resflonsnbilidndes del nntigz~o ~eginze~? ,  dice lo 

que s i g ~  

<Soy partidario convencido y entusiasta del r6gi1Iien par- 
lamentario; en éI veo la más firme garantía de los principios 
de la democracia y la fórmula más eficaz para que la opinión 
pública sea el constante guía de los actos de Gobierno; pero, 
a fuer de imparcial, he de reconocer que la influencia pode- 
rosa que el mismo determica del Poder legislativo sobre el 
ejecutivo, da lugar, cuando la moral de los partidos no es  se- 
vera y cuando el más puro ideal no es  el  único propulsor de  



sus elementos integrantes, ca que toda la vida del Estado, 
incluso la Administración de Justicia, se contagie de la pa- 
sión polftica~. No es este un fenómeno que s610 en Espafia se 
observe. *En mayor o menor grado, lo padecen todos los 
pueblos que se rigen por el sistema parlamentario». En el 11- 
bro De la Justice esz F ~ ~ n ~ z c e ,  de Raoul de Grasserie, en el 
que se contiene un admirable y minucioso estudio del Poder 
judicial en la vecina Reptíblica, puede leerse en las primeras 
páginas una descripción de la vida del Diputado trances, de 
su actuación en los Ministerios, del frecuente empleo de su 
influencia en favor de Jueces y Magistrados, que parece un 
trozo de nuestra vida política. Todo c s  igual, y por eso nos 
permitimos suponer que los efectos han dc ser también muy 
semejantes. En nuestra Patria, las luchas apasionadas de los 
partidos, la especial composición de Cstos, las circunstancias 
todas de nuestra vida politica y social, shan hecho que este 
mal se mostrara en el periodo que examinamos (1879 1923) 
sumamente agravado, sin que bastara a contenerlo el esfuer- 
zo de algunos Gobiernos y de no pocos Ministros.. 

.Después de lo que acaba de leerse, ;qué de ex- 
tr; le  que un Ministro de Gracia y Justicia, en 

el .,LLu ln&s solemne de la vida judicial, en el de 

a F ibunales, no sintiese 
voz, al aecir ante la representacidn mas elevaaa ae  

la Magistratura espaaola que los litig al acu- 

dir a los Tribunales, no se limitaban pura y simple- 

mente .a pedir su derecho, sino que preguntaban 

previamente, refiriéndose a los miembros de aqué- 

llos, por los que hahfan 
es  fulano?^ 

de ser juzgad 

.Pero estas miserias-como las llagas- 

de ser expuestas sino para su cmaci6n. Y para cu- 
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~ I )UI IC~-y ,  sobre todo, es COI icia tan nececa- 

~ r i a  de los Gobiernos parlarr = -  

.dio no puede buscarse en soluciones parciales*. 

aEn ma nenor grado-aiiadió más tarde-lo 

m~adeceii LUUUS los pueblos aue se rigen por el siste. 
a ario.. \ 5n es clara y la 1. 

bien el Lonae ae Romanones en las frases suyas que 

a de transcribirse. Si en el régimen parlamen- 

tar IU IIU cabe Gobierno sin la confianza del Parla- 

r .por necesidz e el Cl e 
komanones-, el Gobierr'o na de aspirar a tener un 

E :nto hei I - 
d :tos, lo I- 

tes. {Qué medio más eficaz para todo ello-no ha- 

blemos de su moralidad-que disponer de los ~ f a v o -  

r 1 Administracibn y de t ic ia~? 

ellos puede regalarsl Diputac L .  

nerlos contentos; con ellos los uiputados pueden 

r a sus electores y mantenerlos adictos. Y, 
asi, el rCpimen ~arlamentario, que comienza Dor la 

c tgislati~ 7 

termina en la confusión con ellas de la juaicral, ya  

suya, I C  
;U vez I 

Isecuer 

ientaric 

cual ! 

exige e 
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e a los 
-, 

Diputa 

5 anuer; 

que sus actos vienen a quedar regulados por el 6r- 
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les es- 
para si 
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gano de ejecucion.. (O 
vicio de la Patria.). 

s los preceder no es extrafío 

que la uictadiira viniese al roaer  con ese prejuicio 

ni que el 

se lo sigu 

.Hasta el 15 de Septiembre 

Magistrados y Fiscales vivtn~ 

T/k n obra, 
ti1 !BUZ; lo: 

pedían justicia cuando la necesitaban, no vacilaban 

cuando por sus intereses l t s  convenía en tenclerles 

celadas que les hicieran tropezar y caer en su cami- 

no recto; ni en altos ni en bajos encontraban apoyo 

las aspiraciones colectivas de los funcionarios de 

Justicia, que podían satisfacerlas, atendían 
más a forneri~ar las individuales, procurando asi 

atraerse adeptos, obligados por el i 

que resistía a las sugestiones o era víctima de atro- 
pellos de un ladc lmente encontraba quien le 

defendiera por 1 por justo, ni por gallardías 

de o, y s i ;  salía a ~ n s a ,  era para 

ut  como 1: y más omo banderín 
en provec los del otro lado. A pesar de todo 

eso, Magi i, Jueces y Fiscales, en su mayoría, 

r-esistian el ataque general y se mostraban dignos de 

sus funciones; por eso dije que, aunque la Adminis- 



uena, 1 tración de Justicia no era b o podía 
afirmarse que fuera mala.. 

:traÍio es que lo dijese quien pertenecia a la 

carrera judicial; y que varios individuos de ésta, 

afortunadamente muy pocos, tomando pretexto de 

esos prejuicios, hijos las más de las veces, cuando 

no de la pasi6n poiítica, del despecho ante el fraca- 

so de inconfesables exigencias y pretensiones, ha- 

blasen mal de la Justicia, como hablan de la mujer 

solicitada, aquellos a quienes ésta niega sus favo- 

res; y esos contados fiincionarios judiciales, itriste 

es decirlo!, se acercaron al Dictador en los prime- 

ros momentos de su advenimiento al Poder, arro- 

gándose una representación que no tenían, porque 

no sabemos que nadie se  la hubiera otorgado, mani- 

festándole que de él esperaban ayuda eficaz para 

sacudir el ominoso yugo de la influencia politica 

que, según ellos, venían padeciendo Jueces y Ma- 

gistrados. 

Dejando a cuenta de los aludidos y a cargo de su 

personal responsabilidad la exactitud o inexactitud 

de sus juicios y de sus afirmaciones y los particula- 

res motivos que tuvieran para hacerlos, especial- 

mente aquellos que desempefían funciones judicia- 

les, no puedo por menos de rechazarlas en cuanto a 
la inmensa mayoría de los funcionarios. 

Siempre he tenido ocasión de apreciar en mis 



compañeros, salvo contadas y raras excepciones, 
celo por la causa de la Justicia, deseo de acierto, 

cultura, amor al trabajo y verdadero esplritu de 

sacrificio en el ejercicio de su noble e importantfsi- 

mo ministerio, verdadero sacerdocio, cualidades y 

virtudes estas no justa y debidamente estimadas las 

más de las veces por quienes a ello están más obli- 

gados. 

Que estamos expuestos a la falibilidad y al error 

en nuestros juicios, como lo estamos, tambien, a 

caer en aquellas flaquezas y miserias inherentes a 
la humana condición, ¿quién lo duda? Por ello, la 

justicia humana no es, ni puede ser nunca, más que 

un débil y pálido reflejo de la justicia divina. 

{Es que hay alguien que pueda considerarse me- 

jor y más perfecto en otras instituciones y colecti- 

vidades que integran la organización social? 

Nunca las excepciones desvirtúan y contradicen 

la regla general, antes la confirman. 

Uno de los t6picos más arraigados lo es el de la 

influencia que ejerce la politica, en el bastardo 

sentido en que este concepto suele aplicarse, sobre 

la Administración de Justicia. Y lo más triste y la- 
mentable es que ese tópico hayasido prohijado por 

quienes más obligados estaban a desvirtuarle y des- 

vanecerle; por quienes, en ocasiones, hubieron de 

hacer sentir el peso de su influencia y de su vali- 



mento en las altas esferas del Gobierno sobre Jue- 
ces y Magistrados. 

De mí sé decir que si alguna vez, en mi ya larga 

'Carrera judicial, por rara excepción, sentí la impre- 

sión de influencias extrañas a la causa de la justi- 

cia, hube de resistirlas con firmeza, y a la vez con 

aquella corrección y cortesía que nos imponen las 

normas de convivencia social, ya que lo cortes no 

priva a lo valiente, sin que ello me ocasionara ulte- 

~ i o r e s  y desagradables consecuencias a modo de 

represalias por parte de quienes pedían lo que, tn  

justicia, no podía otorgárseles. 

Ciertamente no puedo decir lo mismo de la Dic- 

tadura, y bien recientes están los hechos que lo 

confirman; sin duda, porque ésta querfa, según pú. 

blica manifestación del propio Jefe del Gobierno, 

una jzrsticin quE7ernanze~ztnl y cai~zfwe~zszva de Zns 
ci~cunstatzcias. 

En este particular, y por lo que hace a los polf- 

ticos del llamado antiguo régimen, debo en justicia 

decir, que siempre tuve ocasión de apreciar en ellos 

una más estimable y respetuosa consideración para 

con los funcionarios judiciales. 

Otros dos defectos que principalmente se atri- 

buyen a la Administración de Justicia en Esp añal 

son los de ser cara y lenta. 

Quisiéramos se nos dijese por los que tales de- 
3 



fectos suponen, en qué países es más rápida y, so- 

bre todo, más barata. 

Hemos de convenir, que no siempre es todo lo 

rápida y expeditiva que fuera de desear; pero su 

lentitud obedece, antes que a negligencias imputa- 

bles a los encargados de administrarla, que gene- 

ralmente tienen que soportar un excesivo trabajo, 

como lo revelan las estadfsticas, a la mala fe, en no 

pocas ocasiones, de los propios litigantes, que s610 

por rara y singular coincidencia suelen reconocer 

a justicia. de los fallos de los Tribunales cuando les 

son adversos. 

Para comprobar esta afirmación, no tenemos 

más que fijarnos en el número de recursos de casa- 

ción que se interponen y los que de estos pros- 

peran. 

Son, como UCLIIIIUS, contadisimos los casos en 

los que un litigante que pierde un pleito, se aviene 

a reconocer que le perdió porque no le asiste el de- 

recho. 

Antes que eso ha de achacar su ~ i a ~ a s o  a la in- 

fluencia política, al compadrazgo, a la recomenda- 

ción que actúa sobre Jueces y Magistrados, cuando 

no a su inepcia o a su venalidad. 
Como caso tfpico puedo citar uno bien ;e 

que motiva un procedimiento criminal, actualmente 

en curso, por el delito de desacato a este Supremo 



Tribunal, cometido, no'por un cualquiera, y sí por 

quien ostenta el título de Letrado. 

Se trataba de un incidente derivado de un juicio 

de desahucio seguido ante un Juzgado de primera 

instancia cuyo nombre no hace al caso; incidente 

en el que recayó sentencia condenatoria en ambas 

instancias con expresa imposici6n de costas en la 

segunda al apelante, :que asimismo habfa sido con- 

denado en la primera al pago de determinada can- 

tidad. Contra dicha sentencia hubo de prepararse 

recurso de casación por infracción de ley, recurso 

que no lleg6 a interponerse por consejo de un dis- 

tinguido Letrado; y el recurrente, Letrado tambidn, 

entre otras varias procacidades vertidas en un es- 

crito dirigido al Sr. Ministro de Gracia y ficticia, 

dice lo siguiente: .No apelé (sic) al Supremo por la 

opinión del aludido Letrado y porque en aquellos 

días se habló mucho de que el Szlpvemo estaba 
envainado a .  

Sin comentarios. 

En cuanto al retardo1en la administración de jus- 

ticia, hay que achacarle, más que al procedimien- 

to en si, a las argucias y malas artes de los liti- 

gantes. 

El procedimiento tiene que ofrecer aquellas con- 

diciones indispensables que garanticen el derecho 

de defensa, y a la vez aquellas otras que, respecto 



de Jueces y Magistrados, aseguren, en lo posible, 

el acierto en sus resoluciones. 

Pero cuando en las contiendas judiciales preside 

la mala fe y se abusa de unas y de otras, aun su- 
l 
l puestos términos breves y perentorios y trámites 

sencillos, es, en cierto modo, inevitable la dilación. 

El litigante temerario y de mala fe no repara en 

medios para hostilizar a la parte contraria y para 

estorbar la acciún rápida y expedita de los Tribu- 

nales, y a ese fin, todos, aun los más reprobables, 

le parecen o los considera licitos. No digamos nada 

cuando la mala fe está escudada por el beneficio 

de pobreza. En ese caso, es bien sabido que la tác- 

tica consiste en someter a la parte contraria, que 

tiene qÚe litigar como rica, por el agotamiento o 

por el cansancio. 

Llegamos al punto capital y culminante de toda 

organizaciún judicial: la independencia, más que 

del Poder debiéramos decir, de la funcibn judicial. 

INDEPENDENCIA JUDICIAL 

,= n C J L ~  propósito un tratadista de la extre- 

ma derecha, coincidente, en esto, con los de la ex- 

trema izquierda, el Padre Luis Izaga, de la Compa- 

ñfa de Jesús, en su 'o- 
.Mico: 
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aFunci6n capitalfsima en un Estado la judicial, 

a su protección están encomendados los intereses 

más caros y esenciales de la sociedad, la paz y el 

orden, vida, honra y hacienda, intereses todos que 

sólo se mantienen intactos y seguros bajo la salva. 

guardia inflexible del reconocimiento y respeto de 

los derec ítimamente adquiridos. Los Jueces, 

por lo tal tsta la vista tan sólo en la justicia,sin 

acepci611 de personas, ni de intereses, deben dar, o 

estar en situación de dar sus fallos, con entera 

libertad, imparcialidad e independencia. Y esa si- 

tuación de independencia n( an sino 

fuera de la esfera en que vive y ac IIIuGI el Poder 

ejecutivo, libres de sus halagos y de sus coaccio- 

nes, de sus influencias polfticas y partidistas. Y esta 

cc ación, que tiene gran fuerza, cualquiera 

~ U C  5 C C 1 .  e1 régimen polftico imperante, la tiene mu- 

cho mayor, tratándose del régimen representativo 

moderno Porque, como dice Hamilton, es el judi- 

cial el más débil de todos los Poderes y aestá ex- 

puesto continuamente al peligro de ser dominado, 

intimidado, influfdo po ~tros  Poderes con los 

que está coordinado*. 1 tidos o fracciones que 

dominan el Poder ejec rnan pc 
tenerse en 61 indefinid< -icho dt 
luntad, se sienten inclinados, tentados a utilizar 

todos los resortes sociales y legales, uno de los cua- 

r gobie 

a cap1 



les, el más importante, es el del Poder judicial, 

guardador de vidas, honras y haciendas. De aqui la 

formidable acción que  pudieran desarrollar, mane 

jando a su antojo la volui~tad de los Tueces, dispo- 

niendo como dispoilen por otra parte de la fuerza y 

de los honores y en gran parte del dinero.. 

Veamos ahora cómo la Dictadura entendió este 

postulado. 

APARIENCIAS i' REALIDAD! 

En la Exposición del Real decreto de 2 de Octu- 

bre ae  1923, llamado de depuración del personal 

judicial, se lee lo siguiente: 

=Es propósito del Directorio Militar, por enten- 

der que con ello presta a la función j~idicial la pre- 

ferente atencióii que merece, reorganizar los Tri- 

bunales a quienes está encomendada la Administra- 

ción de Justicia para lograr así, entre otras venta- 

jas, ..que la independencia, que por ser nota y 

condición furidamental para su recto ejercicio se 

establece en las leyes orgánicas sea una garantía 

eficaz, una realidad viva y no letra muerta, como 

actualmente ocurre, debido entre otras cosas a la 

perniciosa influencia de bastardos intereses polfti- 

coss. Pero antes, y como labor previa, se hace ne- 

.CE -1eccioi ida y enérgicamente.. . Nadie 



ulten liz 

ara a d ~  
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mejor que la propia Magistratura, en que tan dig- 

nísimos e inteligentes funcionarios existen, para que 

pueda cumplir esa espinosa misibn eliminatoria; y a 

eso responde el presente proyecto ... De lo que aho- 

r a  se trata es de la depuración, con garantías, sf, 

pero rapidísimamente. B 

No muchos días después, el 20 del mismo mes de 

Octubre y en el Real decreto creando la llamada 

Junta organizadora del Poder judicial, verdadera 

flor de estufa nacida al calor de la, no sé por qué 

paradoia. titulada Unión Judicial, se dice lo si- 

g 
)ar que la depuración de los funcionarios 

judiciale mpone la independencia de ellos en 

relación ; Poderes públicos~, para que no re- 
s i siquiera por el agradecimiento; que 

P ir justicia es necesario prescindir d e  
S ~ s ,  afectos y gratitudes; de todo, en fin, lo 

9 ier la mira en la ley rectamente in- 
terpretada y en la moral estrictamente cumplida. 

Confiamos a la propia Magistratura su depuración, 

su reforma y su régimen, porque estamos seguros 

de ella n pero alejándola de toda intervención 

política, cvuo aquello que, desgraciadamente, ha  

perturbado su vida y la seguirá perturbando si no 

viniesen intervenciones como la de ahora, como la 

de este Decreto, de necesidad urgente, de solución 

;ea por 



a Adm inmediata, en bien de 

Justicia., 

Con esto llegamos y ea1 decreto de 22 de 

Diciembre de 1928. 

El día 13 de Diciembre de 1928, en la Agamblea, 

salierin de los labios del Ministro de Gracia y Jus- 
ticia las siguientes palabras: 

((Confiando en el concurso que todos me han de prectar, 
que todos han de prestar al Gobierno, me atrevo a anunciar la 
realización de  la revoluci6n en la Justicia dentro ae muy bre. 
ve  plazo, para lo cual tengo concebido ya  el plan y pronto ha 
de verse publicado en la Gacetn; pero para la preparaci6n d e  
Cxito de  las jnstituciones orgánicas que se  creen o se reorpani 
cen, o s e  reconstituyan, y de la modificación de las leyes pro. 
cesales que se  acuerde se necesita contar con un personal 
apto, decidido. entusiasta, y del cual pueda decir todo el mun- 
do que no tiene tacha conocida, y que no es  fácil, que 
no es  posible encontrarle una tacha sin conocer... Para 
eso, he de recabar del Gobierno, por si 151 me la quiere 
conceder, una plena confianza, y para podérsela pedir con 
autoridad quisiera observar en la Asamblea un gesto, aunque 
sea un aplauso, que no s e  dirija a mí, sino a la idea. Yo deseo 
conocer lo que la Asamblea piensa acerca de la convenien- 
cia, de  la necesidad para que esa revolución en la justicia s e  
realice, ade que durante un tiempo determinados se  suspen- 
dan todas las qarantías que hoy aseguran en sus. cargos, en 
SUS puestos, a los funcionarios de  Justicia, seguros la Asam- 
blea y el Gobierno, cuando se lo ofrezca, de que el uso que 
1 o he de  hacer de  esa autoridad ha de ser  siempre pensando 
en Dios para el porvenir y en mi Patria para e l  presente; se  
Kuro de que a nadie he de causar perjuicio injustificado. d e  
que he de procurar tan sólo el bien de la justicia, limitándo. 
me a separar cuando haya que separar, a suspender cuando 
haya que suspender, a los funcionarios que por cualquier cir- 



cunstancia no estén en condi:iones de reali; 
que en la actualidad desempeñan., 

sar las f 1 incionec 

=En el preámbulo del Real decreto dijo de este 

.modo: .En el dltimo período de sesiones de la 

*Asamblea Nacional, voces respetables exteriori- 

azaron el general deseo de que los organismos de 

$la Administración de Justicia sufran una transfor- 

~mación rápida y radical en el sentido de mejorar 

*su actuación y lograr abreviar, simplificar y aba- 

~ r a t a r  sus procedimiento s.^ 

<De conveniencia, afiade, es que al mismo tiem- 

~ p o  que se transformen los órganos se seleccione y 

*depure el personal que ha de manejarlos; y como 

>rigiendo íntegramente los preceptos vigentes tal 

*selección no sería posible, el Gobierno, opuesto 

.siempre a la infracción de las leyes, pero tambien 

xdispiiesto a utilizar en bien del país las facultades 

 excepcionales con que Vuestra Majestad le honró, 

,considera necesario que durante breve plazo se 

.suspendan las garantias que hoy favorecen igual, 

a y  aun más a los funcionarios de servicios deficien- 

~ t e s  o de escaso celo que a los de constante labor, 

*distinguidos en el cumplimiento de sus deberes. x 

Todos sabemos a lo que quedaron reducidas las 

revolucionarias reformas que habian de surgir en 

plazo brevísimo y perentorio del comentado Real 

decreto: a la jubilación de cinco Magistrados, tres 



de ellos del Tribunal Supremo y de la Sección se- 

gunda de su Sala de lo Contencioso-administrativo. 

Se exculpaba el Ministro alegando en la Asam- 

blea que, en nuestras leyes, nunca había tenido 

verdadera efectividad la inamovilidad judicial; que 

el Sr. Santa Marfa de Paredes, en su obra de Dere- 

cho politico, que él como estudiante habia tenido 

de texto en esta asignatura, le había enseliado, aun 

abogando por la inamovilidad judicial, que ésta no 

se concibe sin una verdadera responsabilidad judi- 

cial que sirva de garantía contva la iglzovnncia, los 
descztidos 31 el abuso; y que el Sr. Canalejas hubo 

de decir en su tiempo, en 1889, no ignoraba <que la 
inamovilidad absoluta puede sancionar a veces la 

más inicua de las tiranias, relajando al par toda 

disciplina judicial*, y que eso era lo que él- 

nisti-o-pensaba en conciencia. 

Y a renglón seguido añadfa: .Debe la inamovili- 

dad judicial asegLirarse en cuanto dé garantfas a los 

funcionarios para defenderse de los ataques de que 

puedan ser objeto por parte de los Gobiernos injus- 

tos, pero debe esa inai ad tener sus limites, 

impidiendo que los mz icionarios, los funcio- 

narios apáticos, los funcionarios ineptos, los funcio- 

narios que no dan el rendimiento de trabajo sufi- 

ciente, al amparo de esa inamovilidad tengan que 

subsistir y tengan los Gobiernos para prescindir de 

movilid 

110s fur! 

-el Mi. 



ellos que esperar, como ha dicho un autor fi-ances, 

a unos trastornos pbblicos, a la muerte o a una es- 

candalosa promoción a cargo superior.. 

.En resumen: la sintesis de lo que yo he dicho es 

esto: inamovilidad para todos los funcionarios; para 

los judiciales especialmente, pero para defenderlos 

nada más, en cuanto ellos procedan bien y los Go- 
biernos procedan mal; más inamovilidad limitada 

para que los Gobiernos puedan defenderse de sus 

malos servicios o de sus servicios deficientes. 

En primer termino, la inamovilidad ni estorba, 

ni contradice, ni es incompatible con la responsabi- 

lidad de Jueces y Magistrados en o con ocasión del 

ejercicio de sus funciones. Pero es el caso que, él 

mismo lo dice, cesa insmoviliclad-que es garantía 

de independencia, no de arbitrariedad en el funcio- 

nario-debe asegurarse en cuanto de garantfas a 

los mismos para defenderse de los ntnqzres de  que 
pztedan ser objeto por pnrte de Gobieruos i~z jus tos~:  

La  inamovilidad no supone la irresponsa~ilidad, 

ni, por consiguiente, la inviolabilidad del funcio- 

nario. 

S610 los altos poderes irresponsables son invio- 

l a b l e ~  constitucionalmente, pero por lo mismo, sus 

determinaciones exigen y tienen que llevar, para 

que sean ejecutivas, el refrendo de otro poder res- 

ponsable. Lo contrario sería consagrar el absurdo 



moral y jurídico de que la irresponsabilidad pudie- 

r a  ser, en ocasiones, la consagración, como estado 

de derecho, de la arbitrariedad, cuando no del des- 

potismo. 

Ni aun en el orden penal, supuesto el carácter 

eminentemente subjetivo del delito, está consagra. 

do el principio de la absoluta irresponsabilidad; y si 

bien las causas de inimputabilidad de un hecho cri- 

minoso, excluyen la responsabilidad criminal del 

sujeto que le produjo, no acontece lo mismo con la 

responsabilidad civil, y por eso el Código penal de- 

clara, en este caso, la de terceras personas, como 

subsidiaria. 

La inamovilidad, condición precisa que garanti- 

za la independencia del funcionario responsable, 

asegura la libre determinación de sus actos, po- 

niendole a cubierto de la influencia de otros pode- 

res que pudieran actuar sobre él coactivamente, 

forz6ndole a separarse del camino recto de la lega- 

lidad con dalio y quebranto de la Justicia. 

Recordemos nuevamente a este prop6sit0, lo 

que dice el P. Luis Izaga en sus Eleme~ztos de Dc- 
recho polftico: .Los partidos o fracciones que do- 

minan el Poder ejecutivo y gobiernan, para mante- 

nerse en él indefinidamente a capricho de su volun- 

tad, se sienten inclinados, tentados a utilizar todos 

los resortes sociales y legales, uno de los cuales, el  



más importante, es el del Poder judicial, guardador 

de vidas, honras y haciendas. De aqui la formida- 

ble acción que pudieran desarrollar, manejando a 

su antojo la voluntad de los Jueces, disponiendo 

como disponen por otra parte de la fuerza y de los 

honores y en gran parte del dinero,. 

Eso es, en esencia, lo que dicen todos los 

tratadistas, incluso el S r .  Santamaría de Pa- 

redes. 

Ante el Real decreto de 22 de Diciembre de 1928, 

la situación para los funcionarios judiciales era 

realmente pavorosa: o sucumbir ante las imposicio- 

nes de la Dictadura, o quedar expuestos a todos los 

riesgos que supone el hacer frente a un poder ar- 

bitrario: traslados, postergaciones, suspensiones, 

cesantías y separaciones del cargo; siquiera éstas 

se encubran, malamente, con el velo de una aparen- 

te legalidad disfrazada con el nombre de jubilaci6n, 

cuando ésta no está comprendida en ninguno de los 

casos en que la ley la autoriza. 

Amovilidad a merced y a capricho del Poder 

ejecutivo, y responsabilidad, son términos que se 

repelen; porque la responsabilidad, en todos los ac- 

tos humanos, es el corolario obligado de la libertad 

y no es posible exigir aquella si esta no existe. No 

tienen otra razón de ser las circunstancias eximen- 

tes y atenuantes de la responsabilidad criminal. 



Porque este principio, antes que de orden jurfdico 

y legal, lo es ético. 

Contrasta y no se compagina esta conducta de 

la Dictadura con lo que la misma nos decfa el 15 de 

Septiembre de 1925 en el solemne acto de apertura 

de los Tribunales celebrado bajo la presidencia 

de S. M. el Rey, por boca del Presidente interino 

del Directorio Militar, Sr. h/larqués de Magaz. 

Lamentaba éste que la misión de juzgar sea, a 
más de muy dificil, una de las más expuestas a las 

censuras cle las gentes, a las diatribas y a las injus- 

ticias, porque no estrl nuestro país bastante educa- 

do para tener fe y confianza en los hombres que ad- 

ministran justicia, aun cuando casi todos esos hom- 

bres merezcan esa fe y esa confianza por su con- 

ducta privada y pública; y se preguntaba: c¿cómo se 

remedia todo eso?, a¿Cuáles han sido los medios le- 

gales, medios indirectos, que el Gobierno del Direc- 

torio ha  empleado para lograr sus propósitos? Y 
contestaba: Todos sabeis el principal. La indepen- 

dencia, no s610 oficial, siizo real y efectiva, que se 

ha dado a la Magistratura, el negarlo (aliadfa) es 

faltar a la verdad. Es medio esencial para el fin pro- 

puesto; para lograr que los juzgadores inspiren la 

confianza que inspirar deben, y se vea que sus nom- 
bramientos no obedecen a intereses electorales, po- 

liticos o privados». 



aY esta cuestión, tal vez la de más transcenden- 

cia, cuando cle organización judicial se trata -por- 

que es punto básico fundamental-es preciso que se 

afronte sin desplantes ni gallardías innecesarias; 

pero si con la sinceridad, verdad y claridad que de- 

ben emplearse siempre, y que yo, en este caso, em- 

pleo con más gusto, teniendo delante oyéndome a 

tan elevadas y respetables personificaciones de la 
Judicatura. 

]Mal, muy mai pandas  quedaron las arrogantes 

y gallardas promesas del Sr. Marqués de Magaz y 

las halagadoras esperanzas que ellas pudieran ha- 

ber despertado en la Magistratura en aquel solemne 

acto! 

El pri,mer atentado contra su independencia y 

contra su  inamovilidad, expresamente consagrada 

en la Constitución del Estado y en la ley Orgánica 
del Poder judicial, se cometió con la creacióri de la 

llamada Junta depuradora en Octubre de 1923 so- 

metiendo a revisión expedientes ultimados con to- 

das las formalidades legales y archivados; coi1 la 
extraña y singular circunstancia que s610 lo fueron 

los tramitados en los cinco años precedentes; esta- 

bleciéndose, ignórase por qué, para los anteriores, 

una a modo de especial prescripción. 

Y fué un atentado, porque sometió a revisión 

acuerdos adoptados por Autoridades competentes 



dentro del pleno ejercicio de sus facultades legales, 

invadiendo éstas, desconfiando de su rectitud y jus- 

tificación, contrariando la santidad de la casa juz- 

gada, y atribuyendo facultades excepcionales ;t 

quienes, legalmente, no las tenian, ni podían tener- 

las, coaccionando su libre determinación en el or- 

.den legal, al imponerles la aceptación dei cargo 

como obligatorio e irrenunciable, creando correc- 

ciones disciplinarias y formas de enjuiciar no auto. 

rizadas por la ley. 

Por lo dicho, los acuerdos de esa Junta llevaron 

siempre en si y adolecen de un vicio esencial que 

los invalida; y este Ministerio tiene el deber de pro- 

clamarlo así en este solemne acto, al dirigirse, con 

todos los respetos debidos, al Gobierno de S u  Ma-  
jestad, que le honró con su confianza. 

En cuanto a los derivados del Real decreto de 23 

de Diciembre de 1938, ese vicio de nulidad es tan 

patente y manifiesto, ya  que para adoptarlos se 

prescindió en absoluto de los más elementales pi-in- 

cipios y garantías de todo orden de enjuiciai', lo 

mismo en materia penal que en la disciplinaria, que 

es ocioso insistir sobre ello. 

Como se ve por lo expuesto, la Dictadura, en 

eso, como en otras muchas cosas, careció de un cri- 

terio fijo, uniforme, verdaderamente orgánico, cien- 

aifico y canamente orientado, no sólo en lo que se 



refiere a las reformas necesarias para garantir de-  

bidamente la independencia de Jueces y Magistra- 

dos, sino que tambien por lo que sesrefiere a la opor 

tunidad de aquéllas y al modo y forma de llevarlas 

a la práctica y a la realidad; antes, por el contrario, 

.en ese particular, superó, con mucho, al llamado 

antiguo régimen en el pecado de insinceridad con- 

tradiciéndose a cada momento, prometiendo lo que, 

deliberadamentf abfa de cumplir; antes bien, 
pretextando la a .nte y urgentísima necesidad 

de unas reformas que calificó de revo!ucionarias, 

cometió uno de los más graves atentados que se re- 

gistran contra la inamovilidad. Y uor ende, contra 

la independencia juciicial. 

ación c 

otra c 

En más de seis años transcurriaos hasta su ae- 

rrumbamiento, sil? ln labor ob o~zistn y retn~,- 
dntarin del Pavlame~zto, ~ L C  ciia tan repetidas 

veces habia condenado, la Dictadura no acertó 

a implantar las tan prometidas y anunciadas re- 

formas en la Administr le Justicia. En punto 

a organización no hizo ;osa que toques y re- 
miendos, las más de las veces poco afortunados, 

como lo demuestra el que ella misma estuvo a cada 

paso rectificándose, deshaciendo hoy lo hecho ayer. 

Dfganlo, si no, entre otras reformas malogradas, 

l a  Junta Organizadora del E'oder Judicial, muerta 

apenas nacida, y el Real decreto de 30 de Octubre 
4 



de 1923 reorganizando la Justicia municipal, al que 

la propia Dictadura di6 muerte por el de 14 de Di- 

ciembre de 1927. 
Analicemos ahora, si no todas, las más impor- 

tantes de las reformas por ella realizadas. 

Decimos que hemos de limitarnos a las más im- 

portantes y entre éstas principalmente a las de ca- 

rácter orgánico; porque fueron tantas y algunas de 

ellas tan miniisculas, por su importancia, que ni 

merecen la pena, ni es posible fijemos en todas 

nuestra atencibn; si es que esta Memoria no ha de 

rebasar mucho de los limites que suelen tener, de  

ordinario, esta clase de trabajos, aun cuando muy 

bien pudiera justificar la excepcibn, el largo periodo 

de tiemvo-seis años-que en ella se  e-camina y lo 

copioso de la materia. 



DivisiBn judicial de  España 

Era uno de los puncos primeramenLe LriiLauos en 

la ~rrespondiente al ano 

de 
s e  aecia en E iguiente: 

<No he de de embargo, de 

tlla lo S 

:jar, sin lar una 

forma I 

ble par - .  
re que realmente se impone y que es indispen- 

sa a que muchas otras puedan lograr Cxito. 

BS ia de la divisi6n judicial de Espafia, que res- 

ponde actualmente a tradiciones regionales y a inte- 

reses locales muy respetables, pero que a la vista 

el 1 descubre su arcaismo. No han de más ini 
. . 

experto - 
suprimirse juzgados ni han de crearse por la con- 

veniencia y menos por el capricho de determinados 

pueblos (1). no ha de resolverse la cuestión deci- 

di de unos o de otros contendientes la 

lucha entre los Colegios de Abogados de las ciuda- 

d~ e hay Audiencia territorial que se resisten 

a ,  

i favor 
. , 

(1) No pocos de los Juzgados suprimidos fueron después 
.reestablecidos pagttndolos los respectivos pueblos. 



.a ceder lo que poseen y los Colegios de Abogados 

de las capitales de provincias sin Audiencia territo- 

rial que aspiran a ganar lo que aún no tienen; tam- 

poco ha de solucionarse ni de retrasarse la solución 

porque haya de disminuir o aumentar el número de 

duncionarios judiciales. Todos esos factores son 

respetabilfsimos y han de ser tenidos en cuenta, 

.pero no aislados, sino conjuntamente y en unión de 

otros.  La nueva división judicial, a la cual habrá de 

acomodarse la organización definitiva de Tribuna- 

les que se haga, ha de ajustarse al resultado de mu- 

chos factores como son los indicados, que represen- 

tan intereses creados, y la densidad de población, 

el grado de cultura de los habitantes de cada co- 

marca, las costumbres y hábitos de los mismos, las 

comunicaciones y otros muchos, en cuales no 

e s  despreciable el de equidad, que impone que des- 

aparezcan las enormes desigualdades que hoy resul- 

tan en el trabajo de los Juzgados y de las Audien- 

cias bien aprovechadas-<por que no consignarlo?- 

por algunos funcionarios, pues basta coger al azar 

unas cuantas hojas de servicios de Magistrados para 

evidenciar que, si todos llegan a la edad de su jubi- 

iación con los mismos derechos, hay quienes han 

realizado una labor diez veces más intensa y más 

fatigosa que otros. Y sobre la base de una división 

judicial en la que está bien que se procure respetar 



en lo posible las tradiciones y los intereses locales 
y profesionales creados, pero en la que esencial- 
mente y con preferencia a todo otro móvil se atien- 
da a la realización de la justicia y a su eficacia, yero 
que requieren gran meditación en su plai~teamiento- 
para que no se malogren, como la de la creación y 
organización de la justicia cori-eccional y la de la 
instancia única con implantaci6n del juicio oral en 
10 civil. or~anizaci6n'de Tribunales especiales de 
C de los Tribun 
u1 3 Y I-"* icaz y general , 
Tribunales de n 

Algunos trab 

d c visi611 judicial, 1s a fija 

-ro no 

.r.o est; 

pasaro 
. - 

xciona 
nteamic 

miento 
:nto efi 

una nt 

L categ 

realizi 

leva di, 

oría dc P ' 3 proyc T 

transcurridos más de cinco aaos desde que tal y 

tan necesaria reforma se anunciara en la aludida 

Memoria, como una de las que exigian más inme- 

diata y urgente realizacibn, quedaron ineditos a la 

caída de la Dictadura. 

" 

a, los p 
van d, 

Bien pos lo 1, decirse que ogailo 
como a n ~ n i l ~  r aun cualiuv ain Parlamento que los 
e! ~oyec tos  de ?,e zació~z de ni- 
br c Comisión e isid~z y hasta 
de aficio?zado e onado, y sz a~gutza ves  apa- 
r e c e ~ ~  en la Asa se eclipsan luego para dar 
paso (E debates bi~a~ztirzos. 

Ni una palabra más. 



Justicia municipal 

-amentt 

le hace 

imos, t 

?moria 
- 

l e  la D 
te prim 

bxaminemos, aun cuanao no sea mas que some- 

I ictadura hizo, o y dejó 

i en esi 

Fiscal 
to, la p 

fa-mái 

deshiz 

cedienc 

Justici 

( ier grado, pro lo de in- 

ferior a superior, de la Administrac ia 

y de la jerarquia del orden judicial. 

Ced: ambién lalabru al autor 

de la Mt de esta s tarde Ministro 

de Gracia y Justicia-, correspondiente aquélla al 

ano de 1924: 
<Tres han siuo las reformas escriciaies inrrouu- 

cidas en la organización y funcionamiento de la Jus- 

ticia municipal. Dos de ellas, verdaderamente de 

carácter orgánico, fueron im Real de- 

creto de 30 de Octubre de 1 ~ ~ 2 ,  y svii. Liria, la su- 
presión de los Adjuntos y con ellos .ibunales 
municipales, reintegrando a los Jueces municipales 

en sus antiguas funciones, y otra, el cambio de pro- 

cedimiento para nombrar Jueces y Fiscales munici- 

pales. La tercera reforma, más bien de carácter 

procesal, pero de gran importancia para el funcio- 



namiento de la Justicia municipal, es la elevación - 
hasta 1.000 pesetas de la cuantía de las demandas, 
cuvo conocimiento ha de ser competencia de tal ju- 

risdicción, ordenada por Real decreto de 12 de Fe- 
brero de 1924.. 

En cuanto a la primera de didas reformas, 

la supresión de los Adjuntos, hemos de aplaudirla 

sin reservas; y constituyó un verdadero acierto, de 

los pocos y muy contados que puede la Dictadura 

apuntarse en su haber en orden a les reformas de la 

Administración de Justicia por ella llevadas a cabo. 
No podemos decir otro tanto del Real decreto 

de 12 de Febrero de 1924, elevando hasta rniZ pese- 

,tas la cuantía de las demandas en los juicios verba- 

les que se ventilan ante los Jueces municipales. 

En la tantas veces citada Memoria de la Fisca- 

lía, año de 1924, y en su página 57, se lee lo si- 

guiente: 

aNo ha descuidado, pues, el Directorio Militar la 

Justicia municipal, y lo hecho es prenda que permi- 

te confiar en mayor perfección cuando venza el 

compromiso contraído de la organización total del 

Poder judicial. De desear es entonces se atienda a 

la Justicia municipal, no regulándola por un único 

,patrón, sino adaptándola a las circunstancias de las 

localidades donde ha de ser ejercida, muy diversas 

según la respectiva fndole de éstas. Acaso uno de 



los más grandes errores de la época constitucional. 

ea  Espaila, determinante de muchas ruinas locales, 

ha  sido la obstinación en regir todos los Municipios 

por una misma ley, sin distinguir siquiera entre los 

rurales y los urbanos, y admitiendo apenas alguna 

diferencia, más bien con carácter de privilegio, en- 

t re  las urbes de gran vecindslrio y las poblaciones 

pequeñas. El Estatuto municipal, recientemente 

puesto en vigor, pero que aún no ha sido posible 

desarrollar, atiende por primera vez en nuestra le- 

gislación administrativa moderna a la diferencia- 

ción más necesaria, y esa circunstancia deberá ser 

muy tenida en cuenta cuando se reorganice la Jus- 

ticia mugicipal; que n i  siquiera en la cuantía de los 

asuntos sometidos a su  conocimiento conviene apli- 

car una misma regla a todas las localidades, ya  que 

no tiene la misma importancia la cantidad de 1.000 
pesetas en aldeas donde representa una verdadera 

fortuna, con la cual pueden adquirirse inmuebles 

codiciados, que en la Villa y Corte de Madrid o en 

la populosa Barcelona, donde con frecuencia no Ile- 

ga a representar el alquiler mensual de un piso.)) 

Conformes de toda conformidad. .Porque tiene 

mucha más importancia la cantidad de mil pesetas 

en aldeas donde representa una verdadera fortuna,, 

y porque, como dice el autor de la Memoria, ~ z i  si- 
qliiera en la czintztia de los nsztntos ssnzetidos a 



conocznziento de La Jrdsticia m ~ ~ n i c i p a l  conviene 
aplicar una misma regla a todas las localidades, 

es por lo que nosotros creemos no fue todo lo acer- 

tada que debiera la reforma elevando la cuantia. 

En cambio, hemoc de repetir que creemos acer- 

tadisima la supresión de los Adjuntos, por la razón 

potfsima que se da  en la misma Memoria: porque es 

evidente que, si en téwninos ~ruvales y ptlcblos de 

escaso o disfierso vecindario, hay que bziscar con 

la lintern~z de Didgerzes zln ciudada~zo apto para 
ejercer la Justicia mulzicipal, la cztestió~z adqriie- 

re cnlfacteres de i~zsolltble cztafzdo se trata de bzis- 

calr siete. 

Es, en verdad, ello muy cierto, y muy en su lu- 

gar  la pertinente observación. Después de este acto 

de obligada justicia, duélenos en el alma tener que 

llegar al examen del Real decreto-ley de 14 de Di- 

ciembre de 1927, y duélenos, sobre todo, que apa- 

rezca refrendandolo como Ministro responsable el 

autor de las antes citadas y aplaudidas palabras. 

En este Real decreto-ley se manifiesta y pone de 

relieve una vez más el criterio contradictorio de la 

Dictadura en cuanto a la inamovilidad e indepen- 

dencia judicial, siquiera lo sea en el grado más in- 

ferior y modesto de su jerarquia, aun cuando no 
por ello menos importante y merecedora de res- 

peto. 



En dicho Real decreto-ley se encomiendan los 

nombramientos, exclusivamente, a la libre designa- 

ción de los Presidentes de las Audiencias territoria- 

les; no se establece ning~ln orden de preferencia, ya' 

que ni el título de Abogado, ni la condición de aspi- 

rante a la Judicatura, ni la de excedente de la Ca- 

rrera judicial la atribuyen, recomendando única- 

mente que los nombrados sean hombres de buena 

reputación (holgaba el decirlo) y de criterio inde- 

pendiente, y szlz otra flreferelzcia qtte la nattrral 

q11e ~ e s z ~ l t e  por Iiaberse dist iug~tido elz el cutlzpili- 
lnieizto de los deberes cizrdadn?zos y tenel. ncredita- 
da i9zdepelzdencia, ptldiendo ser relnovidos libre- 

mente de S Z I S  cargos. 

En el preámbulo de este Real decreto se dice, 

para justificar la medida adoptada, lo siguiente: 

[(Que es procedente renovar periódicamente los 

funcionarios judiciales, mientras no esté sólidamen- 

te garantizada la independencia de éstos; que mu- 
chos de éstos (aun los nombrados en plena Dictadu- 

ra), han seguido constituyendo una organización 

-acaso la última trinchera, pero de formidable de- 

fensa-, de antiguos caciquismos, que el Gobierno 

tiene el deber de extirpar totalmente; que el Gobier- 

no no debe autorizar con S I L  quiefz~d y debe evitar 

nznniobras qtie sorflrendan la 1,ectitzld y bueizn fe  

de los encargados de la Jztsticia nzrrnicipal, qzte a 



t f tulo de $refe1ee7zcias legales, establecidas con 
pleopdsito 1 7 . 1 ~ ~  diverso del que i~zspi~*n  sí^ ~ t i l i z a -  
ciólz en la prttcticn, o con otros gretextos y ficcio- 
Izes, impo?zgaft la designacid12 de quie~les, nzás qzte 
en  seltvir n la Jilsticia, pierzse~z e12 servir determi- 
nados gvztpos o personalidades.. 

Con lo dicho en la exposición, no quedó muy bien 

parada, que digamos, la autoridad de los plenos de 

las Audiencias territoriales, asesoradas por los de- 

canos, a quienes antes atribuyera la propia Dicta- 

dura el nombramiento de Jueces y Fiscales muni- 

cipales. 

Y este Real decreto-ley, como el antes comenta- 

do de 22 de Diciembre de 1928, se encubrian con el 

pretexto de una próxima, total y revolucionaria re- 

organización de la Administración de Justicia. 

Por algo hemos dicho, que el pecado de insince- 

ridad de que adoleciera la vieja política, se acrecen- 

tó en tercio y quinto bajo el régimen de la Dictadu- 

ra ,  en lo que a las reformas judiciales se refiere. 

Ya veremos cómo se va confirmando, cada vez. 

más y más esta afirmación, sobre todo cuando nos 

corresponda examinar la actuación de la Dictadura: 

en orden a la Jurisdicción contencioso~administra- 

tiva. 



VI1 

Junta organizadora del Poder judicial 

Asf se denominó, aun cuando impropiamente, el 

organismo creado por el Real decreto de 20 de Oc- 

tubre de 1923. Y decimos impropiamente, porque 

dicha Junta, nada organizaba, ni podía organizar; 

porque ni entraba en sus funciones la organizadora 

del Poder Judicial, ni ésta, constitucionalmente, po- 

día tener otro origen que el legal del Parlan 1 

el ejercicio de sil soberanía. 

Su misión no era esa, ni podía serlo, y sí, única- 

mente, la de formular las propuestas de ascensos y 

traslados de Magistrados y Jueces, hasta la catego- 
rfa de Presidente de Sala del Tribunal Supremo in- 

clusive. 

La propia Fiscalia, en SLI citada Rfemoria, nos 

decía: .La denominación de esa Junta es muy am- 

plia; la organización del Poder judicial reqz~ie~~e algo 
nzds qzre proponer pevsonas para los cargos. Al- 

guien-agrega-, ha  advertido, que en el Real de- 

creto de 20 de Octubre de 1923 no se enumeran ni 

concretan otras facultades que las de intervenir en 

la designación y acoplamiento del personal judicial 

y fiscal. Por eso, no debe ser motivo de censura; 

eso quiere decir-y asf lo ha entendido el personal 

interesado-, que el Decreto de 20 de Octubre no es 

todo, sino un jalón más en el camino emprendido; 



por eso (decfa el Fiscal) en el epfgrafe de este capf - 
tulo he escrit 3 :  Hacia el Poder jzldzcialn. 

Y segufa diciendo: #La esperiencia de su actua- 
cidn determinará las reformas que en su constitución 

deban hacerse para su perfeccionamiento; el niíme- 
ro  de sus miembros, su categorfa respectiva, el pro- 

cedimiento para su designación, el lugar de su fun- 

cionamiento, son detalles más o menos importantes 

susceptibles de variación; lo esencial es la institu- 

ción B .  

Incubada y nacida dicha Junta al calor de una 

organización extralegal, su fracaso, aparte otras 

razones, era visto, y no se hizo esperar. Era,  ni más 

ni menos, que la organización legal y la consagra- 

ción oficial de un cacicato de clase, si se quiere, más 

odioso aún que lo era el de los proliombres políti- 

cos en el antiguo regimen. 

Parece como que ya lo presentía-y ciertamen- 
, te no se necesitaba ser un lince para presentirlo- 

el propio Fiscal panegirista de la reforma, cuando 
dice: c... y si la Junta, integrada actualmente por 

funcionarios dignfsimos, actúa bibire de apasioiza- 

wzientos 31 despojada d e  afectos, la institución 

arraigará y será difícil su desaparición.. 

No debió arraigar, cuando muy pronto desapa- 

reció, quizás porque incidiera en 10s defectos que 

el Fiscal apuntaba como causa posible y determi- 



nante de su muerte, los que debiera evitar, y,  por 

lo visto, no evitó. 

En la Memoria del año 1925, y por el mismo 

autor, ya  se habla de la posibilidad de que, la ac- 

tuación de la Junta, no hz4biera producido pletza 
satisfacción erz los fu?zcionarios cuyos destiqzos 
regula; que quizás ello resida en la limitación de 

sus facultades; de que jamás el Gobierno ni su re- 

presentante el Fiscal intervinieron directa ni indi- 

rectamente en los actos de la Junta, salvo zaz caso 
excepcional en que, con relación a determinado 

acuerdo, el Gobierno hizo uso de facultades que se 

había reservado; que si el propósito del Directorio 

era el de implantar dentro del aiio judicial que hoy 

comienza (el 15 de Septiembre de 1925) o para 

cuando termine, una nueva ley Orgánica y acaso 

fuera lo más acertado prolongar hasta entonces la 

vida de la actual Junta, evitando asf los inconve- 

nientes de una nueva elección entre el personnl de 
una carrera que nunca debiera apasionarse en 
sentido alguno; que debiera aprovecharse la oca- 

sión para introducir en el procedimiento electoral 

y aun en la constitución de la Junta las modifica- 

ciones aconsejadas por la experiencia. 

En una palabra, que la Junta estaba, apenas na- 

cida, en pleno fracaso. 

Cedamos la palabra al Ministro de Gracia y Jus- 



preáml 

926: 
ticia, y 1s lo que dice en el :1 

Real del :y de 21 de Junio de 1 

~Nobilísimo, levantado y altruista propósito guió 

al creador de la Juata organizadora del Poder ju- 

dicial, hasta el punto de merecer, por ese propósito, 

puesto de honor preeminente entre los Jueces y 

,Magistrados; pero diversas circunstancias han im- 

pedido que el resoltado correspondiera a los propó- 

sitos. De una parte, la última lucha electoral-asf 

pudo llamarse-para la constitución de la Junta, 

evidenció los peligros de someter al sufragio de 

funcionarios diseminados por todo el país la desig- 

nación de los que en lo sucesivo hubieran de resol- 

ver sobre sus destinos. De otra parte, y aunque 

hasta ahora la corrección de todos los haya evita- 

do, no deben dejar de señalarse riesgos para la 

disciplina indispensable en la carrera judicial, ori- 

ginados por el hecho de que funcionarios de cate- 

gorías inferiores decidan los ascensos de los de las 

categorfas superiores. Y, además, reducida en rea- 

lidad la misión de la Junta a las propuestas para la 

provisión de vacantes, propuestas que vienen a ser 

obligatorias para el Gobierno, porque o son uniper- 

sonales o son en ternas de elección muchas veces 

forzosa, y dominante el regimen de antigüedad para 

los ascensos, puede decirse que toda la actuación 

de la Junta se ha compendiado en el acoplamiento 



d e  los Funcionarios a los cargos judiciales; pero, 

impuestas por determinadas circunstancias, entre 

las cuales no puede pasar inadvertida la del rnanda- 

to de los electores a los elegidos, las corrientes ha- 

cían no considerar obligatorios los destinos, sino 

que los iuncionarics puedan elegir entre estos y 

servir preferentemente los que sean de su agrado o 

conveniencia; las normas casufsticas que hubo de 

acordar para regular la provisión dejaron poco 

margen para el uso amplio de las facultades discre- 

cionales, con arreglo a recta conciencia y sano 

juicio, que encarece el art.  3.' del Real decreto de 

creación de dicha Junta, y dieron lugar a que gran 

número de funcionarios se consideren interinando 

los cargos que ejercen hasta que logran el que 

desean, y que muchos cargos estén constantemente 

vacantes, con protestas enérgicas y justificadas de 

las Corporaciotíes locales y los vecindarios a quie- 

nes perjudica tal estado de cosas. 

%Nada de esto implica la menor censura a los 

dignos Magistrados y Jueces que actuaron o actúan 

en la Junta organizadora del Poder judicial; pero 

por lo mismo que no ha dependido de ellos poder 

evitarlo, precisa sefialarlo como fundamento de que 

e l  Gobierno reclame para s í  la provisión de los des- 

tinos judiciales sin tener que sujetarse, aunque las 

haya de tener en cuenta en lo posible, a las solici- 



tudes de los interesados, siendo la intervención que 

en tal función atribuye al Consejo judicial, al fiarle 

la declaración de aptitud para los ascensos y acudir 

1 
a sus informes en todos los casos de elección, ga- 

rantía de que la provisión de destinos ha de inspi- 

I rarse en los intereses de la justicia, atendiendo des- 

pués de estos a los de los funcionario s.^ 
l 

Ni una palabra más hemos de agregar, por nues- 
1 tra cuenta, a las transc 
l 
1 

S610 recordaremos ( as  del Sr. Mar- 

qués de Magaz ,o de apertura de los 
l 

I Tribunales, leíc tptiembre de 1923 en 

presencia de S. lvl. ei b 

Dijo L 

- r  " f. 

discurs 

5 de Sr 

-ha L L  c a ~ i u i i  de la J uiiLa ui gaiiuauur a uel Poder 

judicial, necesitará de refori complemento 

¡quien lo duda!, pero también es indudable que no 

hizo Gobierno alguno ta! refc n pro de la in- 

dependencia de los juzgador~s. ~ u e  esto es sólo 

obra del Directorio. 

<Se presenta esta ciiestión: ?Vebe subsistir la 

Junta organizadora del Poder judicial? {Debe afir- 

marse este primer paso en pro de la independencia 

judicial? El Gob 'opósito 

de que continúc da y se 

complete con las naturales reformas que para darla 

mayor perfección se hayan deducido de la realidad, 
6-6 

nas de 
. - 



tanto en lo que se refiere a su funcionamiento y for- 

ma de elegirla, como en lo que afecta a las repre- 

sentaciones que en ella ostentan las distintas cate- 

gorias de la Magistratura. El Gobierno del Directo- 

rio, al conceder esta independencia judicial, que no 

concedi6 Gobierno alguno, lo hizo con tal entusias- 

mo y convicción, que si hubiera necesidad de de- 

mostrarlo bastaría con que se coílociese su actua- 

ción-la del Directorio-después de creada esa Jun- 

ta, y no tendria necesidad de más testigos para de- 

mostrarlo que los hlagistrados y Jueces que han 

compuesto la Junta, y que asegurarán siempre 

-porque son dignisimos caballeros-que obraron 

con una absoluta independencia, sin tener que ven- 

cer, no ya sugestiones, pero ni siquiera indicacio- 

nes del Gobierno, que s61o en uno o dos casos, iy va 
para dos ailos que la Junta Euncional, interpuso su 

derecho de poner el veto a alguna de sus propues- 

tas., 

Así terminó su breve existencia un organismo 

que habia nacido bajo tan felices promesas y hala- 

gadores augurios. 

Lo expuesto nos lleva, como de la mano, a exa- 

minar otra reforma, de carácter orgánico, de la Dic- 

tadura. 

La  creación, por el mismo Real decreto-ley, del 

Consejo judicial. 



Consejo judi 

1 dice I :1 preái mbulo 1 

mismo, 
enen n: 

dos an 
i explic 

de dich :o Real 

Mayo; 
rado trl 

pero c 
einta d! 

-.- ,.an nuevas, nl la iaea, ni ia instituci~,,. 
Ya lc 

to-ley. 
cFué este or, en proyectos 

llevados en 1916 y lY18 a Cortes, de las cuales no 
lograron ;ar de c ~nocida 
generalrncri~c ia uLiiiuau; y en 1917 logro nacer me- 
diante Real de( 
tan precaria, qu 
pués, sin haber llegado a runcionar.~ 

En cuanto a la constitución del Co 
nal auxiliar del i hemos de se- 
Aalar, que no ti 2i justificación 
satisfactoria. 

Es la primera la eliminación de 1( 

de Sala y Magistrados del Tribunal Supremo pro- 
cedentes de la carrera administrativa; como si en- 
tre Magistrados de un mismo Tribunal, con la mis- 
ma categorfa e identicas funciones, pudiera esta- 

l blecerse diferencia alguna por razdn de su proce- 

nsejo y 

on vida 
[as des- 

perso- 



dencia. Unos y otros, desde el momento en que son 

nombrados y toman posesión de sus cargos, son 

funcionarios judiciales. La  diferente procedencia 

no imprime carhcter especial; y si a ella hubiera- 

mos de atenernos, son no pocos los funcionarios que 

sup6niendose de procedencia judicial, ingresaron en 

la carrera a virtud de una asimilación, no siempre 

muy ajustada a la ley, nacida al amparo de un sim- 

ple cargo administrativo con funciones burocráti- 

cas ajenas a la Administracion de Justicia, cuando 

no de cargos servidos interinamente. 

El art. 1 . O  de la ley de 5 de Abril de 1904, clara- 

mente determina que la Sala de lo Contencioso 

forma parte integrante del Tribunal Supremo para 
t c d ~ s  los efectos, y el Presidente y los Magistrados 

formarán parte del Tribunal Pleno y aquél de la 

Sala de  Gobierno; y que los Magistrados auxiliarán 

a los de las demás Salas, y los de estas a la de lo 

Contencioso; y en consonancia con este articulo, 

el segundo del Real decreto de 8 de Mayo del mismo 

ano prescribe que los h4agistrados de dicha Sala son 

miembros del Tribunal Supremo y tienen los mis- 

mos honores, obligaciones y deberes que los perte- 

necientes a éste; usarán el mismo traje e insignias, 

y su precedencia relativa entre los de su clase se 

regulará por lo dispuesto en los articulos 196 y 197 
de la ley provisional sobre organización del Poder 



rios, L 

ese se . " 
L los mi; 

~rvicio, . . .,. 

judicial, y es bien sabido que quieaes tienen los mis- 

mos deberes, obligaciones y honores, es 16gico y 

obligado tengan los mismos derechos. 

Es otra anomalía, que sean Auxiliares, como 

Secretarios, quienes legalmente no tienen el carác- 

ter defedatarios, por no pertenecer al Secretariado, 

ni haber ingresado en este en la forma y por los 

medios que la ley establece; iínicos que imprimen 

carácter y atribuyen fe pdblica, judicial y guberna- 

tiva. Y existiendo un brillante Cuerpo de Secreta- 

smos corresponde, legalmente, prestar 

aumentando, en el número preciso, los 

ae sala  aei (ribunal Supremo. 

Nada hay de nuevo ni de realmente original en 

las funciones atribuídas al Consejo judicial, y sí, 

únicamente, en su constitución, no muy afortunada, 

a1 llamar a funcionarios de inferior categorfa para 

colaborar con otros que la tienen muy superior, 

desigualdad que no puede por menos de quebrantar 

la subordinación jerárquica. 

Sus facultades están desgajadas, en su mayor 

parte, de las atribuidas a la Sala de Gobierno del 

Tribunal Supremo por la ley Orgái~ica, y a las de 

las Audiencias territoriales, como lo son las discipli- 

narias y las inspectoras de la Administración de 

Jijsticia, y otras de la antigua Junta calificadora 

del Poder judicial. 



? las f i z  e los Pi 

Unas y otras deben volver al único organismo a 
quien, legal y jerárquicamente competen: A la Sala 

de Gobierno del Tribunal Supremo, de las que 

nunca se la debió privar, ya que lar ejercfa con 

autoridad suprema y con competencia, imparciali- 

dad y justificación indiscutibles, y que hoy se ve re- 

ducida en sus funciones, sin razón ni causa que lo 

justifique, a la más mínima expresidn. a la apro- 

bación y califica ~nzas  dl -ocura- 

dores y sus inciaencias 

Las n 1s habidas en el Consejo judicial 

demuestr :ste organismo, a la vez que su falta 

de razón de ser, su inconsistencia. 

La Junta calificadora del Poder juaicial creaaa 

por el Real decreto de 6 de Febrero de 188s y man- 

tenida por el de 6 de Febrero de 1897, la sustituyó 

por el Consejo judicial el Real decreto de 18 de 

Mayo de 1918; fué restablecida por el de 18 de Junio 

siguiente, derogatorio del anterior; suprimida por 

el de 29 de Noviembre de 1920; restablecida otra. 

vez por el de 4 de Abril de 1921, y nuevamente su- 

primida por el de 29 de Mayo de 1922, que declar8 

vigente el citado de 1920. 

Estas reformas parciales y fragmentarias en un 

todo orgánico y armónico en su conjunto, producen 

el efecto de desarticularle, alterando su propia 

estructura, creando órganos que, o no tienen real- 



los non 

ira no 

o redivi 

mente funci6n propia, o que, si la tienen, es a ex- 
pensas de la encomendada a otros ya  existentes, 

que, de hecho, vienen a quedar anulados, mejor 

diríamos atrofiados. Tal acontece hoy día con la 

Sala de Gobierno del Tribunal Supremo, constituida 

por las supremas categorías jerárquicas del mismo, 

la que, como antes decimos, si no fuera por la limi- 

tada y, relativamente, poca importante misión de 

intervenir en la constitución, aprobación y cancela- 

ción de las fianzas de los Procuradores e inciden. 

ciac de las mismas derivadas, podía muy bien ser 

suprimida; atribuyendo el conocimiento de esta ma- 

teria a la Sala de Gobierno de la Audiencia de esta 

Corte, como ya la tenia y la tuvo hasta la publica- 

ción de la Real orden de 24 de Enero de 1893. Y si 

bien tiene asignado, por la ley de Justicia munici- 

pal, el conocimiento de los recursos interpuestos 

contra ~bramientos de Jueces, Fiscales y sus 

suplentes, sobre ser materia que sólo ocupa su aten- 

ción durante dos meses del ano, no sabemos qué 

razón hubo, como no sea la de una omisión inadver- 

tida, pi atribuir tambien su conocimiento al 

nuevo c ivo organismo judicial. 



IX 

Trlbunal Supremo 

Y e del Tribunal Supremo nos estamos 

ocupanao, sigamos analizando la obra, como vere- 

mos, de la Dictadura, respecto del mismo. 

Desconociendo, o aparentando desconocer la 
importancia de la Jurisdicción Contencioso-admi- 

nistrativa, incorporada al mismo por la ley de 5 de 

Abril de 1904, y el crecidísimo número de recursos 

que se ventilan, y con el pretexto de una falsa eco- 

nomía, se suprimid por el Real decreto-ley de 30 de 

Junio de 1924, la Sala cuarta, que era la segunda 

de lo Contencioso, y transcurridos muy pocos anos, 

poco m5s de tres, hubo de presentarse con carác- 

ter de aguda gravedad, un conflicto ya previsto 

y descontado cuando la supresi6n; y fue ,  que al- 

canzó tan crecidfsimo número el de los recursos 

ya terminados, y pendientes de sefialamíento de 

vista, que éstas se retrasaban en su celebración uno 



nás afios, con tan grave dafío, las más de las ve- 

5 ,  para el derecho de los recurrentes, que no po- 

s resultaba ilusorio. 

Por eso, llegado el a 927, no nás re- 

medio que pensar en poner término a tal situa- 

ción. 

Ello motivó la publicación, primero, de la Real 

orden de 31 de Mayo de dicho afio, y después la del 

Real decreto-ley orgánico, de 15 de Agosto, que 

reorganizó de nuevo el Tribunal Supremo, consti- 

tuyendo dos secciones en la Sala de lo Contencioso, 

y otras dos en la de lo civil, y reduciendo a siete el 

nhmero de Magistrados, tanto en éstas como en la 

de lo criminal, comprendido el Presidente de cada 

una de ellas. 

Esto demuestra, por modo bien elocuente, el ca- 

rácter de mera apariencia que tuvo el Real decreto- 

ley de 30 de Junio de 1924; porque con Cl sólo se 
perseguia un efecto-valga la frase -de galeria, 

bajo las apariencias de una falsa economia en el 

Presupuesto. 

Tres afíos y tres meses estuvieron en situacibn 

de excedentes forzosos, mbrando los dos tercios de 

su sueldo, tres Magistrados, con daño y perjuicio 

de los intereses del Tesoro y del mejor servicio de 

la Administración de Justicia'. Ese fa6 el resultado 

y el éxito conseguido con tal reforma. 
7 



Ni 

mens 

6n, en dos se( 

civil, rue un grave error. 

Pretendiendo agrupar en una sola sección los re- 

cursos en materia foral, se asignaron a la 2." todos 

los procedentes de las Audiencias territoriales de 

Barcelona, Palma de Mallorca, Pamplona y Zarago- 

za, olvidándose de que la de Burgos tiene en su te- 

rritorio Vizcaya y Alava; la primera de notoria im- 

portancia en lo que al derecho foral se refiere. 

Se crearon dos Presidentes de Sección, con in- 

tervención, que nada justifica, y resulta bastante 

deslucida, en la Sala de gobierno, en la que tienen 

VOZ, pero no voto. 

Como no hemos de limi ar por cri- 

ticar, labor negativa, sin exponer ahf 

van ellas. 

inguna de las Salas del Tribunal Supremo, 11á- 

e así, o simplemente Secciones, debe tener en 

su aotación menos de nueve Magistrados, a m8s de 

su Presidente. 

' z importancia de los asdntos enconiciiuauos a 

nocimiento y 1 ión y el número de Cstos, 

así io requiere. 

Ningún Afagistidado, si ha de realizar una labor 

medianamente cuidadosa. debe tener más de seis 

ponencias mensualc O diez, mas 

veces hasta doce. 

tarnos a critic 

ideas F 



El autor de estos renglones llegó a tener seis p o ~  
nencias en ocho dfas; de ellas, cuatro consecutivas. 

El Magistrado, como todo obrero, como obrero 
,,,telectual que es, tiene derecho al descanso, y a 
disfrutar de cierto esparcimiento del espfritu que le 
distraiga de una penosa y constante labor, para 
continuarla, reparadas con el descanso sus ener- 
gías, para proseguirla, a ser posible, con mayor in- 

tensidad. Lo contrario es inhumano y cruel. 
La actual división de la Sala de lo civil en dos 

secciones, es absurda y no obedece a ningiín crite- 
rio verdaderamente científico. Porque la casación, 
en el fondo, debe estar encomendada a una sola 
Sala, para que no se quebrante más de lo quelo está, 
la continuidad uniforme de la Jurisprudencia; ni la 
materia foral, aun cuando muy importante, es bas- 
tante para justificar esa división. 

Ese es el criterio, muy sabiamente establecido, 
por nuestras leyes de Enjuiciamiento civil y ci-i- 
minal. 

Ni eslegal ni conveniente, por razones de todos 
sabidas, que las Salas se constituyan con s610 tres 

Magistrados; ya que cuanto menor es su número, 
sobre no darse el debido contraste de pareceres, 
muy fácilmente se llega al criterio unipersonal en el 
juzgar, con todos sus graves inconvenientes; dán- 
dose; en ocasiones, el contrasentido, de que asuntos 
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vistos en un Tribuna )r en Sala de cinco, sc 
resueltos, en grado jerarquico superior, sólo por 

tres Magistrados. 

Debe, por lo tanto, constituirse una nueva Sala, 
a la que se encomiende el conocimiento de los re- 

cursos, muy numerosos, procedentes de los Tribu- 

nales industriales; de la admisión de los recursos de 

casaci6n por infracción de ley en materia civil; de 

los de quebrantamiento de forma y de las cuestio- 

nes de competencia en la misma materia, que antes 

tuviera a su cargo la antigua Sala 3.", suprimida 

por el art. 4.O de la ley de Presupuestos de 5 de 

Agosto de 1893. 
Es tambien absurdo, y no obedece a ningún cri- 

terio científico ni legal, antes bien, parece inspirado 

en un injustificado prejuicio, lo dispuesto en el ar. 

tfculo 9 del Real decreto ley de 30 de Junio de 1924, 

de que en la Sala de lo Contencioso no constituyan 

nunca mayoría los Magistrados de procedencia ad- 

ministrativa. Aparte de que esta disposición vino a 

quedar sin efecto por el Real decreto-ley orgánico 

antes mencionado de 15 de Agosto de 1927, sólo obe- 

dece, como decimos, al prejuicio, fundado en un 

supuesto equivocado, de que tales Magistrados re- 

presentan los intereses de la Administración; cuan- 

do ellos, como los demás, no tienen otra misión que 

la de administrar recta, cumplida e imparcial justi- 



cia; y porque aquella tiene, por expresa disposici6n 

de la ley, su representación y defensa atribuidas al 
Ministerio fiscal. 

En resumen: que la Dictadura, en el transcurso 

de s610 tres años, dict6 dos Reales decretos-ley con- 
tradictorios, y más que organizadores, desorganiza- 

dores del Tribunal Supremo; sobre todo el primero, 

que vino a ser revocado y quedó sin efecto por el 

segundo, que se publicó con carácter provisional, y 

aún segufa siéndolo cuando aquélla abandonó el 

Poder 



3 reformas orgánicas parcial1 

Vienen despues, cronológicamente, las Reales 

órdenes de 17 de Marzo y 12 de Abril de 1924 sobre 

faltas de residencia de los Jueces de primera instan- 

cia y sanciones por ellas aplicables a los mismos, y 

la de 7 de Mayo del mismo año 1924, por multas a 
los Jueces que no dieren cuenta de las de los Regis- 

tradores de la Propiedad; Reales órdenes que deben 

ser derogadas, como ya lo fueron, con general 

aplauso, otras de fndole parecida. 

Sin necesidad de acudir a esos procedimientos, 

medios suficientes hay en la ley, si ésta se aplica 

inflexiblemente y sin contemplaciones, para que se 

cumpla el deber de residencia; aparte de que el 

mismo funcionario, por su propia personal estima- 

ción y la del cargo, debe tener en sí mismo el'fre- 

no mAs eficaz contra posibles abusos en ese particu- 

lar, como en otros muchos; y su propia honorabili- 

dad, si no es indigno del cargo, le dará la medida 

del margen de tolerancia posible en casos de ausen- 

cia por necesidad urgente y justificada, que no ad- 

mite la espera de un permiso de sus superiores. 
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cadas por la Dictadur 

Figura entre ellas el Keal decreto-ley de 14 de 

layo de 1924, determinando las condiciones reque- 

idas para el nombramiento de Magistrados del Tr i -  

bunal Supremo, Presidentes de las Audiencias terri- 

toriales, Presidentes de Sala y de las Audiencias 

provinciales de Madrid y Barcelona y Fiscales de 

las mismas y Teniente Fiscal del Tribunal Supremo. 

En la Exposición de motivos del , Y Para 
justificarlo, se dice lo siguiente: 

<Elevados por el Real decreto anteriormente in- 

serto los cargos de Presidentes de las Audiencias 

de Madrid y Barcelona a la categorfa de Magistra- 

dos del Tribunal Supremo, ase ha reducido el nú- 
>mero de plazas cupo desempeño da condiciones a 

.quienes las ocupan para ser nombrados Magistra- 

>dos del referido Tribunal,. Se  hace, pues,necesario 

.modificar la legislación vigente en esta materid ..., 
:impliando con prudente criterio el ntímero de pla- 

Las que confieran aptitud, con objeto de que pueda 

hacerse la elección con mayor libertad, y, por otra 

parte, sea posible elevar a las más altas categorfas 

judiciales a funcionarios cuya edad permita esperar 

que su labor ha de ser fructífera, porque sus ener- 

gías físicas mantengan vivo su entusiasmo por la 



liar co, ermitar 1 consz lgrarse 

ardor las cuestiones que les competan, para conse- 

guir asi la formaci6n de una jurisprudencia con cri. 

terio constante y a l  unísono con las orientacio- 

nes que marcan las normas juridicas en su evolu- 

cibn. 

Con la separacibn de las carreras judicial y fis- 

cal y publicacidn del Estatuto de esta última, muy 

pronto qued6 reducido nuevamente el número de 

los aptos para el ascenso, ya que hubieron de ser 

eliminados los Fiscales de Madrid y Barcelona y 

Teniente Fiscal del Tribunal Supremo. . 

Consecuencia obligada de reformas parciales, 

aisladas, que no obedecen a un plan de conjunto y 

verdaderamente orgánico. Porque ese mismo De- 

creto llama para la provisión de las Presidencias de 

las demás Audiencias territoriales a los Abogados 

Fiscales del Tribunal Supremo o Tenientes Fisca- 

les de Madrid y Barcelona y Fiscales de las demás 

Audiencias territoriales, y esos llamamientos que- 

daron alterados, en parte, por el Real decreto-ley 

de 21 de Junio de 1936. 

Es decir, que hoy como ayer, siguen siendo las 

reformas judiciales una verdadera tela de Penélo- 

pe. Porque dominando el prurito reformador, fué 

pródigo el año de 1924 en disposiciones de esta clase. 
- 

Y así tenemos el Real decreto-ley de 18 de Julio 
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Presidente del Tribunal Supremo y de los de las 

Audiencias territoriales, en armonfa con los precep- 

tos de la ley Orgánica, y estableciendo una 1 

ción central y las regionales correspondiente 

Todo ello vino muy pronto a ser modificado por 

el Real decreto-ley de 21 de Junio de 1926 creando 

el Consejo judici; 

La necesidad e atendida, y 

lo estuvo durante much s con las disposicio- 

nes de la ley Orgánica, I ;ftulos XVlII y XIX, 
que trata de la itlspección y vigilancia sobre la Ad- 

ministración de Justicia, el primero, y de la juris- 

dicción disciplinaria sobre Jueces y Magistrados, el 

seg aCon el designio-dice la Exposición de 
mo,, . ,,-de afianzar la independencia del Poder 

judicial y robustecer el prestigio de los Tribuna- 

les ... para que pitedan nctz~ar eficasrne~zte en  la 
renovczcidn de Zn vzdn ?zncioi~nl y celnv la estricta 
respo~zsabilidad d i s c ip l i í~nr in~ ,  se dictó el Real 

decretoqley de l." de Febrero 24. Es decir, 

otro retoque a la ley 01-gánica. 

Y agregase en dicha Exposición *que el medio 

de enaltecer los prestigios judiciales es el de vigori- 

zar el art. 325 de la ley Orgánica, muy especial- 

mente la de su caso tercero., cuyo precepto-dice- 



Iza sido 
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ca no remota I de pasiones y 

rrztarre de conve~zcio~zarzs~zos po~zrzcos, no lo será 
1 adelante (digalo el Real decreto de 22 de Diciem- 

-e de 1928), sin que las mds  agudas szdspicacins 
de arbitrariedad pueda~z obscztrecer l a spz~r l s i~~zns  
irztenciojzes de  jzisticia que este Gobierrzo (el de la 

Dictadura) ha puesto en su actrracz'dn. Para ello 

-continda diciendo-sujeta a un procedimiento tan 

rfipido como eficaz el expediente que debe servir de 

base a sus declaraciones, dentro del cual encontra- 

r á  la causa pública y el interés privado de cada 

funcionario las mayores seguridades y gnrnntlas 
de iustiflcació~z y respeto que nos merece la pri- 

mordial virtud de administrar justicia rectamente. 

Puesta en plan depurador la Dictadura, empren- 

dió la de la Justicia municipal, mandando por Real 

decreto de 5 de Abril de 1924 que en cada Audien- 

cia territorial se constituyese una Junta depurado- 

r a  de la Justicia municipal, olvidándose que esa 

misi6n la tenian atribuida, por expresa disposición 

de la ley de 5 de Agosto de 1907 las Salas de go- 

bierno de las Audiencias territoriales, y ,  en último 

término, la del Tribunal Supremo, y que por la 

misma ley estaba regulada dicha función. 

Todo el empefio de la Dictadura en ese particu- 

lar, como en otros varios, era dar al país la sensa- 

ción de que esos organismos estaban, como se de- 
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cia, contaminados por la llamada vieja política e 
infiuídos por ella; y de ahí la necesidad de crear 
tros especiales. 

Todo sin perjuicio de que, tres anos má: 1 

viniera en otra forma una nueva depuraci6n: la del 
Real decreto-ley de 14 de Diciembre de 1927, que 
alcanzó a los Jueces municipales nombrados en ple- 
na Dictadura, y en cuya depuración ya se reservd 
el Gobierno una intervenci6n más directa. 

Volvamos a la malograda Junta reorganizadora 
del Poder judicial. 

El Real decreto de 23 de Julio de 1924 dispuso, 
con designio de economfa, que los Vocales de la 
consabida Junta debían ser nombrados, sin perjui- 
cio de seguir desempeñando las funciones que en la 
misma ejercían, para los cargos de sus respectivas 
categorías personales que primeramente quedasen 
vacantes en el Tribunal Supremo, Audiencia terri- 
torial y Juzgados de primera instancia de Madrid, 
y que desde el día de su nombramiento para dichos 
cargos perdían dichos funcionarios todo derecho a 
la gratificación que en concepto de ~esidencia les 
está asignado en el Decreto-ley de Presupuestos. 

La Junta, como hemos visto, se habfa creado 
hacía poco más de un año, y ya comenzaban las 
1-ectificaciones, cayéndose en la cuenta de lo des- 

acertado que era el procedimiento empleado para 



la designación de los Vocales que habían de inte- 

grarla, pudiendo serlo funcionarios de categorías 

inferiores que no tenían su residencia en Madrid, 

quedando, por el hecho de la elección, dispensados 

de prestar sus servicios en los cargos de su catego- 

ría; añadiendo, además, a esta positiva ventaja la 

de residir en Madrid, con el aliciente de una grati- 

ficación. Como suele decirse, amiel sobre hojuelas.. 

Y asf hubo de afiadirse a las expresadas otra 

ventaja, parecfa que hecha a la medida de algunos 

de los Vocales; y lo fue la otorgada por la Real or- 

den de S de Enero de 1925, de que lo dispuesto en 

dicho Real decreto no alcanzase a los miembros de 

la Junta a quienes faltase menos de un año para 

cumplir la edad forzosa de la jubilación. 

No era, por lo tanto, de admirar que los codicia- 

dos cargos fuesen disputados con porfiado empeño 

y apasionamiento, dignos de mejor causa; dando 

lugar a que se dijese en el preámbulo del Real de- 

creto que debian alejnrse ?riesgos parra Ea discipli- 

na i?zdispetzsnble etz la Cavvei*a judicial, y de q ~ r ~  

la Jltzinn 2ucJza electoral-asf puede llamarse- 

dice el preámbulo, evidenciaría aquellos riesgos 

Viene despues, y en intima relación con las dis 

posiciones comentadas sobre ausencias de los fun- 

cionarios, el Real decreto-ley de 1." de Octubre de 

1927, regulando las licencias de los funcionarios de 
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aLa ci :ncia de dar unidad a disposiciones 

spersas, y algunas de ellas contradictorias entre 

si-dice el preámbulo o Exposición de motivos de 

dicho Real decreto-, que regulase las ausencias y 

lic en la Carrera judicial; equiparar los dere- 

chos y deberes de los Jueces y Magistrados a los 

funcionarios fiscales en cuanto la diversidad de sus 

funciones lo permita; evitar abusos, ya  muy limita- 

d( 1 disfrute de al xiliares 

dt ninistración dl tensiva 

a todos, en cuanto la especialiaad ae  los respecti- 

vos cargos lo consienta, las normas que regulan 

análogos derechos y deberes de los funcionarios de 

la Administracj gener notivos 

-agrega-que le hsn inspirac,.- 

Contiene el Real decreto-ley nada menos que 26 
artículos, con una serie de disposiciones minuciosas 

y detalladas, más propias de un Reglamento que de 

una ley; todo ello, en su mayor parte, regulado por 

la Orgánica y d ones complementarias de la 
misma, y aun por ei Estatuto general de funcio- 

nai-ios públicos y Reglamento para su aplicación. 

Distingue entre ausencias, permisos y licencias 

para asuntos p :ias por causa de en- 

fermedad. 

i los 1 
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rio restrictivo y receloso para el funcionario, supo- 
niendole propenso al abuso, sometiéndole a exigen - 
cias que, en ocasiones, pueden resultar un tanto 
depresivas, como la de oficiar o presentarse a la 
Autoridad judicial, aun cuando Csta sea de catego - 
rfa inferior, de la localidad donde permanezca du- 
rante su ausencia del lugar de su residencia ofi. 
cisl. 

Aun cuando aparentemente beneficioso para los 
funcionarios, está muy lejos de serlo, sobre todo en 
casos de enfermedad. 

No les concede, ni más ni menos, que lo que ya 
les concedía la ley; y en cambio, en las bajas por 
esa causa durante un corto número de días, somete 

al funcionario a los trámites engorrosos, dilatorias 
y hasta dispendiosos de un expedienteo. 

Hubo, indudablemente, abusos en esta materia; 
pero no fueron tantos ni tales que exigieran tan de- 

talladas como recelosas y vejatorias medidas. 
La índole de tal Decreto-ley no merece ni mayor 

ni más favorable comentario 



1 sistetr s persoi nales 

Llegamos al Real decreto-ley de 15 de Agosto 

del mismo año, que di6 a las categorfas judiciales y 

aumentos de sueldo carácter puramente personal, 

y que merece un más detenido comentario que el 

anterior. 

Su objeto, segun en el preamPulo aei mismo se  

expone, <es el de adaptar a la importancia e inteii- 

sidad de cada labor las cualidades personales del 

que haya de realizarla*, y facilitará también que, 

%igualando a todos los funcionarios cumplidores de 

sus deberes en los mejoramientos pecuniarios y en 

los ascensos de categoria, destaquen mAs en campo 

apropiado a sus facultades los funcionarios merece- 
dores de ello, sin causar perjuicio alguno a sus 

compañeros, y asf podrán ser presididos los Tribu- 

nales por quienes tengan la especial aptitud que la 

dirección y el gobierno de aquéllos requieren, sin 

tener que esperar para ello a que los más aptos al- 

cancen determinadas categorfas.. 

A este efecto dividid, o mejor dicho, clasifico a 



te Real 
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esi- Jueces y Magistrados, con excepci6n de los Pr 
dentes, y Presidentes de Sala de Madrid y Barcelo- 

na, en tres categorías, denominadas de entrada, as- 

censo y término, pudiendo los Jueces, cualquiera 

que fuese su categorfa, servir indistintamente en 

cualquiera de los Juzgados de primera instancia o 

Presidencia de Tribunal industrial que no sean los 

de Madrid y Barcelona, 10s de capital de Audiencia 

territorial, con vecindario mayor de 100.000 almas 

(hoy Granada, Sevilla, Valencia y Zaragoza), o los 

de poblacióii en que, por su importancia, se reser- 

ven en lo sucesivo los Juzgados para ser servidos 

por Magistrados. 

Respecto de estos,estab nbién que pueden 

servir indistintamente en Audiencias territoriales o 

provinciales como Magistrados o como Presiden- 

tes. 

Es o-ley, como muy pronto lo de- 

mostr" la cAperiencia, vino a complicar el rnecanis- 
mo, ya  de suyo complicado, de la organizacion ju- 

dicial; desarticulando por medio de una reforma 

parcial organica, un todo complejo y armónico, y 

:i1 separar la categorfa personal del cargo judicial 

quebrantó el orden jerárquico, sin beneficio aprecia- 

ble para el mejor servicio,mrls bien en algunos casos 

perjudicandole notoriamente, encomendando a Jue- 

ces de entrada recién ingresados en la carrera, con 



una preparacidn teórica siempre rleficiente,sin prác- 

ticani experiencia en los negocios judiciales. y sin 

que hayan sido debidamente aquilatadas otras mu- 

chas y no menos importantes condiciones que las de 

la preparación teórica, las que s610 pueden acredi- 
tarse y contrastarse debidamente en el ejercicio del 

cargo y no en unas oposiciones en las que juegan 

papel muy predominante como factores determi- 

nantes del éxito, aparte del azar, las condiciones 

personales del opositor para esa clase de lides; en- 

comendándoles, digo, importantes Juzgados de tér- 

mino en capitales de provincia y otras no menos 

importantes poblaciones, y, en cambio, Jueces de 

término sirviendo Juzgados de entrada de escasísi- 

ma o casi ninguna importancia por el número y la 

calidad de los negocios judiciales, si es que algunos 

tienen, que ante ellos se ventilan y deciden; porque 

no es lo mismo el Juzgado de primera instancia de 

entrada de Valverde, en las islas Canarias, donde, 

según las estadísticas, transcurren meses y meses 

sin que se presente ningún asunto civil, y s610 se 

instruyen muy contados sumarios, y cualquiera de 
los de término de Bilbao, con numerosos y muy 

complejos pleitos en materia civil y mercantil, sin 

que ello sea el medio más apropiado para qzre se 
destaquen los funcionarios merecedores de ello 
pov sus facultades, y ,  en cambio, las más de las 

S 



veces sólo será un medio de satisfacer simples con- 

veniencias personales del fiincionario, ajenas al me- 

jor servicio de la Administración de Jzisticia. 

Por ello se impone la derogación inmediata de 

este Real decreto, sin perjuicio de adoptar aquellas 

disposiciones adicionales o transitorias que sean 

precisas, a fin de que sufran el menor perjuicio po- 

sible los funcionarios que, a su  amparo, adquirieron 

estados de derecho; pero procurando se reintegren 

lo antes posible a cargos de su respectiva categoria 

personal. 

La Real orden de 23 de Agosto del mismo ano 

1927 viene R ser, o pretende ser, complemento o re- 

glamentaci6n del Real decreto comentado; por ella 

se dejan sin efecto las solicitudes de destino hasta 

entonces formuladas, y se dictau nuevas normas 

conforme a las que han de tramitarse en lo sucesivo 

dichas solicitudes. 

Aun cuando no lo parezca, deja las cosas lo mis- 

mo que antes, pues si bien el art. 11 de dicha Real 

orden dispone .que todas las solicitudes y peticio- 
nes a que la misma se refiere producirán el efecto 

de deber ser atendidas, lo serávz elz cuanto resul- 

ten corzve~zie~rtes, dadas las cualidades y la anti- 

güedad de cada funcionario, en relación con las 

circunstancias del destino solicitado, sievnpre que 

lo pevmitnn las conveniencias generales de  la ?me- 



jor ndmi~zistvncidn de jzisticia, a la cual ha  de 

ajustarse en todo caso el funcionamiento de los 

Tribunales y Juzgados, sin que las resoluciones mi- 

nisteriales sobre provisión de destino de Jueces y 

Magistrados sean recurribles, salvo el caso de que 

resulten dictadas con infracción de los preceptos 

que sancionan y regulan la irzar~zovilidad o los as- 

censos de los expresados funcionario: 

Así modificada, aun cuando con carácter provi- 

sional, la organización del Tribunal Supremo por 

el Real decreto-ley de 15 de Agosto de 1927, muy 

pronto se advirtió que tal reforma estaba en des- 

acuerdo con lo dispuesto en el art. 889 de la ley de 

Enjuiciamiento criminal, en cuanto exige cinco vo- 

tos conformes para denegar la admisión de los re- 

cursos de casación por infracción de ley; por lo que, 

y para aclarar otras dudas que se suscitaban, la 

Sala de lo del Tribunal Supremo hubo de 

elevar u r  ón al Ministro de Gracia y Justicia, 

y éste, por Iieal orden de 22 de Noviembre del mis- 

m hubo de disponer que para la denegación 

de la admisión de los recursos de casación en lo 

criminal bastara la mayoria de votos de la Sala que 

dicte la resolución, cuando ésta se componga de 

cinco o de tres Magistrados, exigiéndose c i ~ ~ c o  voy 

tos conformes cuando esté integrada por siete, 

como antes de la reforma, entendiéndose modificado- 



-en tse sentido el citado art. 589; que la facultad de 
constituir la Sala con siete Magistrados se entienda 

extensiva al acuerdo de que se constituya con cinco 
en los casos en que procediera se constituya con 

tres, y que esa facultad sea ejercida en todos los 
casos con extraordinaria discreción. Y hasta otra 

reforma parcial orgánica que, de no haberse atra- 

vesado en el camino la tan anunciada, total y revo- 

.lucionaria, no hubiera tardado en presentarse. 



El Ministerio fiscal.-Separación de funciones 

Alterando el orden cronológico, entre las refor- 

mas de caracter orgánico de la Administración de 

Justicia llevadas a cabo por la Dictadura, dejamos 

de propósito para examinar en último término 1;i 

referente a la separaci6n de las Carreras judicial y 

fiscal, por ser quizá la única que revistió verdadera 

importancia. 

Pensamos de ella co las demás: que tiene 

todos los incon~~enientes de una reforma parcial y 

fragmentaria, con una sola relativa ventaja que no 

compensa aquellos inconvenientes, y que si la Dic- 

tadura hubiese tenido el prop6sito sincero de aco- 

meter, como dijo, una reforma total, completa y re- 

volucionaria de la Administración de Justicia, oca- 

sión hubiera sido ella para plantear la que nos 

ocupa. 

Planteóse esta reforma por el Real decreto-ley 

de 21 de Junio de 1926, y tuvo su complemento y 

desarrollo en el Estatuto del Ministerio fiscal de la 

misma fecha y en el Reglamento orgfinico de 28 d e  

Febrero de 1927. 



En la Exposición de motivos se justifica la sepa- 

ración por las siguientes razones: 

~Seiior:  De antiguo viene siendo reconocida la 

conveniencia de separar las Carreras judicial y fis- 

nal, y no es el que suscribe el primer Mir le 

Gracia y Justicia que ha pensado en tal rerurma. 

Prueba de ello es que muchas veces fueron oficial- 

-mente preguntados los funcionarios judiciales sobre 

cu&l de las dos Carreras sería la cle su preferencia. 

Sin embargo, la aspiración cada dia mRs sentida, 

hasta el punto de convertir la conveniencia en ne- 

cesidad, no logró ser realizada, porque, como mu- 

chas otras, requería el concurso de las Cortes y el 

funcionamiento de éstas impedfa siempre la sanción 

deseada. 

)El Ministro que suscribe, que cuando estuvo al 

frente del Ministerio fiscal abogó decididamente 

por la separación de ambas Carreras en documentos 

oficiales elevados al Directorio Militar, venía obli- 

gado a realizarla al ser llamado al Gobierno, y bien 

acogida por el Gobierno la reforma, tiene hoy e1 ho- 

nor de someterla a la sanción de V. M. 
.Si V. M. se  digna otorgarla, pronto podrá ser el 

Ilinisterio fiscal plantel de funcionarios brillantes 

que a sus méritos y prestigios personales unan la 

experiencia que les revista de innegable autoridad. 

La  organizacidn actual impedia que los funciona- 



rios judiciales en categorfa inferior, precisamente 

cuando por su juventud ponen mayor entusiasmo 

en su labor, pudieran pertenecer al Ministerio fis- 

cal; venfan luego a él muchos contra su voluntad 

cuando le tomaban afición y lograban práctica; la 

escasez de plazas fiscales en determinadas escalas 

les alejaba nuevamente, perdiendo pronto en el si- 

lencio de otras labores las facultades que en el ejer- 

cicio activo de la acción priblica habían fomentado, 

y no eran pocos los que llegaban al Ministerio fis- 

cal en la última parte de su carreta obligados a dar 

ejemplo como Jefes de lo que nunca habían practi- 

cado y más deseosos de descansar que de dirigir. 

Con la reforma, el país y los Gobiernos, de quienes 

el Ministerio fiscal es representante en sus relacio- 

nes con los Tribunales, asegura un personal apto y 

especializado, cuyo alto espíritu garantiza el hecho 

de haber sido integrado totalmente por Funcionarios 

judiciales que voluntariamente han venido a formar 

en las filas del Ministerio fiscal, desco~zocedoves de  

las condicio~zes en que 7zztbieva éstr de ser ovgani- 

~ n d o  . B 

Como de costumbre, se achaca a la labor retar- 

dataria de las Cortes el que antes no se implaatara 

la reforma; y ya hemos visto que, sin ellas aconte- 

cfa lo mismo. 

La  enemiga al Parlamento constituia una verda- 



dera obsesión para el Ministro de Gracia y Justicia 

de la Dictadura. 

Siendo acertada la separación de las dos funcio- 

nes, judicial y fiscal, más bien que la de las dos Ca- 

rreras, como a nuestro juicio impropiamente se vie- 

ne diciendo, no lo ha sido la forma en que se llevó a 
cabo. 

Los fines asignados por el Estsltuto al Ministerio 

fiscal, son, con ligeras variantes, más de detalle 

que de fondo, los mismos que tenía asignados por 

la ley provisional sobre organización del Poder ju- 

dicial. 

El derecho de opción concedido a los funciona- 

rios para nutrir el primer escalafón de la llamada 

Carrera fiscal, nos parece que no fué el más acer- 

tado; y la experiencia muy pronto vino a demos 

trarlo; y contra lo que se proponia el Real decreto- 

ley que implantó la reforma, fueron no pocos los 

funcionarios que, por la fuerza imperiosa de las cir- 

cunstancias, entre otras varias, la de las molestias 

y dispendios consiguientes a un cambio de pobla- 

ción al tener que cambiar de destino, optaron, con- 

tra su voluntad, por pertenecer a la nueva Carrera 

de cuya determinación hubieron muy pronto de 

mostrarse arrepentidos, al pasar a un escalafón que, 

por el relativamente corto número de sus compo- 

nentes, sobre todo en las categorfas superiores, aún 



más, comparado con el de la Carrera judicial, care- 

cfa de aquella amplitud y fiexibilidad que, favore- 

ciendo el movimiento de las escalas en sus diversas 

categorías, brinda al funcionario, si no un brillante, 
si, cuando menos, un mediano porvenir en la Carre- 

r a  a la que le llevó el destino. 

De aqui, pues, que muy pronto cundiera el dis- 

gusto y el pesimismo entre los optantes de la nueva 

Carrera, llamándose a engafio respecto del porvenir 

que la misma les brindaba, considerándose encerra- 

dos en un verdadero callejón sin salida; disgusto y 

pesimismo que afectaba hasta a los que habían ido 

a ella con verdadera y decidida vocación; siendo 

casi unAnime el clamor entre los funcionarios de que  

las cosas volviesen a su antiguo ser y estado. 

Para acallar ese fundado malestar y poder reali- 

zar la selección en términos que no diesen lugar a 

duda alguna respecto de la verdadera y decidida 

vocación de cada funcionario, hubo de dictarse muy 

acertada y muy oportunamente por el actual Go- 

bierno, el Real decreto de 16 de Junio último. 

Nunca fué, ni podfa serlo, por lo tanto, en este 

caso, buen sistema de selección del personal para 

nutrir una Carrera, fiar aquélla a la voluntad de los 

optantes, teniendo éstos como base de su juicio para 

la elección, el azar y la incertidumbre de lo desco- 

nocido; que esa y no otra fué la que se les brindó. 



Por eso, en el presimbulo del último citado Real 

decreto, se dice lo siguiente: 

~Senor :  Sin desconocer la conveniencia de lase- 

paración de las Carreras judicial y fiscal, no sólo por 

las distintas condiciones que cada una de ellas re- 

quiere en los funcionarios qiie han de desempefiar- 

las, sino a fin de que éstos se especialicen en sus 

respectivas función y disciplinas, es lo cierto que al 

establecerla, a virtud de lo dispuesto e n  el Real de- 

creto de 21 de Junio de 1926, que organiz6 la Carre- 

ra  fiscal, no sólo no se atendió a las especiales con- 

diciones de aptitud y vocación de los funcionarios 

que habiendo de optar a ella dentro de determinado 

pl;izo, con absoluto desconocimiento de su organi- 

z;ición, atendieron en su mayoría, para resolverse, 

m:ís que a su inclinación y aptitudes, a circunstan- 

c i x  de momento, principalmente a evitar los per- 

juicios que les ocasionaba un cambio de residencia, 

sino que oblig,?ndoles a renunciar para lo sucesivo 

a una de dichas Carreras, se desconoció el derecho 

que tenian, adquirido por oposición o al amparo Be 

disposiciones legales, a ejercer cargos de ambas, sin 

que, dadas las circunstancias en que se les privara 

de  tal derecho, pudieran ejercitar acción efic2 

mantenerlo. 

.Numerosas son las instancias dirigidas por los 

funcionarios judiciales y fiscales a este Ministerio 

LZ para 



desde la constitución del actual Gobierno en súpli- 

ca del restablecimiento de dicho derecho, que el Mi- 

nistro que suscribe estima de justicia; pero hácese 

preciso armonizarlo, no sólo con la conveniencia de 

que continúen separadas las carreras para los que 

han ingresado o ingresen dnicamente en una de 

ellas, sino con la situación creada a los funcionarios 

de ambas que, por consecuencia de la separación o 

de las normas por que se rige cada una, han sido o 

dejado de ser promovidos a categorías distintas de 

las que les hubieran correspondido de no haberse 

efectuado la separación, y con el derecho de los que 

hntl ingresado únicamente en una a no sufrir perjui- 

cio eii el movimiento de su respectivo escalafón por 

consecuencia del derecho que se reconoce a los que 

pertenecían a ambas, a prestar servicio en cualquie- 

ra de ellas; todo lo cual exige una minuciosa previ- 

sión, y a fin de que esta sea establecida teniendo en 

cuenta todo posible derecho y sin dejar de oir nin- 

gún legitimo interés, estima el Ministro que suscri- 

be conveniente el nombramiento de una ComisiOn 

integrada por funcionarios de ambas Carreras, para 

que en breve plazo formulen una propuesta de nor- 

mas, a las que podrá acomodarse la efectividad de 

dicho derecho.. 

Repito, que no considero distintas Carreras la 

judicial g la fiscal, siquiera lo sean sus funciones; 



como tampoco considero Carrera distinta la del Se- 

cretariado. Sin éste y sin Ministerio fiscal no es po- 

sible imaginar una organización de la Administra- 

ción de Justicia. Son de la misma elementos inte- 

grantes; y así como no es posible concebir un Juz- 

gado o Tribunal sin Secretario que autorice y re- 

frende sus actuaciones, siquiera se le haya ocurrido 

a alguien la peregrina idea de que debieran supri- 

mirse por considerarlos innecesarios, tampoco es 

dable imaginar una organización judicial, en la que, 

bajo una u otra forma, o con una u otra denomina- 

cien, no exista quien tenga atribuído el carácter de 

representante del Estado ante los Tribunales para 

velar por el cumplimiento de la ley y para mantener 

en todo momento su imperio ante los mismos. 

No es este momento ni ocasión para disertar so- 

bre el rancio abolengo, de todos conocido, de esta 

Institución, que demuestra cuán esencial es en toda 

organizaci6n judicial. 

Es muy posible, casi seguro, que esa supuesta y 

ficticia separaci6n de Carreras sea uno de los ma- 

yores errores para llegar a una completa y perfec- 

f a  organización de los Tribunales. Otra cosa muy 

distinta es la separación de funciones y la permn- 

nencia, como especialidad, en cada una de las que 

integran la función judicial; pero sin que se niegue 

el acceso ni se cierre el paso de una a otra, antes 



bien, debe facilitarse mediante una previsora y ade- 

cuada ordenación por medio de categorías equi- 

valentes y de turnos a ese efecto establecidos en 

la ley. 

Lo contrario es legislar más que para la función, 

para el funcionario; y este es el sistema que, gene- 

ralmente y de antiguo, viene siguiéndose con daño 

y perjuicio evidente de aquCllos; mal del que adole- 

cen no pocos de los servicios del Estado encomen- 

dados a otras Carreras. 

La separación completa, no sólo de funciones, 

suscita y provoca en ocasiones dificultades no pe- 

queñas, de muy dificil solución. 

Veámoslo. 

Entre las facultades del Consejo fiscal está la de 

resolver o proponer, según los casos, lo que proce- 

da  en los expedientes de corrección disciplinaria de 

los funcionarios fiscales; y la de elevar al Gobierno 

cuantas mociones y propuestas estime pertinentes, 

relativas a la organización y funcionamiento no sólo 

del Ministerio fiscal, sino de los Tribunales en ge- 

neral y de los ,4uxiliares de la Administración de 

Justicia. 

El Consejo judicial tiene, a su vez, esas mismas 

facultades, o quizás aiín más amplias. 

Y puede darse el caso, y ya se di6 recientemen- 

te, que por afectar los hechos materia de corrección 



disciplinaria conjuntamente a funcionarios judicia- 

les y fiscales, surja la duda de cuál de los dos org;i- 

nismos ha de entender en ella, o si han de entender 

los dos a la vez, simultánea jr separadamente, incu- 

rriendo con ello en el grave defecto procesal de di- 

vidir la continencia de la causa, yendo cada cual 

por su lado, pudiendo llegar hasta producirse un 
completo desacuerdo entre uno y otro Consejo en 

la manera de apreciar un mismo hecho; consecuen . 

cia de dividir el. ejercicio de la jurisdicción discipli- 

naria entre dos organismos distintos dentro de la 

que, al fin y al cabo, es una misma Carrera, aun 

cuando sean distintas las funciones. 

Es muy posible que del mismo defecto adolecie- 

ra, por no distinguir debidamente entre casos y cn- 

sos, el capftulo XV, titulo XX, de la ley provisional 

sobre organización del Poder judicial. 

En cuanto a las mociones que eleven al Gobier- 

no sobre la organizacidn y funcionamiento de los 

Tribunales en general, también puede producirse el 

mismo desacuerdo. 

Todo ello se evitaba reintegrando a la Sala de  

gobierno del Tribunal Supremo y a las de las Au- 

diencias territoriales todas aqueUas atribuciones de 

las que, si no expresa, tácitamente, se  las privó al 

encomendarlas a los nuevos organismos. 

Creo, por consiguiente, y la experiencia así me 



lo ensefia, que debe desaparecer el Consejo fiscal, 

como tambien debe desaparecer el judicial. 

Porque se da, además, el caso anómalo de que, 

segiín el art. 5 . O  del Reglamento del Consejo jucli- 

cial, este oirá al Ministerio fiscal sobre los asuntos 

que tenga que resolver o informar, siempre que el 

Consejo o su Presidente lo estimen conveniente, y, 

desde luego, en todos los expedientes que afecten al 

personal de la Carrera judicial y al de los Auxilia- 

res de la Administración de Justicia o a la organi- 

zación y funcionamiento de los Tribunales. 

La ley Orgánica, al atribuir a un solo organismo 

todas estas funciones, con la intervención obligada 

del Ministerio fiscal, por lo menos, simplificaba la 

materia, si es que no evitaba, en gran parte, todas 

esas dificultades. 

Los acuerdos del Consejo, que sólo tienen el ca- 

rácter de informe, se adoptan por mayoría, con el 

voto decisivo del Presidente, en caso de empate, 

resolviendo en definitiva lo que crea oportuno el 

Fiscal jefe, como Presidente; pero si su resolución 

no estuviese conforme con la opini6n de la mayoría 

del Consejo, no será ejecutoria sin que el Ministro 

de Gracia y Justicia, a quien se le comunicarán las 

dos opiniones, razonadas, la confirme mediante 

Real orden. Así dice el párrafo cuarto, art. 22, del 

Estatuto. 



Enconti-amos mucho más consecuentes con el 

~rincipio de unidad y dependencia del Ministerio 

hscal, y, desde luego, mucho más sencillas, las dis- 

posiciones del capitulo XIII, tftulo XXI, de la ley 

Organica, ya  que el citado pclrrafo y articulo del 

Estatuto obliga al Fiscal jefe a compartir sus facul- 

tades con funcionarios que, jerfirquicamente, le es- 

tán subordinados, y que, en ocasiones, pueden con- 

tradecir el criterio del superior, quebrantando, a 
m6s del principio de unidad del Ministerio fiscal, el 

de  subordinación jer&rquica, ya  que, en caso de 

desacuerdo, es el Ministro de Gracia y Justicia 

quien se reserva la facultad de decidir, sustituyen- 

do al Fiscal en la que es propia del mismo, por mi- 

nisterio de la ley. De esto a la anulaci6n de su au- 

toridad jerr?rquica, apenas si queda u n  paso que 

dar .  



X I I I  

,, ,,,.,,,&i6n contencioso-administrativa 

Es, por su especial naturaleza, la jurisdicción 

contencioso - administrativa escudo protector del 

ciudadano contra las extralimitaciones legales y 

abusos de Poder del Ejecutivo, y mucho más en un 

regimen de dictadura que, por serlo, forzosamente 

había de chocar, y chocó, con esta jurisdicción des- 

de el primer momento de su actuación. 

La  Dictadura, poco versada o poco iniciada en 

la tecnica de esta j~risdicción, o por confusión la,  

mentable de lo discrecional con lo arbitrario, no 

alcanzó a comprender que, ejercida ésta con la ple- 

nitud de su competencia y soberanía, habrfa de ser 

el principal valladar, por no decir el único, el más 

serio obstáculo a los planes que traía en cartera y 

habla de llevar inmediatamente a la práctica, para 

curar pronta y radicalmente al país, según ella en 

trance angustioso de próxima muerte, del virus de 

inmoralidad, indisciplina social y cobardía ante los 

agiotistas politicos y cotizadores del desorden, que 

el viejo régimen o la vieja politica habfan inoculado 

er, la vida nacional. 
9 
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Y no se le ocurri6 lo más elemental, lo más sen- 

cillo y lógicamente consecuente con un régimen 

que venia a salvar, de un modo o de otro, todos los 

obstáculos, incluso los de orden legal, que le salie- 

ran al paso; y ello era, si no la supresión de la ju- 

risdiccibn contencioso-administrativa, sí, cuando 

menos, Ia suspensión temporal de su ejercicio o la 

degradación dcl valor legal de sus resoluciones, re- 

trocc :ma de la jurisdiccibn retenida. 

P-A -, -Jmo aecimos, nada de esto hizo, o por 

desc :ia y alcance, o por 

C O ~ S I U L ~  ul I i  1 confusidn lamen- 

tablc ~n lo arbitrario. 

C eros choques cuando el 
arbol dicta leros 

frutc 
Fué acentuándose por momentos la violenta si- 

tuacibn creada al enfrentarse cada vez más uco y 

otro Poder, el ejecutivo y el judicial. 

La jurisdicción, si no medrosa o pacata, quizás 

excesivamente prudente ante la nueva situacibn y 

ante el ejercicio de un poder, sin freno legal y sin 

fiscalización que interviniera sus actos, concedió 

plen idad y valor legal a todas sus disposicio- 

nes, aun aquellas que lo tenían muy discutible, por 

no emanar constitucionalmente de la única fuente 

que pudiera darles ese valor. 

a ofrt 1s prim 



Porque es de advertir que en circunstani -_ 
males no procedió asi la jurisdicción contenbLVa,. 

.lo sin6 el Real decreto de 1: e 

c sobre descentralización admiriis~rai 

De nada sirvió tanta prudencia. La Dictadura 

comenzó a dictar una serie de disposiciones que d e  

hecho, ya  que no de derecho, anulaban la autoridad 

y eficacia de esta jurisdicción. 

Y así comenzó cerrando el paso y negando el 

acceso a la misma para todas aquellas resolucion~c 

o acuerdos de Gobierno respecto de los que, por sit 
discutible y discutida legalidad, corrían grave ries- 

go de ser revocados, ya por negar o desconocer 

valor y eficacia a derechos preexistentes legalmen- 

te reconocidos a favor de los recurrentes, o de ser 

anulados por haber sido dictados por la S- 

tración, con manifiesto abuso de poder. 

La situació ~c í a ,  por momentos, más vio- 

lenta y difícil. 

La Dictadura, aun cuando tarde, caía en la cuen- 

t a  del formidable obstáculo que tenia en la jurisdic- 

ción contencioso-administrativa. 

Y si bien el Poder ejecutivo, por expresa dispo- 

sición de la ley, aun cuando limitada y regulada por 

Csta, tiene la facultad de acordar la suspensión y 
hasta la injecución de las sentencias, no es ella tan 

absoluta que despoje a los fallos de esta jurisdicción, 

cias no] 
ir;nca 

viembr 
:iva. 



decer 

126 de 
I\ i 1 

caso, 

n eso h 
. . 

la cor 

ubo de 
" .  

aun inejecutados, de toda virtualidad y eficiencia, 

otorgando la de re  res- 
pondiente indemnizi Pa- 

limitación y cortapisa intoieraDle, y se fzllmi- 

sde  la Gacetn el Real decreto-ley de 14 de 

vccuore de 1926, que constituyó una afrenta lanza- 

da sobre la 1 >le toga de la Magistratura es- 

pailola. 
para que no se diga que exageramos, hemos 

_-piar los principales párrafos del preámbulo o 

Exposición de motivos de dicho Real decreto. 

Comienza éste diciendo. 
~Sefior:  Dos propositos que viene evidenciando 

este Gobierno, como sucesor del Directorio Militar, 

y en cuya realización no ha de cejar, motivan el 

presente proyecto de Real decreto: Primero, el de 

moralizar la f~dministración, separando de ella con 

carácter definitivo a quienes por actos u omisiones 

la perjudicaron en sus intereses, sin querer o saber 

rendirla los frutos del trabajo a que venfan obliga- 

dos, e impidiendo que los caudales de la Adminis- 

traci6n local, provincial o central sirvan para lucro 

de quien, más que contribuir al reunirlos, dificultó 

su formación; y segundo, el de dar ejemplo de aca- 

tamiento a las resoluciones de los Tribunales, no. 

realizando acto alg ntrario a su independen- 

cia, y; antes bien, uLul clndo que la positiva exis- 



tencia de ella, en cuanto a sus relaciones con el Go- 

bierno, se mantenga también asegurada respecto 

de aquellos que, siguiendo corrientes antiguas, que 

hay que cortar radicalmente, intenten desviarles de! 

camino recto.. 
Como se ve por lo transc los dos propó- 

sitos que venía evzCíe~zczando la Dictadura, el pri- 

ínero, o sea el de moralizar la Administración, le 

consideraba incom~atible con la iurisdicción con- 
tencios; 

En cuanto al segundo propósito evidertciado, no 

le vemos por parte alguna. 

Por si lo dicho no fuera bastante, el preámbulo 

i a el agravio en los siguientes términos: 

lctual Gobierno tiene, en virtud del art. 4.' 
del Real decreto de 3 de Diciembre de 1925, facul- 

tades extraordinarias para dictar, con fuerza de ley 

y en tanto no varíen las circunstancias actuales, 

cuantos  Decretos convengan a la salud públicas, y 

animado de ese alto propósito ha dictado muchas 

disposiciones dejando sin efecto otras, a cuyo am- 

paro defendian sus cargos funcionarios iniítiles y 

aun perjudiciales, que pretendían disfrazar con ro-- 

paje de derecho lo que, en realidad, no eran más 

que intereses, unos creados bastardamente, y otros 

ni siquiera creados, aunque se fingiera su existen- 

cia, Pero en la complejidad de la organización ad-- 
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.Durante el comienzo de la acertada gestión 

realizada por el Directorio Militar, los interesados 

no osaron alzarse contra acuerdos de la Administra- 

ción; mas lo dilatado del plazo para interponer los 

recursos contencioso-administrativos y la facilidad 

de lograr, abusando de prácticas procesales vicio- 

sas, demoras en la sustanciación de aquéllos, fiando 

en que entretanto ocurriesen cambios, que no han 

sobrevenido, permitieron que no pocos de los que se 
consideraban lesionados, acudiesen más tarde a los 

Tribunales Conteacioso-administrativos, y obtuvie- 

ron de éstos revocaciones, reposiciones y declara- 

esprest 
ciones que tanto les favorecen a ellos como ~eriudi- 
.can a la Administraci 1- 

bierno que las ejecuta 

El gran error, la gran equivocación, de la Dic- 

tadura, consistió en cerrar los ojos y dejar de mi- 

rar hacia el porvenir, considerándose poco me- 

nos que eterna e inconmovible. 

Pero, contra lo que ella pensara, sobrevi~zieron 
y ocurrieron esos cambios que, fatalmente, tenían 

que ocurrir, más pronto o más tarde; y hoy el Go- 

bierno de S. M. tiene sobre sf y va realizando, con 

prudencia y serenidad, la tan dificil como ansiada 

labor de ir abriendo nuevamente los cegados cauces 

de la legalidad. 

Viene después un párrafo que merece desta- 



 da ret carse  por su significativa y marc; ,. 
Dice así: 

*En tanto se trató tan sólo de discutir derechos 

contra acuerdos de la Administración, el Gobierno 

actual acató y cumplió los fallos de los Tribunales, 

como es piiblicamente notorio, hasta en casos en que 

se  afectó a los m& altos cargos de la Administra- 

ción de Justicia, sin atender a la relacidn que $u- 
diera Izaber entre las consecue~zcias del fallo y 
qzrienes lo adoptaron. Pero ante la repetición de ca- 

sos como los antes expuestos, el'Gobierno no cum- 

plirfa su deber si no modificase los preceptos le- 

gales a cuyo amparo pueden producirse o que le 
obligan actzdalnzentc n ejecz~tnv fallos no conve- 
tzieiztes al biea del p a i s . ~  

Ocioso es decir la impresión, el efecto, los co- 

mentarios, sotto voce, que el tal Decreto y su preám- 

bulo causaron, y muy especialmente entre los alu- 

didos por él. 

Hay un párrafo en el preámbulo que se repite en 

.el art. 1.' de la parte dispositiva del Real decreto, 
l es el siguiente: *evitando (alude a la resolución ad- 

cministrativa recurrida y revocada por el fallo del 

,Tribunal, que se inejecuta) que se dé una interpre- 

tación abusiva a las cláusulas de los contratos ad- 

ministrativos anteriores y que, en contra del espíri- 

tu moralizador expresado, se si?~van intereses no- 



toriameizte peiyzldicz'ales a la Administración*. 
Sigue, en orden cronolbgico el Real decreto-ley 

de 3 de Enero de 1928. Este Real decreto dispone, 

que el Tribunal rechace de plano, el recurso con- 

tencioso, cuando este se anuncia contra una ley o 
disposición que tuviere el carácter de tal o fuere de 

fndole general organizadora de un servicio público. 

Con esta disposicibn están de mCis las excepcio- 

nes dilatorias de incompetencia de jurisdicción. 

Por si esto no fuera bastante, el art. 2.O prescri- 

be que si el expediente administrañvo reclamado se 
Gztlrajese n la prepm*ació?z de una le>l, o a alguna 

de las disposiciones o resoluciones a que se refieren 

los dos últimos párrafos adicionados al art.  36 de la 

ley de esta jurisdicción, Zn Ad1~zi7zistració~z p o d ~ d  
suspe~zdev o negar Za remisióil del expediente, or- 

denando al Fiscal pidiese inmediatamente al Tribu- 

nal, que rechazase desde luego el recurso, reponien- 

do la providencia de admisión. 

Como vemos aqui, la Administración se erige en 

Juez de su propia causa. 
Coronzmiento de la obra de la Dictadura en lo 

que a la jurisdicción contencioso-administrativa se  

refiere, es el Real decreto.ley de 14 de Julio de 1929. 
Este Real decreto, tratando de salir al paso y de 

átajar la amplitud con que los artfculos 152 y 25Z 
del Estatuto municipal otorgan el acceso a la vía 



contenciosa contra los acuerdos municipales, con- 

tiene variasd isposiciones tan peregrinas como 

caprichosas; algunas de ellas de cumplimiento 

tan difícil, que le hace poco menos que impo- 

sible. 

Tal :e, por ejemplo, con uesto en 
los números 1 .O y 2.O de su art.  2.O, en cuanto pres- 

criben, que los Tribunales provinciales deberán re- 

clzazar de pla~zo los recursos que se interpongan 

contra acuerdos municipales, cuatzdo Izaya sido 

desestirrzndo por sentetzcia firme I L ~  recurso con- 
t ra  el vtzisr~zo acuerdo o contra otro igz~al porr arzá- 
logos motivos; y cuando al recurrente le hayan 
sido desestir~zndos tres recursos utilizados en el 
ir'vnzino de zln allo. 

El autor de este Real decreto, no paró mientes 

en que, es tanto como pretender vaciar el mar con 

una concha, el averiguar y comprobar, en el breve 

y perentorio plazo que da la ley para poder recha- 

zar de plano un recurso, si el recurrente interpuso 

algún otro recurso contra el acuerdo recurrido, o 
~ o i z t r n  otro igual por análogos  nativos s. 

Lo mismo podemos decir del art.  3.' 
En cuanto al 4 . O ,  sobre contradecir el principio 

de la gratuidad de los recursos interpuestgs al am- 

paro del Estatuto, está, asimismo, en contradicción 

con otras disposiciones posteriores, 



Y respecto de1 6.' borra, de una plumada, el re- 

curso ordinario de apelación. 

Al final, se contiene la consabida cláusula final 

derogatoria de todas las disposiciones, etc., etc. 

La jurisdicción, de hecho, quedaba anulada, y 

sus Tribunales, en una muy poco airosa y lucida si- 

tuación. 

Por algo dijimos en los comienzos de este capf- 

tulo, que siendo ella incompatible con la Dictadura, 

por la incomprensión que ésta tenla de la verdadera 

naturaleza de la jurisdicción contencioso-adminis- 

trativa, preferible hubiera sido la suspensión de su 

ejercicio, o cuando menos, la vuelta al sistema de la 

jurisdicción retenida. 



Bpílog 

Forzosamente hemos de llegar al final de esta 

Memoria, si es que ella no ha de rebasar, lo que ya  

acontece, los limites acostumbrados de esta clase de 

trabajos. 

No es, ciertamente, por falta de materia. Es  ella 

tan copiosa, que pudiera suministrarla, y aún no se 

agotaría, para una obra de mucha mayor exten- 

sión. 

El autor de estos renglones no desiste de reali- 

zarla, si Dios lo permite, con toda la amplitud que 

merece el tema. 

Por ello nos hemos visto constreñidos a limitar 

este trabajo a las principales o más importantes re- 

formas de carácter orgánico y a la Jurisdicción 

contencioso-administrativa que, como hemos visto, 

bien merece un capitulo, a6n más amplio qlie el que 

se la dedica; viéndonos obligados a prescindir de las 

llevadas a cabo por la Dictadura en los derechos 

sustantivo y procesal. 

Su obra, en lo que se refiere a la organización de 



la Administración de Justicia, sin responder a nin- 

gún plan meditado de conjunto; sin una orientación 

verdaderamente técnica y orgánica; inspirada, en 

s u  mayor parte, en una mal disimulada prevenci6n 

y hostilidad hacia el personal de la Carrera judicial, 

ha sido peor que estéril, por lo perturbadora. 

Por ningún lado, durante seis años de espera, 

hemos visto asomar la reiteradamente anunciada 

revolucionaria reforma de la Administración de 

Justicia. 

Llegó el rnorricrilu que, necesariamente, tarde o 

temprano, tenia que llegar, de enjuiciar la obra de 

la Dictadura; como ella, a su vez, enjuició, repeti- 

damente, o pretendió enjuiciar, Cn forma más o me- 

nos procesal, a la política y a los políticos del llama- 

do antiguo régimen; y el Fiscal, para ese enjuicia- 

miento, en cuanto a la obra dictatorial afectó a la 

Administración de Justicia, apeló, a los hechos y 
textos de la propia Dictadura; hechos y textos que, 

como hemos visto en el curso de este trabajo, nos 

hablan con una elocuencia abrumadora y con una 

lógica contundente. 

Así, si alguien encol~t.~ aac excesivamente severo 

nuestro juicio, acháquelo, antes que nada, a la pro- 

pia Dictadura. 

Ninguna reforma de la Administracidn de Justi- 

cia podrá ser fecunda en resultados, si antes no se 



o y d e  1 a funcic procur, r el prestigio d jn 

judicial 

Para ello es necesario, en primer término, aten- 

der al mejoramiento de la situación económica de 

los funcionarios; porque asi como la soberanía po- 

lítica, sin la económica, resulta un mito, tampoco 

puede haber verdadera soberania de la Administra- I 
ción de Justicia, verdadera independencia judicial, 

s i  los funcionarios tienen que desenvolver su actua- 

ción entre las estrecheces y los apuros de una an- 

gustiosa situación económica; viviendo una vida de 

penuria, cuando no de miseria, careciendo de aque- 

llos medios más indispensables para ocupar, digna- 

mente, la posición.socia1 que por su ministerio les 

corresponde; sin tener que implorar auxilios y ayu- 

das, en forma de sub.irenciones municipales o pro- 

vinciales, o por medio de comisiones o cargos, que, 

repartidos graciosamente por el Poder ejecutivo, 

sobre ser de una compatibilidad muy dudosa con las 

funciones judiciales, los distraen de éstas y les ligan 

por el vínculo del agradecimiento, apartándolos de 

los menesteres propios del cargo; introduciendo a la 

vez gérmenes de ciescontento, que quebrantan la in- 

terior satisfaccibn indispensable en los individuos - 

que integran una misma colectividad o Cuerpo. 

Bien sabe el Fiscal, que el mejoramiento de la si- 

tuación económica de los funcionarios judiciales y 



fiscales, en sus diversas categorías, es  motivo de se- 

ria, constante y honda preocupación para el Sr. Mi- 

nistro de Gracia y Justicia, conocedor, como pocos, 

por ser hijo de un dignfsimo Magistrado, de las an- 

gustiosas estrecheces-las que vi6 padecer en el 

propio hogar paterno-, que, con estóica resigna- 

ción, soportan la gran mayoría de los funcionarios 

judiciales, aún los que ocupan las mC1s elevadas ca- 

tegorfas; como tambiCn es motivo cle preocupación 

para todo el Gobierno de S. M. que, seguramente, 

habrá de procurar atenderla en los límites de lo po- 

sible. 

Esa penuria y esa estrechez económica, hace sea 

cada día más acentuada la deserci6n de la juventud 

estudiosa de las filas de la Carrera judicial, buscan. 

do en otras un porvenir más lisonjero que el que 

aquélla les brinda; con lo que se opera una selec- 

ción a la inversa. 

Además de esto, para que la independencia judi- 

cial sea efectiva, se hace preciso que todos los ciu- 

dadanos, y los profesionales de la política más que 

nadie, observen y mantengan la más severa absten- 

ción en la actuaci6n de los Tribunales: y que Jueces 

y Magistrados, sepan a su vez y entiendan, que nada 

deben, ni pueden, ni tienen que esperar, ni temer de 

aquéllos, cuando en el cumplimiento de sus deberes 

se  atengan estrictamente a la ley. 



Termino, Excmo. Sr., mi trabajo. 

Si éste mereciere la aprobacidn de V. E. y del 

Gobierno de S. M., sería para el que suscribe la me- 

jor recompensa, y motivo de la más intima de las 

satisfacciones que puede experimentar en el cumpli- 

miento de uno de los deberes que el cargo le im- 
pon - 

~ A N T I A G O  DEL VALLE Y ALDABALDE 

Madrid, 15 de Septiembre de 1930. 

Excmo. Sr.  Mi l e  Gracia y Justicia. 





A P É N D I C E  P R I M E R O  

Memorias de los Fiscales de las Audiencias 



Estudio sintetice de la l a s  de los  res. 1 de todas 
las Audiencias del o nacional, eleva ta Fisca- 
lia en cumplimiento aei art. 86 del Reglamento a e  28 de Fe- 

ero de  1 

s Memoi 
territori~ . .  . 

Fiscales 
das a es . 

Ha leído el Fiscal que suscribe las Memorias de todos los Fis- 
cales de España, no sólo porque con ello cumplia un deber, s i ~ o  
también experimentando uno de los mAs grandes placeres, que en 
el ejercicio de estos elevados y difíciles cargos pueden gozarse; 
esas Memorias, en conjunto, representan el indice de una labor 
intensa, seria, y, en la mayoría de los casos, obscura y callada, para 
que a la constancia en el trabajo y a la fe en el ideal que en ellas 
campea no les falte tampoco la cristiana condición de la humildad. 

Todas ellas revelan en su contenido la celosa intensidad con que 
trabaja el Ministerio fiscal español, cómo ha sabido entonar su fun -  
ción importantísima de promotores de la Justicia y servidores de la 
,ley, con la mAs discreta y alta comprensión, de que ello no les obli- 
ga a ser constantes e inveterados acusadores, sino que, por el con- 
trario, bajo los pliegues de su toga, saben acoger, amparar y dar 
defensa a todos los inocentes, a todos los legalmente desvalidos, y 
así lo patentiza la actuación en juicios civiles, defendiendo o repre- 
sentando a menores e incapacitados, en que intervino el Ministerio 
fiscal constantemente, y esas retiradas de acusación en el acto del 
juicio, a que aluden todas las Memorias, y que, si fueron relativa- 
mente escasas, esta escasez tiene su causa, no en la inflexibilidad 
del Ministerio Fiscal, sino en su cuidado y celo, por no llevar al 
juicio oral con su pedimento sino aquellos procesos en que sobre la 
culpabilidad no hay vacilaciones, ni dudas, ni posible error, y en que 
las caracteristicas del hecho le colocan desde luego entre los que son 
materia cierta de punición, y esos varios, esos muchos recursos de 
casación interpuestos por esta Fiscalía en beneficio de los reoa, 



ifculc 
ob tu~  
gedoi 

cuando tres Letrados no hallan motivos de casacion, a tenor aei a 
876 de la ley procesal, y enlos que tan halagüefios éxitos 

70 el Ministerio fiscal, por las resoluciones del Tribunal, aco- 
ras de su recurso y reparadoras de las infracciones en bien de 

los justiciable 
Conforta 1 en las Memorias i - 

samente en lo itos de choque y i 5s 

y deseos, ver cómo fluye en sus escritos iin sano, un sincerlsimo 
espir .no hacia pañeros judiciales, cómo es  la tónica 
gene1 estras Ai , la armonia, la compenetración entre 

itu frater 
ral de nu 

S. 

/ edifica 
S .mamen 

. .~ 

de los Sr 
:ontrovei 

,es. Fisc: 
-sia de as 

iles, prec 
;piracioni 

. . 

SUS corn 
idiencias 

las Salas y los Fiscales, con qué noble y expansiva fruición se enal- 
tece en las Memorias la marcha normal, la maEcha activa de las 
Audiencias y el trabajo y la competencia y el celo de sus funciona- 
rios g con cuenta satisfacción se afirma en todas ellas la cordialidr-' 
de relaciones entre las Salas y la Fiscal 

No pretende ni apetece el Fiscal ton l o  en el : 
dente debate sobre separación o fusión ,, ,.,, carreras judicial 
fiscal; lo que si puede hacer, por el.pulso de la opinión fiscal que 
facilitan las Memorias que está comentando, es afirmar que, iunti 
o separados los escalafones, los funcionarios no han roto los nexc- 
espirituales de la fraternidad y el compañerismo, creados al calor de 
su unidad de procedencia y a travds de la convivencia dilatada en 
nuestros Tribunales, nexo que, aparte de su trascendencia e irn~or- 

fa. 
lar' partii 
i an lac 

tancia sentimental, se traduce en el buen cumplimiento 
tuos deberes realizados con fraterna colaboración y elev 
los de superarse en ellos. 

Por sistematizar este estudio y huyendo de la exégesis detallada 
y nimia de cada Memoria, ya que no es  labor obligada por precepto 
alguno legal, vamos, si, en la síntesis de nuestro estudio, a seguir 
el orden del art. 84 de nento, destacandc lo 
que estimemos de inte utilidad a mostra 

nte aquel 11 Reglar 
rés o de 

Solamei 
r a V . E  

onamien i Audien 

,como ci 
S Audien 

de los m 
ados anh 

S e  señala ~lminación ,de! estado y funcionamiento de 
Justicia en la cias la más perfecta normalidad en la marc 
procesal de los asunros, sólo enjorpecida.por alguna Audiencia, S 
gún afirma el Fiscal, por el reí los Letrados en el despac 



. de las causas y por el abuso en la soliciti 
' iie dilatan sil reso' . ' 

 id de sus de los jui- 

Func io i i~~ i i i~ i i~u  ue ius Juzgados 

: elogia ( 
. . .U,, gciir que no hace sino confirmar nlgiina 

escasisima excepción, la labor y celo de los Jueces de instruccibn y 
primera instancia, laiiientando el Fiscal de Madrid que el número 
enorme de sumarios y asuntos civiles en que cada Juez de la capital 
ha de entender les impida prestar a la instruccibn sumaria1 toda la 
atención que requiere, y que evitarla revocaciones de los autos de 
terminación y sus inevitables retrasos y dilaciones. . 

La Justicia municipal presenta una c tica original, v es 
la de que, afirmando la inmensa P-ayori; $res. Fiscales que 
no reciben queja de su actuacióii, todo> U L ~ I ~ I  todos manifiestan 
constarles su deficiente funcionamiento, formulando alguno de ellos 
coiicretarnente la conclusión de que es urgente su reforma y coinci- 
diendo varios en que, mientras no sea modificado el personal de 
Jueces municipales y la forma de su elección y nombramiento, debe 
restringirse su competencia, ya que en lo civil, 1.000 pesetas, cons- 
tituye para la capacidad económica de nuestra gente aldeana una 
suma de gran consideración, y los hurtos y estafas, hasta 100 pese- 
tas, suponen la relajación o falta de un 85 por 100 de la delincuen- 
cia contra la propiedad, que es expuesto entregar para su juzga- 
miento a jurisdicción tan deficiente como la de Justicia municipal. 
Esa falta de quejas y de reclamaciones a que con extrañeza aluden 
varios Sres Fiscales, indudablemente afirman que tiene su origen 
en el beneficio que para los justiciables representa el ventilar en 
tramites abreviados demandas importantes y en eludir las sariciones 
o sufrirlas atenuadisimas y leves por los hechos criminosos, y en la 
general atonia del espiritu ciudadano, incapaz de toda reacción in- 
dividual ni colectiva, sin el acicate del interCs personal y directo. 



Elogian efu sivament 
. ,  . e los señores Fisc las prov incias en 

.L - 3.. que existe Tribunal rutelar para menores, su actuación y resuiraaos 
con efusión pareja a la amargura con que lamentan los de las otras 
(triuclias iiiás, por desgracia) en que esta progresiva y humanizado- 
ra institución no se  ha instaurado. Es, en efecto, doloroso y deplo- 
rable que respecto a la punición de la delincuencia infantil, esté 
España fraccionada en dos zonas: unas, en las que el menor recibe 
todos los acogimientos, todos los consejos, todas las caritativas 
asistencias del Tribunal tutelar y de sus estableciinientos de correc- 
ción y amparo, y otras, en que el menor delincuente es  juzgado y 
tratado procesalmente, con el infalible rigor legal del Código y la 
ley de Enj~iiciamiento, salvo en aquellas medidas referentes a la 
libertad provisional o al cumplimiento de las condenas, desigualdad 
iiijus'ta, como se afirma en alguna Memoria, de, urgentisima repara- 
ción, ya que va en ello un problema de tanta importancia social 
coino es la qiie representa el encauzamiento por sendas de honradez 
y trabajo de las voluntades juveniles o su hundimiento en los abis- 
mos del vicio y de la delincuencia. Como modesto homenaje a las 
provincias que supieron dar vida a esta noble institucióii, y hacien- 
do cuadro de Iionor de estas páginas, deja en ellas el Fiscal la enu- 

. ineraciiin, de las en que existe Tribunal de menores: Alicante, Al- 
ineria, Barcelona, Bilbao, Gerona, Granada, Huesca, J a h ,  Lérida, 
Logroño, Madrid, Murcia, Oviedo, Palma de Mallorca, Pamplona, 
San Sebastián, Tarragona, Teruel, Valencia, Victoria y Zaragoza, 
con el anhelo férvido y vivisimo de que las restantes adquieran muy 
pronto el derecho de ser incluidas en este indice glorioso. 

Organizacion d e  los servicios d e  l a s  Fiscalías y s u  partlcipa- 
ción en ellos d e  los funcionarios 

Los Fiscales-Jefes de todas las Audiencias, según afirman y s e  
comprueba en los estados numéricos remitidos, dan al servicio todo 
el máximo rendimiento de su actividad profesional, ejemplarizando 
a sus auxiliares subordinados que brillantemente forman con ellos 
esa falange ilustre de Fiscales cuyos nombres esmaltan nuestras: 



escala s;sin qui E uno sol 

167 - 

S haya n o de ello ~erecido sancibn ni correc- 
ción de ninguna clase en el tiempo a que se refiere la Memoria, y, 
por el contrario, son con elogio mencionados por sus Jefes, propo- 
niendo alguno de ellos a sus auxiliares para recompensa, de confor- 
midad al art. 145 del Reglamento, de cuyas iniciativas, tan legíti- 
mas y atendibles, habrá de darse conocimiento por el que suscribe 
al Consejo Fiscal, muy especialmente de las Memorias de Cádiz, 
S a n  Sebastián y Pontevedra a tal respecto. 

Asuntos que por su gravedad, dificultad o índole dudosa 
hayan sido objeto de mayor estudio 

En este epigrafe sefialan los señores Fiscales aquellos asuntos 
más salientes en que ttivieron que intervenir y merecieron un estu- 
dio inás detenido, y si todos ellos quisiera el Fiscal poderlos rese- 
ñar en estas páginas, para conocimiento y enseñanza de juristas y 
estinililo de profesionales, limitará su cita a aquellos entre todos 
que en la rigtirosa selección mental ejercitada entienda son más 
graves y transcendentes. 

Señala el Fiscal de Granada, como el asunto de mayor preocu 
pación, el suinario níim. 49 de 1930, del Juzgado del distrito del 
Sagrario de la capital. «A consecuencia de la epidemia de tricofitia. 
(tiña) propagada en el Hospicio provincial, y visto que con los me- 
dios terapéuticos corrientes no se obtehía resultado y el mal s e  
extendía, se encargó al especialista en piel y sifilis el estudio de la 
enfermedad y sus remedios, el que condensó en una Memoria el 
resultado de sus trabajos, y como consecuencia de ella se acordó ¡j''' 

conbatir la epidemia suministrando a los niños enfermos ncefafo de , 

profóxido de fati0 por vía bucal y en cantidad máxima de 8 miligra- 
mos por kilo de peso de los niños; se suministró el medicamento a 
diez y seis niilos y a los dos dias se les presentaron sintoinas de 
envenenamiento, y entre grandes dolores y con fenómenos encefá- 
licos y centromedulares, morían en pocos días catorce niños, lográii- I 

dose, tras largos esfuerzos, salvar sólo dos de los diez y seis medi- 
cados. Una incesante labor investigadora sumarial, en la que la Fis- 
calla ha intervenido activamente, ha logrado el esclarecimiento de 
los hechos y los autores. 

El Fiscal de Guadalajara expone, entre otros, iin asunto d? 



transcendencia e interés: una joven violada por su propio padre, 
condenado éste, la ofendida al llegar a la mayor edad, otorga su 
perdón; el Fiscal estima debe reputarse no válido el perdón por 
vicio de la capacidad de la otorgante por falta de libertad en el 
juicio, dada la calidad paterna del orensor, y la Sala, estimando que 
el hecho octirrió en la vigeiicia del Código de 1870 y que en él no 
hay disposición que autorice a lo solicilado por el Fiscal, reputó 
válido y eficaz el perdón, desestimando la súplica interpuesta por 
éste contra tal resolución. En la relación de derechos entra ofensor 
de incueiite y víctima ofendida, la legislación penal s e  inclinó siem. 
pre por lo favorable al reo, siendo el precepto del párrafo 2." del 
artículo 614 del nuevo Código p ~ n a l  el que da al Tribunal facultad 
de aprobar o iio el perdbn, precisamente en casos como el citado en 
la Memoria del Fiscal de la Audiencia de Guadalajara. 

Relata el Sr .  Fiscal de Córdoba varios hechos o asuntos de 
transcendencia jurídica y social, pero, sobre todo, unos que, como 
sintomáticos de un estado de morbosidad social, merecen expresar- 
se. El sunrario 116 de 1939, seguido en el Juzgado de la Izquierda 
de aquella capital, varios propietarios y arrendatarios de cortijos 
en la campiña cordobesa, recibieroii anónimos eii los que se  les 
exigía la aportacióii de gruesas sumas de dinero a determinados 
lugares que se  les señalaba, bajo pena, caso de no entregar el dine- 
ro, de incendiarles los sembrados al empezar la recolección de ce. 
reales; las cartas las recibieron en los meses de Enero y sig~iientes 
del año anterior, y como rio hicieron caso de las amenazas, a varios 
de ellos les fueron incendiadas sus siembras en el mes de Julio 
antes de segarlas, recibiendo después cartas iguales a las anterio- 
res haciéndoles notar el cumplimiento de lo que anunciaron y pi- 
diéndoles mayores sumas con conminación de atentar contra sus 
vidas; en lo$ campos incendiados se encontraron restos de las me- 
chas que sirvieron para los incendios, habiendo sido enormes los 
perjuicios sufridos y grande la alarma y el actual estado de descon- 
fiama existente en la región. 

También cita otro problema jurídico-social producido por pre- 
tendidos derechos tradicionales de los pueblos El Viso, Santa Eufe- 
mia, El Gtiijo y Dos Torres, sobre el llamado «Quinto de Valde- 
gregoriosx, parte del inmenso latifundio *Dehesa de Cañadallanan, 
perteneciente al difunto Marqués de  la Guardia, hoy sin herederos. 

Ambos asuntos son parte integrante de un solo y único proble 
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mento puntualizar, pero que llegarán a' todo el terrltori ii l 
si no se  ataja con medidas sabias, enérgicas y equiti le1 
magno, el eterno, el insaciable problema de la tierra y sho p i u u r i ~ -  

tores, el siempre actual problema de la distribución de la riqueza, 
tan equivocadamente enfocado por los siriiestros incetidiarios de 
mieses y plantios, como por los contumaces litigantes, obcecada- 
mente empeñddos en que la ley tenga la elasticidad que a sus pre- 
tensiones antijuridicas conviene, pero problema que con certera 
previsión señala el digno Fiscal de Córdoba y cuya autorizada voz 
de alerta no debe caer en el vacío. 

Frecuencia, aumento y disminucion d e  delitos 

Traen las Memorias de los señores Fiscales un aura de optimis- 
mo; la criminalidad decrece en casi toda España, y si ese decreci- 
miento ha de mirarse con alguna reserva allí donde el Fiscal le se- 
iiala únicamente coino producido por la transformación de los delitos 
de hurto, estafa y lesiones; operada por el nuevo Código en cuanto 
a su cuantfa y duración, por cuanto ello s610 implicaria una variación 
en las columnas de la estadística crimiiial, colocando entre las faltas 
los hechos que antes hubieran tenido que serlo en los delitos; siem- 
pre ello significa un progreso ético en la determinación delincuente, 
pues en el proceso psicológico predelictivo es  evidente que hay más 
perversión y virulencia amoral en el que se decide a cometer un 
delito, que en el que determina realizar y realiza una simple falta y 
si existe esta evidente sugerencia en el momento predelictivo; para 
la enmienda y corrección moral, pesan menos los elementos exter- 
nos que tanto laboran en las dificultades de la redención del delin- 
cuente liberado, tratándose del penado por una falta, que cuando se  
trata del que lo fué por un delito. 

Pero aún hay más campo al optimismo, si se  aprecia que en ge- 
neral, y como muy acertadamente expresa el Fiscal de San Sebas- 
tián, van decreciendo los delitos primitivos, los horrendos delitos 
que dejaban al descubierto toda la brutal desnudez de los instintos 
de la bestia humana con el natural estremecimiento de la conciencia 
social, aunque aumentan en cierto modo los delitos ciuilizados, la 
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estafa, el chantage, la malversación; civilizados, porque suponen 
una mejor adaptación, aunque equivocada y deforme, al medio jurl 

la coticiencia soc i el señor Fiscal de C6r- 
xel.  
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Memoria a este respecto, que explican, pulsan y miden con honda y 
perspicaz observación las causas de los aumentos y disminuciones 
de cada modalidad delincuente; asi, los de Znmora y Orense fundan 
el descenso de delitos contra la ~ropiedad en el mejoramiento cir- 
cunstancial de la població niserable y pobrísima, al dedicar 
s e  al trabajo en las impot bras públicas que s e  han venido 
realizando, circunstancia qur;, r;ll cambio, al aglomerar hombres en) 
determinados lugares, produce reyertas y delitos de sangre y deri 
van tales aglomeraciones viriles también, hacia las formas de delin- 
cuencia contra la honestidad. El de Palencia, que acusa el descenso 
de delitos leves y un recrudecimiento de los graves, especialmente 
en el partido de Cervera, donde, por haber explotaciones mineras. 
en Barruelo y Guardo, hay congregados gran cantidad de obreros 
que, por la índole de su trabajo, beben mucho y la embriague 
que diriman violentamente hasta las más fútiles cuestiones. 

A las Memorias acompañan varios señores Fiscales gráf i~us u r i  
movimiento y curva delincuente en los últimos años, y el de Ciudad 
Real, unos cartograinas de la delincuencia muy bien hechos y cuida- 
dosamente meditados, cuya labor es  buena prueba del celo y entu- 
siasmo de tan distinguidos funcionarios. 

Con generalidad casi unánime, seilalan los señores Fiscale 
minución de los delitos de tenencia de armas de fuego sin licencia, 
de cuya disrninucidn es, a no dudar, la notada en los delitos contra 
las personas de que aquéllos eran principal causa y factor en casos 
innumerables. También unánimes casi hacen constar en siis Memo- 
rias el creciente y rápido aumento de los delitos culposos por im- 
prudencia, imprevisión e impericia, y ello es obvio, dado el auge 
enorme del automovilismo, los problemas del tráfico rodado en las 
grandes urbes y aun en las pequeñas situadas sobre las vitales ar- 
terias de comunicación nacional, aumento que si no es  alarmante en 
el orden ético, porque no supone perversidad, ha de ser objeto de 
preocupación de los juristas para ver de lograr una fórmula de de- 
recho en que pueda encuadrarse esta modalidad sui generis del, 
daño y el estrago, imposible de vedar, ni impedir, por las necesida- 
des de la presente civilización. 

sz hace 



Muchos sefiores Fiscales señalan aumentos en los delitos contra 
la honestidad, cuya explicacid ~ t r an ,  en la actual relajación, 
de las costumbres, en la descr ción de la familia, en el afAm 
del lujo y la molicie, y como c,,,, ,,,,,,ediata, la reforma legislativa 
que encierra el art. 613 del Cbdigo penal vigente, al no exigir la, 
formalización de querella para prosexuir esta clase d e  delitos, ha. 
bierido uno entre ellos, el estupro, con cuya denuncia, muchas ve- 
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spección de los sumarios 

Casi todas las Memorias contienen la afirmación de haberse 
:ticado por el Fiscal-Jefe o por alguno de sus Auxiliares inspec. 

. . ies personales de sumarios a los que atribuyen verdadera y efec- 
eficacia, lamentando que el exceso de trabajo, del que es diFi- 

listraer al personal para esos menesteres y la falta de consigna- 
L I U I I  de fondos para el viaje rápido e inmediato, hagan que sea sólo 
en muy contados casos en los que se  puede realizar esta clase de 
inspección, asi lo afirman entre otros los señores Fiscales de Sevilla 
y Cádiz; en sustitiici6n de esta forma de inspección, adoptaron mu- 
chos señores Fiscales el sistema de reclamar testimonios al Juez 
Instructor y estados trimestrales de adelantos, con lo que se consi- 
gue una estrecha vigilancia y se  evitan los retrasos o puede atacar- 
se  orocesalmente las causas de ellos. 

Retiradas d e  a fuaa~iv i i  

escrupulosamente por todas las Fiscalías el servicio 
referenre a los envíos de las papeletas de retirada de acusación con 

I explicacibn del motivo y la firma del funcionario a esta Fiscalía en ' el día mismo de realizarlo, es  realmente innecesaria la enumeración 
que se  exige en las Memorias de este particular, pero ello confirma- 
por los datos y explicaciones aducidos lo que al comienzo quedó ex- 
puesto, esto es, que los Fiscales, que procuran no llevar a juicio. 

1 oral sino lo que legal y lealmente debía llevarse, retiran la acusa- 
\ 

, ción con parquedad discreta, pero sin ser tampoco remisos en ello. 
\ - 
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con la calificacibn fiscal 

Conforines, unanimes, con los datos que contienen todas ida LVIC- 

iiiorias respecto a las disconformidades de los fallos con las califica- 
ciones fiscales, y salvo excepciones, esta disconformidad, acusa un 
porcentaje tan elevado, que pueden hacerse llegar a un 50 por 100; 
no hay una sola Memoria en la que esto se  atribuya a causa torpe o 
maliciosa, en todas ellas s e  reconoce y consigna la excelente dispo- 
sición del juzgador y deniostrando los señores Fiscales al explicar 
las causas de esta gran disconformidad, la distinta situación que eri 
el plano procesal ocupan el Fiscal y las Salas; la potestad arbitral 
que aqu6llos tienen no sólo por el art. 741 de la ley de Enjuiciainieii- 
to criminal, sino por el ainplio espíritu que en tal sentido contiene 
el nuevo Código; una gi-iin mayoría de firmantes cie Memorias, lo 
atribuyen al espíritu de benevolencia, de benignidad, que impera en 
las resol~iciones de nuestros Tribunales, más de misericordia que 
de justicia, como dice el señor Fiscalde Palma de Mallorca; benigrii- 
dad que les hace encontrar siempre y en todos los casos, circunstari- 
cias de ateiiuación cuando no de exiinencia, benevolencia que se  ma- 
nifiesta en el uso del arbitrio casi siempre para imponer el minimo 
de la pena o la pena inferior; ello, en f i n ,  representa que nuestra 
Justicia histórica, no es  cruel, ni incomprensiva y que frente a esas 
leyendas con que de vez en cuando se pretende enrarecer el am- 
biente del prestigio nacional, estii el unSinime testimonio de los Fis- 
cales de España, patentizando la gestibn benevola y pietista de nues- 
tros Tribunales para con los justiciables en el orden penal. 

Condena condiciona1 

Con rara unanimidad también, acusan las Memorias de los Fis- 
.cales los favorables resultados que produce la imposici6n de la con- 
dena condicional, si bien algunos de ellos se  lamentan del criterio 
-de absoluta generalidad con que la aplican las Salas en muchas oca- 



es, contra el dictamen fiscal que entendia no ser procedente, 
relacionándose este criterio absoluto de las Salas, con la anterior- 
mente resaltada benevolencia de sus fallos para que la pena no so- 
brepase los límites en que la condena condicional es  aplicable y pa- 
reciéndole a muchas señores Fiscales excesivo el margen del nuevo- 
C6dig0, ya que dadas las peni ,bitrio judicial, ello ha de te- 
ner una generalidad acaso en1 de la misión ejemplar y co- 
rrectoria que ha de reconocerse a ias sanciones penales. 
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emorias se 
rerieren, por cuanto en ellas, no se regrstra un solo caso de contlic 
to que haya requerido la intervención judicial, lo atribuyen algunos 
señores Fiscales a la falta de paros por las muchas obras pHblicas y 
privadas que estiin en marcha y al auge industrial español de estos 
iíltimos años y también a la beneficiosa y utilísima gesti6n de los 
Comités paritarios, cuya constitución echa de menos en su provin 
-'- 91 Sr. Fiscal de Teruel como medida de gran conveniencia ante 

aquel ter 

tos penif 

LI esluuiu ua iab Memorias a este respecro, senaia ia eviaencia 
de 1( los, sin término medio, ni medias tintas, o las ciirceles 
son bles, confortables, higiénicas, las de nueva .construc- 
ción, ,,,,, ,atas, por desgracia, todavía, o son inmundas, inhuma- 
nas, insalubres, y este contraste que señala la urgencia de borrar- 
le, crea la suprema injusticia, de que los detenidos, los presos de 
ese partido o provincia disfruten en su triste situación de alojamien- 
tos higiénicos y cómodos y los de otros, sin que su culpa sea mayor, 
ni la ley infringida distinta, estén hacinados en locales indignos y 
sufriendo con la privaci6n de libertad, otros males físicos y morales 

no hay derecho social a infligirles; es unánime e! juicio de los 
ales en el eiogio al Cuerpo de funcionarios de prisiones y asi 
ple a la-jpsticia que quede consignado aun dentro de esta rápida 
1sici6n de las Memorias. , . ,  J 



wmas que, aunque ae moaesto alcance, convend 
introducir 

A propósito de esta interrogaci6n reglanientaria, a que anuai- 
mente han de contestar los señores Fiscales, dice el ilustre titular 
d e  la Fiscalia de una importante capital andaluza, que con ello 
acontece como con el cuento del banco pintado frente al cuartel, 
que  transmitida la orden de que nadie se  siente, de un centinela en 
otro y sin que por nadie se  revoque, cuando el banco, Iiabia, por el 
tiempo y sus inclemencias, perdido su color, seguía respetado, y sin 
que nadie osase ocuparle; así, todos los años, desde hace muchos, 
poniendó los Fiscales en ello todo el caudal de su inteligencia y todo 
el saber de su experiencia, proponen reformas de las leyes, sin que 
jamás se  haya aceptado una o cuando se hizo, aparezca el origen de 
la iniciativa, pero disciplinados y obedientes los Fiscales, como 
centinelas en la milicia de la justicia, siguen todos los años sin des- 
mayar, poniendo a contribución su estudio y sus observaciones para 
aconsejar reformas legislativas. 

Todos, puede decirse que todos ellos, claman por la de los pre- 
ceptos de los articulas 179 y 180 del Código penal vigente que se 
refieren a la exacción de las multas cuya pena tan pródigamente 
aparece en dicho Cuerpo legal, porque ello conduce, en primer tér- 
mino, a la verdadera impunidad ante la imposible exacción en mu- 
chos casos, porque ello hace que la ejecución de las sentencias se  
atenúe y ~ificulte hada el imposible y porque, en definitiva, todo 
ello cederá en detrimento, no sólo del imperio de las resoluciones 
judiciales, por su evidente incumplimiento, sino tambien en perjui- 
cio de los jornaleros y asalariados de toda clase, ya que los patro- 
nos por evitarse las retenciones de salarios y el constante contacto 
con los Tribunales, optarán por despedir o no dar trabajo al que se  
halle en trance de satisfacer una pena de multa o una responsabili- 
dad civil, y además de todo ello, en aquellas Audiencias o Juzgados 
en que sea medianamente crecido el número de ejecutorias, habrá 
.que crear un Cuerpo de contables judiciales, como acertadamente in- 
sinúa el Sr. Fiscal de Sevi!la para la cumplida contabilidad de la 
exacción de las multas. 

Muchas Memorias coinciden asimismo, en señalar como excesi- 
va  y casi insuperable para poder obtener los beneficios de la con- 



drna conaicional, la multa mínima que como pena conjunta senaia el 
articulo 542 al delito dr uso y tenencia de armas, abogando porque 
se rebaje el margen de imposición minima a las 100 pesetas que se- 
ñalaba el Real decreto de 13 de Abril de 1924. 

Son también varios los señores Fiscales que sefialan el caso in- 
sólito del art. 522 que restringe en tal forma la penalidad y el arbi- 
trio judicial, que fueren cuales fueren las causas y circunstancias 
concurrentes en un fratricidio, no puede penarse con más de veinte 
años de reclusión. 

La anomalía de que pueda resultar penado más gravemente un 
delito de lesiones del art. 533 que el de aiguhos de los números 
del 532, también es  ex?uesto por muchos señores Fiscales, cuya 
reforma proponen, como la de aminorar el número de delitos a que 

impone multa conjunta. 
Otras varias propuestas de reforma se hacen por los señores 

;cales no sólo de la ley sancionadora sino de las adjetivas; pero 
limitando la exposici6n de aquello que se estimase m& digno de 
mención por su interés, omiten lo que no tiene tal carkter, en gra- 
cia a !a parquedad y concisión deseada en este apéndice. 
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estado- .~ . El F 
resumen ae ios pieiros conrencioso-auminisrrai.~vos rramiraaos au- 
rante el año judicial de 1929-30 y a manifestar que no se ha presen- 
tado cuestión alguna relacionada con el procedimiento del Estatuto 
municipal que merezca consi~nación. 

.u. ..u, 

asi con 
sean i n  

do lesivo 
'.O de la 1 

r n r r .  nl  

ie deba r 
1s alegad 
D. 

l e  el Real decreti de Junio 
de 193G pianrea ia cuesciuri u e  si es suficiente el acueruo de los 
Ayuntamientos declaran) s otros anteriores para que se en- 
tienda cumplido el art. 7 ey de lo Contencioso-administrati- 
vo, y entiende que, en Laau Zrmativo, seria muy conveniente 
puntualizar la obligación de los Fiscales provinciales y los funda- 
mentos que deban facilitarles los Ayuntamientos para poder solici- 
t a r  base suficiente la revocación del acuerdo declarado lesivo, 

io también la conducta qu seguir la Fiscalia cuando 
suficientes los fundamentc os por un  Ayuntamiento o 

cuanao no haya invocado ninguw. 
Entiende el Fiscal de Albacete que no puede estar sometida al 

criterio de las Corporaciones municipales la intervención obligato- 
ria de aquel funcionario, haya o no razón para ello, y afirma que 
deben ser las mencionadas Corporaciones las que por sí mismas 
promuevan el pleito, fundándose en que sus acuerdos no pueden 



obligar al Fiscal cuando son absurdas las pretensiones acordadas, 
aparte de la posibilidad de que en una provincia hubiera de sostener 
diclio funcio~iario criterios totalmente opuestos, en cumplimiento de 
cuerdos de distintos Ayuntamiento 

u c o p u c o  uc  cnyuiici icls uulco cstadlsticao UG lauw I=aIwaua 

n el año judicial y de aplaudir el espfritu que informa los Reales 
ecretos de 13 de Marzo de 1930, plantea la duda acerca del efecto 

.,ue uno de los aludidos Reales decretos debe producir en los recur- 
3s que se tramitaban contra nombramientos de Secretarios de 
,yuntamientos (deberá decir contra destitución de dichos funciona- 

. .OS), en el sentido de si debe continuar el recurso paralizado por la 
remisión de los antecedentes a la Junta creada e11 el Ministerio de la 
Gobernación por el Real decreto de 28 de Mayo de 1925, o si lo 
procedente es interponer el recurso contra el acuerdo de la mencio- 
nada Junta. 

Estima necesario que se el procc ito a 
plazos, posibilidad de recurrir, facultad de valerse de Abogado y 

rocurador y recurso previo de reposición, asi como facultad de 
lanarse a las demandas y consentir las resoluciones. 

Plantea la duda de si en caso de allanamiento, y una vez perso. 
nada la Corporación municipal, debe 
procedimiento y iio asistir a la vista, 
ticulo 25 de la ley de 1894. 

Cree necesario que se impongan las costas en los casos en que 

! quedar 
, por est: 

apartadc 
irse en e 

el Fisca 
1 caso dc 

11 del 
el ar- 

realmente lo merezcan, para evitar recursos indefendii 
Expone el caso de haberse personado un Ayunt, 

coadyuvante de la Administración, después de celebraaa ia vista y 
estando concluso el pleito para sentencia, a cuya pretensión se opu- 
so el Fiscal, y el Tribunal no le admitid como parte, y el de un re- 

irso en que, propuestas excepciones como perentorias, el Tribunal 
.ovincial admitió una de ellas e interpuso recurso de apelación, el 
ribunal Srrpremo revocó la sentencia y ordenó que el provincial 

, esolviera sobre el fondo; y como el Tribunal s e  hallaba ahora cons 
tituido con nuevos Magistrados y Vocales, tuvo que repetir 
vista, y en ella el Letrado del coadyuvante sostuvo que debíart 



resolución sobre las excepciones antes no resueltas, a lo que se  
opuso el Fiscal en cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal Su- 
premo en su sentencia. v asi lo estimó el Tribunal vrovincial. 

Con 
r:,.rr\r + 

Fiscal pr 
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ovincial que el ni 
6 ho ra,,.l< 

rstriccior les que e 

: pleitos signa el 
ciuouo rramitadoJ =,, -, "ño últimc ,,, ,,,.,,U, ,, .,,archa ascendente 
de los anteriores, a pesar de las rc stableció el Real 
decreto de 16 de Julio de 1929. 

Ante el Tribuiial provincial se  ha planteado la cuestión referente 
a la aplicación del art. 38 del Reglamento del procedimiento iliuni- 
cipal, en relación con el 11 1 del económico-administrativo. El Tri- 
buiial ha entendido que el precepto de este último Reglamento, que 
señala el plazo de tres meses para recurrir en via contenciosa contra 
las resol~iciones del Tribunal Económico-administrativo, debe zipli- 
carse sin excepción alguna cuando los trámites s e  Iiaii seguido por 
el Reglamento de 29 de Julio de 1921, especialmente cuando se dis 
cute sobre exacciones municipales en que, sin acuerdo municipal, se  
resuelve directamente y en única instancia por el Tribunal Econó~iii- 
co.administrati\ 

El Fiscal prc ;ostuvo ( )le muni- 
cipal debe aplicarse el art. 38 del Kegiamento del procedimiento 
municipal, por constituir una excepción del priiicipio general y por- 
que, siendo este Reglamento posterior en fecha al del procedimien- 
to económico-administrativo, puede estimarse como derogatorio de 
cualquier precepto anterior, y considera conveniente que se publi- 
que una disposición general que ponga término a la confusión. 

El mismo Fiscal se  refiere al art. 50 del Reglamento del proce- 
dimiento municipal, que autoriza para allanarse a las demandas y 
promover o no recurso de apelación contra las sentencias de los Tri- 
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acuerd 
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bunales provinciales, y exponer la duda de si podrA allanarse el Fis- 
ral a las peticiones de los demandantes sobre suspensión de los 

os de los Avuntamientos. El Fiscal dice que sistemáticamen- 
ormulado oposición a las pretensiones de esta indole, ya que 

ei arr. 191 del Reglamento de lo contencioso-administrativo prohibe 
conformarse con las suspensiones sin previa autorización de la Su- 
perioridad, de lo cual resulta que existe facultad para lo más y no 
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procede nte que se comui niquen in 

El Fiscal provincial se limita a decir que el mayor número de los 
asuntos tramitados durante el último afio judicial han versado sobre 
repartos de aprovechamientos forestales, responsabilidades en cuen- 
tas municipales y fijación de cuotas contributivas, sin q Ya 
presentado ninguna dificultad en el ejercicio del cargo. 

Expresa el Fiscal que dos cuestiones se destacan actualmente. 
Es la primera la de si las personas individuales que no residen en 

la capital de la provincia ni están representadas en autos por Procu- 
rador o Letrado pueden seguir los pleitos hasta sentencia con la 
simple indicación de un domicilio para oir las notificaciones. El 
Tribunsl provincial exigió reiteradamente la representación del 
Procurador o Abogado, pero en el último año judicial rectificó es 
criterio, sosteniendo que basta la designación de un domicilio pa 
sequir legalmente los pleitos. 

El Fiscal entiende que el nuevo criterio es contrario a lo que 
ordena el Reglamento del procedimiento municipal, en armonía con 
el contencioso- administrativo, por lo que ha entablado diversos 
recursos de apelación contra las resoluciones del Tribunal provin- 
cial. 

Lo bagurida cuestión de derecho planteada se refiere a la fecha 
desde que empieza el plazo para formular la demanda. El Tribunal 
resolvió que el cómputo arrancaba, no desde la notificación de la 
providencia mandando poner de manifiesto el expediente, sino desde 
la diligencia extendida a contiuación. El Fiscal no indica cuál fuera 
esta diligencia, y únicamente expresa que el Tribunal desestimó la 
petición de caducidad que dedujo. ' 

El Fiscal provincial entiende que deberían senaiarse sanciones 
severas, rápidas y eficaces para las Autoridades y organismos que 
no enviasen el expediente integro al primer requerimiento del Tri- 
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Ademhs, propone que sea suprimido el extracto de los pleitos, 
cuya formación, especialmente con la gratuidad, produce notoria- 
mente retrasos de entidad en la tramitación, aparte de que suele ser 
una repetición literal de los escritos o muy sintCtica de los funda- 
mentos de Derecho, que impide al que lo lee formar juicio exacto 
del asunto si no se consignan los razonamientos de las partes acerca 
de la aplicación de las disposiciones al punto controvertido. 

Y termina exponiendo que los Tribunales dan una interpretación 
benévola a los artículos 578 y 581 del Estatuto municipal, al consi- 
derar definitivos los acuerdos municipales que declaran responsabi- 
lidades derivadas de cuentas, al efecto de que pueda interponerse 
contra los mismos el recurso contencioso-administrativo, sin esperar 
la aprobación definitiva del Ayuntamiento en su renovación trienal, 
y que la obligada coordinación entre la vida y la ley parece imponer 
la derogación de un precepto que no se observa. 

Castellón. 

El Fiscal prüvincial expone que la casi totalidad de los recursos 
han sido promovidos contra acuerdos de la Administración munici- 
pal, y, dentro de ellos, sobre asuntos de personal; que el aumento 
del número de recursos contencioso-administrativos obedece a las 
variaciones habidas en la orientación política de los pueblos, y que 
ningún asunto ha ofrecido aspecto legal digno de mención. 

Córdoba. 

Refiriéndose el Fiscal provincial a los recursos contencioso-ad- 
ministrativos interpuestos al amparo del Estatuto municipal, indica 
que se  utilizan como arma poderosa en las luchas políticas de los 
pueblos, y que si bien en la mayoría de los casos la actuación recta 
de los Tribunales, cuya composición actual impide las influencias 
partidistas de otros tieiiipos, ha servido para reparar notorias injus- 
ticias de las Corporaciones municipales, todavía existen ca:os en 
que el recurso se  utiliza con el exclusivo propósito de entorpecer la 
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El Fiscal provincial hace destacar el aumento intensivo de lo:. 
pleitos en el primer semestre del año 1930, por causas que estdii en 
la mente de todos, siendo uno de los motivos determinantes de este 
resultado la IegalizaciOn de actos cuyo ajuste jurídico no se  hizo a 
su debido tiempo, sino posteriormente. 

Plantea la cuestión de las responssbilidades is en ges- 
tiones recaudatorias o de aplicación de fondos, y pltíg~iiita si debe 
ser únics la instancia, en armonía con el art. 581 del Estatiito miini 
cipal, sobre censura de cuentas. El Fiscal dice que la contestació 
debiera ser afirmativa, porque la censura s e  ejerce corporativainen 
te, ya que interesan al Municipio, y por el Ayuntamieiito son esa- 
minadhs, tanto las cuentas parciales de la recaudaciúii de arbitrios, 
como las generales de los pres~ipuestos; pero el Reglamento de la 
Hacienda municipal encabeza sus disposiciones transitorias en forma 
que parece referirse únicamente a las de caracter general, sin que 
aclare este punto la segunda de las disposiciones, de lo cual surge 
la duda y consiguiente apelación de las sentencias, encomendando 
al Tribunal Superior el conocimiento de múltiples asuntos que pu- 
dieran muy bien ser resueltos en única instancia. 

El Fiscal añade que ha usado en distintos casos la facultad de 
allanarse a las demandas en asuntos municipales y que en ninguno 
de ellos ha exteriorizado el Tribunal su disconformidad, y entiende 
que el único límite al fondo pasional generador de muchos pleitos 
ha sido y es  el uso discreto y prudente de la referida facultad, por 
So que no podria calificarse de arbitraria su extensión a la esfera 
regulada por la ley de lo contencioso-administrativo. 



Manifiesta el Fiscal provincial que, a consecuencia del Real 
decreto-ley de 13 de Marzo de 1930, ha aumentado el número de 
recursos contencioso - administrativos en la provincia, hallándose 
entre los mismos los que Iiabian sido interpuestos con motivo de la 
destitución de Secretarios municipales. Creada por Real decreto de 
28 de Mayo de 1925 en el Ministerio de la Gobernación una Junta 
encargada de resolver todos los recursos gubernativos y contencio- 
so-administrativos contra las destituciones de Secretarios de Ayun- 
tniniento, acordadas por las Corporaciones municipales o las Auto- 
ridades gubernativas antes de la proinulgación del Reglamento de 
23 de Agosto de 1924, se  dispuso en el art. 3.' del expresado Real 
decreto que los fallos de la Junta serían inapelables, sin recurso por 
la forina ni por el fondo. En virtud de lo dispuesto en el citado Real 
decreto de 13 de Marzo de 1930, los interesados Iian solicitado la 
prosecuci611 de los recursos contenciosos que estaban pendientes 
ante el Tribunal provincial en 28 de Mayo de 1925. 

Se ocupa el Fiscal de Granada en la forma eii que entienden 
algunos Ayuntainientos el recurso de reposición que concede el 
articulo 255 del Estatuto inunicipal, como trámite previo del con. 
tencioso-adininistrativo, y dice que este precepto autoriza la repo- 
sición de un acuerdo municipal cuando no haya creado derechos a 
favor de tercera persona; que es  dificil encontrar acuerdos munici- 
pales que no sean declarativos de derechos o de obligaciones corre- 
lativas, y que si se ampliara con interpretación extensiva dicho pre- 
cepto, se  convertiría en trámite inútil y forinulario lo que la ley ha 
querido que sea una revisión detenida por la Corporación o Autori- 
dad municipal del acuerdo objeto de la reposición. Añade que, revo- 
car un acuerdo que ha creado derechos a favor de tercera persona, 
seria bien injusto; pero que los Ayuntamientos se  crean relevados 
de entrar a examinar el fondo de la cuestión debatida, por interpre- 
tación amplia del mencionado art. 255 del Estatuto, es una práctica 
contraria a la ley. 

Manifiesta el Fiscal que ha habido una importante disminución 
,en el número de pleitos tramitados en el a ñ i  judicial de 1929-30 y 



que ninguna de las cuestiones debatidas ha ofrecid ancia ni 
transcendencia alguna digna de notar. 

SePdla que uno de los principales obst6culos con que lucha en el 
despacho de los asuntos consiste en lo incompletos que se  remiten 
los expedientes administrativos, especialmente por las Corporacio- 
nes municipales, lo que obliga con frecuencia a pedir ampliación de 
ellos, con el retraso natural para evacuar el trámite de contesta- 
ción. 

Añade que continúa la práctica de admitirse toda clase de prue- 
bas, desnaturalizando el procedimiento contrncioso~administrativo y 
aprovechándose los particulares de este trámite para completar el 
expediente administrativo. 

Y termina diciendo que no ha utilizado en ningún caso la facul- 
tad de allanarse a las demandas, que concede la legislación muni- 
cipal. 

Guipúzcoa. 

Manifiesta el Fiscal provincial que en la substanciación de los. 
recursos contencioso~administrativos s e  ha advertido absoluta nor- 
malidad y fiel observancia de los preceptos procesales de aplicaci6n; 
y que en un pleito interpuesto al amparo del Estatuto municipal se 
allanó a la demanda, por estimar incumplidos en vía administrativa, 
trámites de ineludible observancia. 

Huesca. 

Considera conveniente el Fiscal provincial que se  estimulase a 
los Ayuntamientos para que atendiesen debidamente al cumplimien- 
to  de los servicios relacionados con esta jurisdicción; y expone que 
con bastante frecuencia retrasan el envio del expediente o lo hace11 
imperfectamente, reteniendo documentos de interés o alterando su 
contenido con aclaraciones y adiciones caprichosas, dándose el caso 
de que algunas Corporaciones municipales se resisten al envio de 
antecedentes reclamados por el Fiscal para la mejor defensa de la 
Administración, y los entregan al Letrado coadyuvante, lo cual sig- 
nifica desconsideración para el Ministerio fiscal e infracci6n mani- 



fiesta de la ley, que impone a las Corporaciones el deber de facili- 
tar a los Fiscales cuanto pudiera interesar a la mejor defensa de la 
Administración. Opina por ello que seria conveniente que una dispo- 
sicidn obligara a los Ayuntamientos a que diligentemente facilitasen 
a los Fiscales de lo Contencioso los datos que reclamen en relación, 
a pleitos contenciosos promovidos contra acuerdos municipales, y en 
el caso de que no lo hicieran, promover la corrección correspon- 
diente. 

Añade el Fiscal de Huesca que así como en años anteriores el 
Tribunal accedia con extraordinaria facilidad al recibimiento a prue- 
ba, actualmente lo reduce a casos muy contados, percatado de la na- 
turaleza de esta jurisdicción, meramente revisora, evitando que se  
alargue la tramitación de los asuntos. . 

Refiriéndose a las irregularidades y torpe gestión de algunas 
Corporaciones, cuyos acuerdos son revocados por la jurisdicción 
contenciosa, estima que seria beneficioso para purificar la gestión 
local que los Tribunales pudiesen inhabilitar para el desempeño de 
cargos electivos a los contumaces en el abuso que tomaron parte eii 
acuerdos ilegales, o acordar sanciones variables segtin la gravedad 
del caso y la indole de los asuntos. 

Y expone además que hubo de allanarse a algunos recursos con- 
tencioso-administrativos, por la imposibilidad de defender el acuer- 
do impugnado, en atención a sus vicios e irregularidades. 

Examina el Fiscal provincial los recursos tramitados contra re- 
soluciones del Gobernador civil en materia de montes públicos. EIT 
las denuncias sobre infracción de las disposiciones que regulan el 
pastor60, las plantaciones y las cortas en montes incluídos en el ca- 
talogo, el Gobernador impone la multa correspondiente, de pequeña 
importancia, y el interesado entabla recurso contencioso-administra- 
tivo. 

Si el deniandante alega un derecho de carácter civil, como la po- 
sesión, el Tribunal absuelve de la multa impuesta, y como la cuan- 
tía no permite apelar de la sentencia, se  crea una jurisprudencia que 
tiene importancia extraordinaria. El Fiscal ha sostenido que la in- 
clusión en el catálogo establece una presunción a favor de la Admi- 
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un nionte eii el catálogo prejuzgaba propiedad a favor de la Admi- 
nistración mientras los Tribunales ordinarios no declaren lo contra- 
rio. Añade que lo resuelto por el Tribunal provincial es contrario al 
requisito 3." del art. 1.' de la ley de lo Contencioso, que exige la 
vulneración de un derecho de carácter administrativo del demandan- 
te; y coino los que alegan son de indole civil, no pueden ser objeto 
de materia contenciosa, según el art. 4.", núm. 2.O, de la propia ley. 

Pero el Fiscal provincial no dice si alegó la exc~pción de incom- 
petencia definida en el art. 46 del mismo Cuerpo legal. 

En materia de organización de los Tribunales de lo conteiicioso- 
adniinistrativo, el Fiscal de Ja6n propone la creación de plazas es- 
peciales de  Vocales designados previa oposición, cuyo programa 
abarcaria toda la legislación administrativa, y que el sosteniiniento 
corriera a cargo de las Diputacioiies provinciales. 

Propugna la ampliación de lo contencioso-administrativo a la es- 
fera discrecional de la Administración, salvo contra los actos de 
mando, cuandd se perjudica al particular, y esta ampliacióil limita- 
ría la arbitrariedad administrativa. Solicita que la facultad de alla- 
narse el Fiscal a las demandas en asuntos municipales se amplíe a 
todos los recursos contenciosos,y que s e  reforme al procedimiento 
en materia de prueba, para que no se desvirtúe lo esencial de ia ju- 
risdicción, en la que más que probarse hechos, debe estudiarse el 
derecho aplicab!e. 
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León. 

Manifiesta el Fiscal provincial que no se  ha planteado en el 
año 1929-30 ningún asunto de transcendencia que merezca seíialar- 
se; que ha disminuido el número de recursos entablados contra acuer- 



Ja uc: urguiiisiiiua y autoridades provinciales, y aumentaron los re- 
cursos interpuestos contra acuerdos municipales, especialmente so- 
bre nombramientos y separación de funcionarios. 

En cuanto a reformas para la simplificación del procedimiento. se  
:mite a los que propuso en años anteriores, sobre supresión del' 
ámite de extracto y del recibimiento a prueba, salvo taxativas ex- 

,-pciones, sobre implantación del juicio verbal sumario en los asun- 
is de cua 
eridad. 

ntía esca 

rnbargo, 
;in poder 
:aso se  r 

sa, e imp iosición E le costas como aa nción a l a te. 

;iÓ algun; 
les en cu .. . . 

aladas pc 
recursos . . .  

El Fiscal provincial alaba el Real decreto-ley de 16 de Julio. 
E 1929, que recog 3 de las observaciones spil ~r las 
iscalías provincial anto a la interposición de deri. 
ados de la aplicacion ae los Estatutos municipal y provinciai, con 
I fin de evitar los abusos y facilidades a que se prestaba el régimen 
ara substanciar los recursos contencioso-administrativos. 

Hace mención además de que el Tribunal provincial de esta i ~ i .  

sdicción tolera la intervención de Letrados en los pleitos sin que 
jtenten poder de los litigantes, con la circitnstancia de que los es- 
-itos de interposicinn del recurso y las demandas son firmados Uni- 
imente por los interesados, y en el acto de la vista se  presentan 
etrados para informar, siendo admitidos por el Tribunal. Manifies- 
i el Fiscal que no puede aceptarse este criterio, por oponerse a ello 
I art. 32 de la ley y el 249 del Reglamento, corroboradas por el 256 
el Estatuto municipal, lo que fué reconocido por esta Fiscalía de1 
'ribunal Supremo al contestar la consulta formulada por aquél; y 
ue, sin ei el Tribunal provincial admite la intervención. de 
etrados bastante, considera que es de su deber promo- 
er, si el c epite, incidente de previo y especial pronuncia- 
iiento, de acuerdo con lo que disponen los artículos 172, 173 y 175 
el Reglamento, en relación con el núm. 2.' del 176. 

El mismo Fiscal provincial considera ineficaces los extractos y 
ue seria conveniente fomentar el allanamiento a las demandas cuan- 
c el acuerdo fuera invisiblemente inprocedente y no ajustado a los 
receptos legales, dando cuenta a la Superioridad, y que en muy- 

contados casos y sólo por excepción debiera acordarse el recibimien- 
to  a prueba de los pleitos contenciosos. 
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Recon los Tribunales provinciales de lo contencio 
ministrati ., ,,,, ,~periores en la actualidad a aquellos de que 1,, ,.,a- 

'ban parte los Diputados provinciales, pero que no entran en la com- 
posición del Tribunal de la provincia los Letrados de mayor relieve 
,en la capital, por dedicarse al ejercicio de su profesión, y de esto 
deduce la conveniencia de crear un Cuerpo de Magistrados de lo 
Contencioso que departiesen sus tareas con los Magistrados de las 
Audiencias. 

Expone el Fiscal que el Real decreto de 14 de Septi 
de 1925 ha destruido casi totalmente la excepción de incompe 
-de jurisdicción, y como sus preceptos han derogado leyes soleiiiiieu, 
considera que es necesario suspeiiderlos inmediatamente, sin perjui- 
cio de que, en su día, las Cortes pudieran modificar la ley de 22 
de Junio de 1893 o convertir en ley el mencionado Real decreto. 

Y añade que es  necesario que las Fiscallas de lo Contencioso fue- 
ran dotadas de local adecuado, personal apto y consignación suficien- 
t e  de materias, para poder establecer en forme debida el servicio, ya 
.que la mixtificación en los servicios de las Abogacías del Estado, 
hace que los buenos deseos de los Fiscales de lo Contencioso, se  
estrellen con frecuencia con imposibilidades de orden material. 

embre 
!tencia 

Navarra 

Manifiesta el Fiscal provincial que lo más szliente de lo acaecido 
e n  este año judicial ha sido el incremento de asuntos iniciado en los 
dos años anteriores. lo cual ha sido debido a la puesta en vigor en 
la provincia de los preceptos del Estatut > municipal, Real decreto- 
ley de 4 de Noviembre de 1925 y Reglamento para la Administra- 
ción municipal de Navarra 

Añade que se observa ficultad para obtener la aplica- 
ción del art. 5.' del citado , y que son varios los casos en 
que se accedió al recibimiento a prueba, no obstante haber confor- 
midad de las partes en 16s hechos, en unos casos, y en otros versan- 



do la prueba sobre elementos de hecho no contenidos en la discu- 
sión escrita. 

En materia de computación del plazo para i rso 
contencioso-administrativo, el Tribunal provincia1 mantiene ei crite- 
rio de que es  preciso que exista notificación en forma o la publica. 
ción oficial del acuerdo recurrido, sin que estime suficiente la exis- 
tencia de actos acreditativos de que el interesado conocía con ante- 
rioridad la resolución que ataca. 

Oviedo. 

Expresa el Fircal provincial que en el periodo de 1929-30 hubo 
-..-epcional entrada de pleitos contencioso administrativos, debida 
a los resultados y consecuencias del régimen politico por que ha 
pasado España, y señala el fenómeno de que las Corporaciones mu- 

' 

nicipales adoptan posiciones distintas de las que antes tuvieron, . 
pasando del papel de coadyuvantes al de desistentes, mientras que 
el Fiscal no ha variado de actitud, porque siempre se puso a tono 
con las exigencias de la justicia, desdeñando todo elemento supra o 
extrajiiridico; que así ostenta en su haber allanamientos que antes 
parecían temeridades y aun jactancias, y eran reconocimiento debido 
de reivindicaciones de elemental jiisticia. 

De esto deduce la necesidad de investir a los Fiscales provin- 
ciales de la facultad de allanarse, bajo su estricta responsabilidad, a 
demandas dirigidas contra cualquier resolución de Autoridades pro- 
vinciales, en apoyo del interés moral de éstas y del decoro del Mi- 
nisterio fiscal. 

Exterioriza la viva satisfacción producida por la derogación del 
Decreto de 14 de Octubre de 1926 y por la publicación de los Rea. 
les decretos de 13 de Marzo de 1930. 

El estado de asuntos del último año judicial demuestra el aumen- 
to  de los tramitados, y que fueron resueltos en sentido favorable a 
las pretensiones del Fiscal más del duplo de los decididos en contra. 

Palencia. 

El Fiscal provii:cial expresa que de los 17 pleitos terminados en 
el año judicial de 1929 30, 12 lo han sido por sentencia favorable a 
la Administración; que es digna de elogio la rapidez con que el Tri- 



Dunai provincial ha tramitado los recursos y que siguen sinrienuose 
los efectos de la Real orden del Ministerio de la Gobernación de 1 6  
de Enero de 1926, y qlie el Tribunal acepta el criterio de la Fiscalia 
de conceder el recibimiento a prueba con caracter restringido y sólo 

ceda. 

Santa Cruz d e  Tenerife. 

Reproduce lo dicho en anteriores Memorias sobre el frecuent 
recibimiento a prueba, que acuerda el Tribunal provincial a petición 
de las partes recurrentes, contra el espiritu que informa la jurispru- 
dencia constante del Tribunal Supremo, en armonía con la naturale- 
za esencialmente revisora de la jurisdicción contencioso administra- 
tiva. 

Aboga por que se  dicte una disposición aclaratoria que armonice 
los preceptos contenidos en los articulas 261 del Estatuto municipal 
y 69 y 100 de la ley de lo Contencioso-administrativo, y expone iin 
caso ocurrido en cierto recurso contencioso, interpuesto contra un 
aciierdo municipal, en que en tramite de formar el extracto se pre- 
sentó escrito por el recurrente expresando que el asunto habla sido 
objeto de transacción con el Ayuntamiento y pidiendo se diera por 
terminado el litigio, sin fallo en cuanto al fondo, y se  archivaran las 
diligencias, lo que acordó el Tribunal, no obstante nb haber un de- 
sistiiniento expreso del recurrente. 

Soria. 

El Fiscal provincial indica el número de pleitos tramitados en el 
año 1929-30, de los cuales han terminado por sentencia firme 22; eii 
sentido favorable a la Administración, 17; en sentido contrario, dos, 
y los tres restantes, en que s e  allanó el Fiscal, referentes a cuestio- 
nes relacionadas con el Estatuto municipal, fueron resueltos de 
acuerdo con las demandas respectivas. 

Añade que existe un pleito relativo al impuesto especial sobre 
bienes de las personas juridicas, que fu6 decidido por el Tribunal 
provincial a favor de la Administración, habiendo apelado de la sen- 
tencia la parte contraria; que en ningún pleito se  practicó prueba ni. 
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lo que ha formado la Memoria anual, m5s que por las indicaciones 
que pudiera contener, en cumplimiento del precepto que la exige, y 
para dar cuenta del movimiento de asuntos y del funcionamiento del 
Tribu! ncial de lo Contencioso administrativo. 

Bl,,,,La a el Fiscal provincial que en el año3judicial de 
1919-30 no han surgido casos especiales dignos de estudio que me. 
rezcan llamar la atencióp. 

Casi todos los recursos han versado sobre acuerdos de los Ayun- 
tamientos, y si no fuera por las facilidades que concede la legisla- 
ción vigente, iio hubiesen llegado a la vía contencioso-administrati- 
va, a juicio del Fiscal de la provincia de Tarragona. 

Teruel. 

El Fiscal provincial manifiesta que el Real decreto de 16 de Julio 
de 1929 ha puesto cortapisas a la interposición de recursos en que 
se  abusaba de la gratuidad concedida en el art. 256 del Estatuto 
miiiiicipal, entablando recursos improcedentes unas veces, y otras 
por personas cuyos derechos no habían sido agraviados. 

Estima conveniente la unificación del procedimiento en los re- 
cursos contra acuerdos municipales y provinciales, prescindiendo de 
la cuantfa, porque ésta no refleja realmente la importancia de los 
asuntos. 

En la materia de cuentas municipales, sostiene que el recurso 
contencioso-administrativo a que se  refiere el art. 581, párrafo se- 
gundo, del Estatuto municipal, debiera ser tramitado y resuelto en 
los mismos plazos que los restantes recursos, puesto que, aplicando 
los artículos 749 y siguientes de la ley de Enjuiciamiento civil, el 
Ministerio fiscal tiene únicamente el plazo de seis dias, prorrogable 
por tres más, para contestar a las demandas, precisamente en asun- 
tos que requieren el estudio detenido de las partidas de las cuentas, 
además de la cuestión legal. 



propone I . . que se cc . . acultade: . . , También 1 incedan f ; al Mini: :al 
para poder aiianarse a ias aemandas e interponer o no recurso d e  
apelación-en los pleitos contencioso-administrativos, con 
hecho en materia municipal, descargando por este medio 
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Valencia. 

El Fiscal de esta provincia hace patente la intensa labor realiza- 
da por el Tribunal de lo Contencioso-administrativo en el año 1929- 
30, en el que terminaron 104 pleitos, quedando en tramitación 103. 
Clasifica estos pleitos en orden a las Autoridades que dictaron los 
acuerdos recurridos, y expresa que, entre 105 pleitos, 97 versaron 
sobre resoluciones de la Administración municipal. 

Añade que la cifra de los fallos adversos guarda ca: na 
proporción que en años anteriores, pues sólo han sido 10 entre 9G 
pleitos fallados. 

Valladolid. 

Manifiesta el Fiscal provincial que el hecho saliente en la trami- 
tación de los recursos contencioso administrativos ha sido la práctica 
del Tribunal provincial en orden al recibimiento a prueba, conce- 
diendola cuando se observa lo deterniinado en el art. 325 del Regla- 
mento y se niegan por la Fiscalía los hechos aducidos de contrario. 
S e  ha llegado hasta conceder la práctica de prueba sobre hechos dis 
tintos de los alegados ante los órganos de la Administración. 

Con esta práctica es evidente la desnaturalización de la jurisdic- 
ción contencioso-administrativa, como dice el Fiscal provincial, y 
además cabe el peligro de  que los fallos se dicten con arreglo a nue- 
vos hechos que las partes señalan libremente. En un pleito sobre pro- 
visión de un cargo municipal el reclamante invocó ante el Tribunal 
provincial méritos no alegados en la solicitud de nombramiento, y 
habiéndose acordado prueba de los mismos, el Tribunal dictó senten- 
cia favorable al actor. 

Dice el Fiscal que la facultad de revisión que compete a los Tri- 
bunales de lo Contencioso se ha convertido en facultad de suprema- 
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i jerarquica, aun mas exrensa que ia innereiire a un recurso ae ai- 
da, citani efecto el art. 88 del Regl le 29 de Julio 
19'24. 
Estima el Fiscal que la concesión liberal del reciuiiiiiento a Drue- 

ba puede dar lugar a prácticas de mala fe. El ituto 
municipal dispone que se impondriin siempre 1: ente 
o a los responsables. 

Se ha dado el caso de que una persona responsable de unas cuen- 
tas formadas omitió voluntariamente ante.el Ayuntamiento la justifi- 
cación de sus descargos, y habiendo recurrido contra el acuerdo con- 
denatorio, ofreció ante el Tribunal provincial toda la prueba proce 
dente. Como por el resultado de Csta puede hacerse ineludible la re- 
vocación del acuerdo, las personas que ante la falta de justificación 
por el cuentadante dictaron el acuerdo, pueden sufrir la condena de 
costas por la mala fe del recurrente. 

En coiisecuencia, opina el Fiscal provincial que urge adoptar las 
medidas necesarias para que el recurso contencioso tenga en la rea- 
lidad las caracteristicas que le asigna la ley. 

Expone también el Fiscal que en recursos contenciosos entabla 
dos al amparo del art. 581 del citado Estatuto, el Tribunal provin- 
cial impuso las costas a los Concejales, y la Presidencia del Conse- 
jo de Ministros dictó Reales órdenes relevándoles de dicho pago. 
Los litigantes perjudicados acudieron al Tribunal provincial, invo- 
cando el Real decreto de 13 de Marzo de 1930 para solicitar el al- 
zamiento de la suspensión de la sentencia en la parte relativa a la 
imposición de costas. El Fiscal se opuso a esta peticih, fundándose 
en que las aludidas Reales órdenes no constituían inejecución de 
seiitencias dictadas sobre ejercicio de facultades regulares de la Ad- 
ministración y porque era el Tribunal Supremo el órgano encargado 
de resolver estas cuestiones, según el Real decreto de 14 de Octu- 
bre de 1926. De acuerdo con el dictamen del Fiscal, el Tribunal 
acordó librar traslado de la sentencia a la Autoridad administrativa, 
a quien corresponde la efectividad de las costas, según lo dispuesto 
en el art. 93 de la ley orgánica de esta jurisdicción. 

Vizcaya. 

El Fiscal provincial consigna con satisfacción que no ha tenido 
que vencer ningún obstáculo en el desempeño de su cargo. 



Consiaera necesario que se  rile una cuantía minima para que pue- 
da interponerse recurso contencioso-administrativo, con el fin de  
evitar la repetición de casos como el ocurrido de promover un plei- 
to sobre comiso de una vela y una botella de aceite, que valía me- 
nos de seis reales. 

Las innovaciones que el Estatuto municipal ha introducido en el 
procedimiento contencioso Iian originado aumento notable en el nú- 
mero de recursos, abogando el Fiscal por la simplificación de los 
trámites, suprimiendo algunos, aumentando la cantidad para se- 
parar los pleitos de mayor y menor cuantia y suprimiendo la cele- 
bración de vista cuando las partes no la haya11 solicitado, y ello sólo 
en los de mayor citantia. 

Las facilidades que el Estatuto concede, han motivado reclama- 
ciones verdaderamente ridículas: habiendose tramitado pleitos sobre 
el uniforme del guardia municipal de uii pueblo y sobre el lugar don- 
de debió tocar la banda de música de otro pueblo; y es la gratuidad 
del procedimiento el mayor aliciente para la temeridad. 

El Fiscal provincial no s e  ha allanado a ninguna demanda y en- 
tiende que cuando las Corporaciones provincia~les o municipales de. 
claran lesivo a sus intereses algún acuerdo y lo impugnan en vía 
contenciosa, el Fiscal no debe intervenir, puesto que la cuestión se 
reduce a un litigio entre la Corporación demandante y el demanda- 
do y l a  Administracióii en estos casos es la entidad actora. 

Y termina diciendo que debe desaparecer el carácter público de 
la acción contenciosa, para que solamente puedan ejercitarla los per- 
sonalinente agraviados eri sus derechos, evitando que sean testafe- 
rros los que algunas veces acuden a esta vía, buscando la condena 
de costas por carecer de medios económicos. 

Zamora. 

Expresa el Fiscal provincial el provechoso resultado que en la 
materia del recibimiento a prueba de los pleitos han dado las reglas 
contenidas en el Real decreto-ley de 16 de Julio de 1929, y estima 
que debería condicionarse aún más la admisión de la probanza, para 
resaltar el carácter revisor del procedimiento contencioso-adminis- 
trativo. 

Alaba la gratuidad del procedimiento en asuntos municipales; 



:ro entiende que deberfa ser condicionada a fin de que no pueda 
r esgrimida por los litigantes de mala fe  que impiden el cumpli- 
lento de acuerdos municipales de indudable importancia y trans- 
mndencia, al mismo tiempo que dificultan la buena marcha de esta 
risdicción. Por ello defiende lo dispuesto en el Real decreto ley 
t. 16 de Julio de 1929, que establece castigo para el litigante teme- 
,rio que, prevalido de la gratuidad, entorpece la via municipab y la 
'denada marcha de esta jurisdicción. 

Hace patente la extraordinaria importancia que adquiere por dias 
recurso contencioso-administrativo, en atención al carBcter inter- 

;ncionista del Estado moderno, y aplaude la fructuosa labor reali- 
ida por el Tribunal provincial en el año ultimo. 

Y termina el Fiscal congratulándose de que el Real decreto de.13 
r Marzo de 1930 haya restablecido la legal ejecutoriedad de las 

sentencias dictadas por esta jurisdicción, con las limitaciones deter- 
minadas en la ley para los casos de suspensión e inejecución de los 
fallos, cumpliendo con ello el indiscutible principio procesal de per- 
,mitir el cumplimiento de la cosa juzgada por ejecutoria recaída. 

Los Fiscales de lo Contencioso-administrativo de Alicante, Al- 
meria, Aviia, Baleares, Cádiz, Ciudad Real, Coruña, Gerona, Hues- 
ca, Lérida, MBlaga, Madrid, Murcia, Orense, Pontevedra, Sala- 
manca, Segovia, Sevilla, Toledo y Zaragoza, no han remitido las 
Memorias. 
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Justamente alarmados comerciante inte ia mala 
fe d t  los aceptantes de letras de cariiviv, IIUC U ~ ~ ~ ~ I C I I  sistem81ica- 

ite tacha de falsedad a su aceptación, al tiempo de protestar la 
a por falta de pago, con el fin de quitar a la cambia1 fuerza eje- 
va, han acudido al Poder públ~co en demanda de protección 
tra tales maquinaciones, Iiaciendo constar la imprecisión que, a 
~iicio, tienen los textos legales en que puede fundarse la repre- 
i del abuso fraudulento que tal cond~icta supone entre los qiie 
aceptado letras de cambio en pago de mercancías. 

Hacen constar tales comerciantes e industriales, r e  dos 
el Fomento del Trabajo Nacional, el desacuerdo existente entre 

los distintos Juzgados y Tribunales al juzgar tal hecho, y expresan 
asimismo el diferente criterio sustentado por distintos tratadistas 
acerca de cuál sea la verdadera naturaleza iuridica del delito en que 

urre el aceptante de una letra de cambio que la tacha, a sabien. 
,, de falsedad, al sólo y único objeto de evitar la ejecución, pues 

,,.,a unos se trata de un delito de falsedad en documento público; 
para otros, de esa misma falsedad en documento de comercio; creen 
algunos que se trata de una tentativa de estafa, estimando los me- 
nos que puede constituir una calumnia, y opinando, por último, 

os que tal negativa debe considerarse como un medio de defensa 
S o menos legítimo, que puede tener, a lo sumo, sanción civil. 
A unificar el criterio fiscal en tan importante materia tienden las 

.observaciones que v tinuación: 
Es notoria la gra el hecho cometido por quien niega la 

legitimidad de su firi propósito de perjudicar a aquel a favor 
.del cual nace un derecho del reconocimieiito negado, Pero es evi- 



dente también que no todo acto injusto es delito, y q,, ,, 
del Código penal preceptúa que no se  admitir& la interpretacion 
extensiva, ni tampoco la analogia o semejanza, para definir delitos 
o faltas o agravar penas, y, por consiguiente, que para que una 
infracción y quebrantamiento del derecho sea definida como delito, 
es  indispensable que tal infracción consista en una acción u omisión 
voluntaria, penada por la ley, conforme al att. 26 del Código penal. 

iY est& penado por la ley el acto de negar el aceptante la legi- 
timidad de su firma, poniendo tacha de falsedad a la aceptación, al 
tiempo de protestar la letra por falta de pago? y' 

El Fiscal ha de tener por evidente la neg&iva, y las mismas 
dudas y vacilaciones alegadas lo confirman y justifican. 

Con tal negativa no se comete un delito de falsedad, porque tal 
hecho no esta comprendido ni en el art. 361, ni menos en el 362, sin 
que para estimarlo comprendido valgan analogias o semejanzas, ya 
que en el documento letra de cambio. por el hecho de negar auten- 
ticidad a la firma de la aceptación, no s e  realiza acto alguno com- 
prendido en los nueve casos a que dichos articulos se  refieren. 
Tampoco podrh sostener el Fiscal que la falsedad nace del acta de 
protesto en que consta la negativa, porque esta negativa, para ser 
punible, es  necesario que se  haga bajo juramento y en la forma que 
los artículos 401 y 402 establecen. 

Tampoco puede calificar el Fiscal acertadamente tal negativa 
como tentativa de estafa, pues no definiéndose la misma como de- 
terminante de dicho delito en ninguno de los artículos del Código, 
referentes a las estafas y otros engaños, el art. 2.' prohibe que, por 
analogía o semejanza, se  amplie por interpretación el concepto de 
tal delito de estafa a la negativa de que se  trata, y mucho más vio- 
lento e improcedente es el calificarlo de calumnia, faltando, como 
faltan, en la simple negativa los elementos que habian de consti- 
tuirla. 

Tampoco se  ha de resignar el Fiscal con la opinión de los que 
consideran tal negativa como un medio de defensa más o menos le- 
gítimo que pueda tener, a lo sumo, sanción civil, pero que no pueda 
ser objeto de materia delictiva. La repetida negativa e s  un hecho 
grave, revelador de un propósito de perjudicar al tenedor de la letra 
de cambio, al que real y verdaderamente se le causa el enorme per- 
juicio de verse privado del derecho privilegiado que a la letra de 
cambio concede la ley para hacerla ejecutiva, y tal negativa puede 



ser y será siempre constitutiva de delito, cuando el tenedor de la- 
letra ejercite los derechos que la ley le concede. 

Es manifiesto que, según el art. 521 del Código de Comercio, la 
acción que nace de la letra de cambio para exigir en sus casos res- 
pectivos del librador, aceptantes y endosantes el pago o reembol- 
so, será ejecutiva, debiendo despacharse la ejecución, en vista de la, 
letra y del protesto, sin otro requisito que el reconocimiento judicial 
que hacan de su firma el librador y endosantes demandados, cuyo 
reconocimiento no será necesario para despachar la ejecución contra 
el aceptante cuando no se hubiere puesto tacha de falsedad en el 
acto del protesto por falta de pago. Luego a contrario sensu, 
cuando se haya opuesto tacha de falsedad en el momento del pro- 
testo, para que pueda despacharse la ejecución contra el aceptante, 
serh necesario el reconocimiento judicial que dicho artfculo estable- 
ce. Si en éste el aceptante negare bajo juramento, o no reconociere 
la autenticidad de la firma y luego en el procedimiento civil ésta se 
declara auténtica, el Fiscal, en vista del tanto de culpa correspon- 
diente, acusar4 al culpable como autor del delito del art. 402, si el 
juramento fuese indecisorio, como lo es siempre el exigido en casos 
semejantes. 

Con esto, el autor de la negativa llevar&, aplicando estrictamen- 
te  la ley, el condigno castigo. Lo que no puede hacer el Fiscal es 
estimar que la mera negativa de legitimidad hecha en acta notarial 
sea constitutiva de un delito, pues la presunción de legitimidad, por 
clara y vehemente que sea, no puede nunca sustituir a la declaración 
que el Tribunal civil deberá hacer por sentencia firme sobre la legi- 
timidad de la firma, a la vez que la declaración de que existen tnoti. 
vos para presumir que obró el aceptante con malicia, pues entonces, 
y 5610 entonces, el hecho será constitutivo de delito, y el Fiscal 
ejercitará la acción penal que corresponde a nuestro ministerio. 

vase V. 1. prestar a esta Circular el debido cumplimiento y- 
el correspondiente recibo. 

~ a d r i d ,  22 de Septiembre de 1929. 

JosÉ OPPELT 



acerca d e  la oe l i~ ro s idad  d e  los  actos cuiiieiiui 

edificios 

El alarmante y escandaloso hundimiento de una casa de siete 
pisos, en construcción, en la Avenida de Menéndez y Pelayo, nú- 
mero 77, de esta Corte, que hay que añadir a los muchos acaecidos 
con aiiterioridad, demuestran la existencia de un grave mal que per- 

. dura, y que e s  necesario atajar con los medios que las leyes facilitan 
y ponen a disposicibn de los Jueces, Tribunales y Ministerio fiscal. 
Este grave mal fué deiitinciado y expuesto en la Memoria elevada 
por esta Fiscalía al Gobierno de Su Majestad en la solemne apertu- 
ra de los Tribunales del corriente año judicial; y con el fin de que 
cuantos deban tener conocimiento del grave problema lo tengan, y 
los que deban castigar las infracciones que nazcan de tales Iiundi- 
mientos las castigueii, se  transcriben a continuacitn los párrafos de 
dicha Memoria. pertinentes al caso que V. S. tendrá muy en cuenta 
para atemperar a ellos su proceder yconducta. 

Decían asi los referidos párrafos: 
nEste concepto de la responsabilidad criminal, derivada de he- 

chos punibles engendrados por la culpa, lia sido sustancialmente 
modificado y ampliado por el nuevo Código, creando una porción 
considerable de figuras de delito, en los que la sola realización del 
acto culposo es punible, aun cuando, como consecuencia del mismo, 
no se haya causado alin lesión o daño, bastando para ser punible que 
exista tal posibilidad de realización, pues en este caso, la peligro- 
sidad del acto realizado reclama su castigo en defensa de la socie- 
dad y de la ley. 1 

nBueno es  que en esta nueva fase de la responsabilidad fijen su 
atención cuantos no la conozcan, y, sobre todo, aquellos que hasta 
aquí, con evidente imprudencia y con absoluto menosprecio de la 

v ida  o de la integridad de las personas, las ponen en constante peli- 
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: en términos generales, concretemos la misma a uno de SUS 

tos, el más grave quizii, ya que, como antes repetidamente 
manifestado, no hay que perder nunca de vista el fin regla- 

mentario de la presente Memoria. 
,Me refiero, Señor, al hecho gravísimo y escandaloso de la ser ¡e 

punible de hundimientos de edificios, principalmente dedicados a la 
vivienda. construidos en la mayoría de los casos en forma tan es- 
candalosamente punible, que la misma magnitud de la imprudencia 
la ha hecho venial eii vez de mortal, pues muchos de esos edificios 
estaban construldos en forma tan desastrosa, que se hundieron, por 
fortuna, antes de ser habitados. Este mal debe ser atajado, ya que 
la ley penal da a nuestro Ministerio y a los Tribunales de Justicia 
elementos para combatirlo. 

»Para que, con arreglo al Código penal de 1870, constituyera 
hecho punible aquel a que anteriormente nos referimos, era indis- 
pensable que la construcción llevada a cabo con tan evidente impru- 
dencia s e  hundiera en todo o en parte, y, como consecuencia de tal 
Ii~indiiniento, sobreviniera una lesión o un daño que, de mediar ma- 
licia, constituyera delito grave o menos grave si la imprudencia era 
temeraria, o se cometiera un delito cualquiera si la imprudencia era 
simple, coi1 infracción de los Reglamentos. Pero se  estaba constru- 
yendo un edificio contra toda prevención técnica o reglamentaria; 
sus paredes estaban llenas de grietas, aun no acabadas eii su eleva- 
ción; los cimientos eran insuficientes, los materiales detestables; 
sólo se iba a concluirlo cuanto antes, para cuanto antes también 
arrendarlo lo más caro posible, aprovechándose de la crisis de la 
vivienda, sin tener para nada en cuenta el peligro que corriera la 
vida de los f~ituros y desgraciados inquilinos. Pues bien, este hecho, 
aun cuando conocido y proclainado con la afirmación general de 
.esta casa se  hunde>, no era punible; había que aguardar a que la 
casa se  hundiera, y entonces, a la vez que se  avisaba a los bombe- 
ros para que sacaran de los escombros a las pobres víctimas, se avi- 
saba también al Juez de guardia para que incoara el correspondiente 
proceso, poniendo en la careta de la causa por todo amparo social la 
calificación de homicidio por imprudencia, cuando de resultas del 
hundimiento hubiere muerto alguna persona. 

>Ahora, gracias al nuevo Código penal y a sus sabios confeccio- 
nadores, no hay que aguardar a tanto para exigir al impruden:e- 



.constructor la responsabilidad ciiminal correspondiente a su mal 
.proceder. 

>El art. 569 del Código penal vigente, despué 
delito intencional de estragos en sus artículos 559 ai Sbtl, s e  ocupa 
de distintas infracciones c~ilposas, que denomina delitos afines a los 
estragos, imputables a iinprevisióii, imprudencia o impericia, y que 
vienen a ser, por tarilo, estragos provenientes de culpa. Entre ellos, 
el art. 569 castiga al que por imprevisión, impriideiicia o impericia 
produzca explosión, inundación o naufragio, hundimiento u otro 
desastre o daño general, siendo mayor la pena correspondiente si 
del hecho resultase riesgo para la vida de las personas. En el hecho 
concreto que vamos a examinar hay dos foriiias de delito de estrago 
por hundimiento: uno el doloso del art. 568, que lo comete el que a 
sabiendas infringiere los Reglanientos, dirigiendo o ejecutando una 
construcción u otra obra análoga o una demolición, poniendo en peli- 
gro la vida o la salud de las personas, y otro el culposo del 570, que 
surge cuando sin malicia se  infringen los Reglamentos, dirigiendo o 
ejecutando una construcción u otra obra análoga o una demolición, 
poniendo tambien en peligro la vida o la salud de las personas. 

 integran, pues, ambos delitos, en primer lugar, una infracción 
de las reglas técnicas preceptuadas para dirigir o ejecutar una cons- 
trucción o una demolición, y que, como consecuencid de tal infrac- 
ción, se ponga en peligro la vida o la salud de las personas, siendo 
la forma más grave la infracción intencional, y la menos grave la 
infracción sin malicia o culposa. Pero hay en esta la nota caracteris- 
tica que antes expresábamos, y que integra la nueva forma del de- 
lito culposo, y es  que, para que surja su existencia, no es  necesario 
que con motivo de la infracción se realice un mal o daño que, de 
mediar malicia, constituiría delito; basta para que exista infracción 
penal que con ella se ponga en peligro la vida o la salud de las per- 
sonas. 

;Veamos las consecuencias que del moderno concepto de tal 
delito culposo se  deducen y cuánto importa fijarse en ellas al Minis- 
terio fiscal para discernirlas con claridad. 

>Siempre que se  trate de un hundimiento ha de estimarse que el 
origen del mismo puede ser un hecho punible, que es necesario 
esclarecer, aun cuando como consecuencia de él no hayan acaecido 
lesiones a las personas ni otros hechos que, de mediar malicia, cons- 
tituirian delito. No puede presenciarse tal acaecimiento con indife- 
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rencia, puesto que él mismo constituye un peligro social que es ne- 
irio castigar; IJ mienfras no se demuestre que tal Iiundimiento 
>reducto de un caso jortuifo, conforme al arf. 35 del Códi- 

,. penal, pnleba que incumbirá siempre al que lo alegue, ha 
de 6 que tal hundimiento es  consecuencia, en el caso mhs 
favc 2 la imprudencia, de la impericia o de la imprevisión, a 
l n e ~  ntar la desconsoladora doctrina de que los edificios se 
hacen para que se  hundan, y de que no existen garantías técnicas y 
reg!ainentarias que con su cumplimiento aseguren la subsistencia de 
una edificación, fuera, naturalmente, del caso fortuito antes referi- 
do, imprudencia que la mayor parte de las veces se  verá acompa- 
ñada de la presencia de sórdidos intereses de hombres sin concieti- 
cia, que no vacilan en exponer la vida o la salud de las personas a 
los estragos de un hundimiento ante la execrable idea de un lucro 
punible, castigado en el art. 32 del nuevo Código penal, sacrifican- 
do la buena calidad de los materiales empleados en la construcción 
o calculando con punible ligereza la resistencia de la construcción o 
de  la obra, debiéndose tener siempre en cuenta que para que s e  co- 
metan los delitos de los artículos 56> y 570 del Código penal no es  
necesario que sobrevenga el hundimiento ni otro accidente, bastan- 
do para exigir responsabilidad en cualquiera de ambos casos que la 
dirección o ejecucióii de la obra, construcción o demolición se  rea- 
lice poniendo en peligro la vida o la salud de las personas. 

»Si existe malicia en el hecho por parte del responsable del pe- 
ligro y a sabiendas infringe los Reglaiiieiitos, dirigiendo o ejecutan- 
do una construcción o una deiiiolición, poniendo en peligro la vida o 
la salud de las personas, cometerá su autor el delito voluntario pre- 
visto y penado en el citado art. 5ü8 del Código, y en esta figura 
intencional del delito se  ha de tener en cuenta que el mismo puede 
cometerse, tanto por el que dirige la obra, como por los encargados 
de su ejecución. 

xSi el peligro o el hundimiento de la construcción o de la demo- 
lición no procede de un acto malicioso, la ley exige que, a menos 
de constar o probarse la exisfencia de un caso fortuito, tiene 
necesariamente que existir iin responsable del mismo a quien se  
impute el hecho, como consecuencia de la imprevisión, la impruden- 
cia o impericia. 

>La observancia de las disposiciones reglamentarias técnicas que 
regulan las construcciones de obras y otras edificaciones, permiten 



asegurar, dada su eficacia cientitica, que su cumplimiento es segura5 
garantía de éxito para la completa terminación de las mismas y pare 
su uso o aprovechamiento, sin peligro para la vida o la salud de las 
personas, pues afirmar otra cosa sería, como decíamos antes, consa- 
grar y reconocer el fracaso de cuantas garantías consigna la tecnica 
profesional reglamentaria y proclamar su inutilidad, con gravisima 
ofensa para la ciencia de las construcciones y para sus cultivadores, 
y,  por tanto, los directores y los constructores de las obras, o am- 
bos a la vez, deben necesariamente responder de todo peligro y de 
sus naturales consecuencias, a menos que prueben cumplidamente 
que el mismo proviene de'un suceso que no ha podido preverse o . 
que sobrevino de un accidente extraño a toda accióii punible o por 
simple accidente material. 

.Si el peligro proviene de que la obra o co1istrucci6n está mal 
calculada por su director, éste y los que, en su caso, autorizara11 o 
aprobaran los planos serán responsables, 'conforme al art. 570 del 
nuevo Cddigo penal, del delito castigado rn el párrafo primero del 
mismo, ya que éstos, con su aprobación y autorización, son coauto- 
res, con el director y autor del proyecto, del delito culposo, coope- 
rando con su imprevisión, su imprudencia o su impericia a la reali- 
zación del delito. 

.Cuando la obra estuviese bien pro! ectada y con todas las garan- 
tias técnicas y reglamentarias, manifiesto es  que el peligro o el de- 
sastre habrá de estimarse que proviene de defectos en la construc- 
ción, y, en este caso, conforme al párrafo primero del art. 570, será 
responsable del peligro el que, ejecutando la obra o constru~ción, 
infringió las reglamentarias garantías técnicas del caso, empleó ma 
los materiales de coiistrucci6n, disminuyó las resistencias o en algu- 
na otra forma se  apartó de las reglas y disposiciones que debió ob- 
servar y cumplir con toda diligencia y pericia. Mas en este caso no 
será solamente responsable el constructor, ejecutaiite de la 'obra: 
sino que lo será también el funcionario técnico o administrativo que, 
teniendo a sri cargo la inspección de la obra o construcción, consin- 
tió las infracciones antes referidas, pues así lo dispone el párrafo 
Últiino del citado art. 570 del Código pena). 

»No puede este Cuerpo legal llegar más lejos ni procurar con 
más cuidado por la defensa social en tales materias; y con el fin de 
que estas infracciones sean castigadas como merecen, debe darse a 
las mismas la importancia que tienen y aprestarnos todos cuantos 



coop eramos a .. . . 
i la recta administración de la justicia al mas exacto 

cumplimiento de las nuevas y justas disposiciones del Código penal 
vigente.> 

Tenga, pues, en cuenta V. S. cuanto va dicho, cuide de su 
- ---to cumplimiento y acuse recibo de la oresente Circular. 

iladrid, 26 de Noviembre de 1929, 



C I R C U L A R  

dirigida a los Fiscales provinciales de lo /Contencioso-admi- 
istrativo acerca de  las 

ci art. 50 del Reglamento de Procedimiento municipai de 23 de 
Agosto de 1924, al disponer que el Fiscal podr6 bajo su persona 
responsabilidad promover o no recurso de apelación ante el Tribu 
nal Supremo contra las sentencias y autos de los Tribunales provin- 
ciales de lo Contencioso que sean susceptibles de apelación, dando 
una amplia y honrosa libertad al personal criterio del Fiscal, modi- 
fica resueltamente en aquellos asuntos tramitados al amparo del Es- 
tatuto Municipal el rlgido y automAtico precepto del art. 62 del Re- 
glamento de procedimiento contencioso-administrativo de 22 de Ju-  
nio de 1894 que impone obligatoriamente en todo caso la interposi- 
ción de los recursos legales contra las resoinciones de los Tribuna- 
les provinciales que fueran contrarias a la Administración. 

Establecida, pues, la libertad de juicio para estimar procedente 
o no la interposición del recurso bajo la personal responsabilidad del 
funcionario, en este caso como en tantos otros de la ley, esta res- 
ponsabilidad ha de afrontarse decidida y determinadamente, bien 
apelando si asi se estima procedente, bien absteniéndose de ello si 
la resolución se  considera justa e inatacable; lo que no puede hacer- 
se es interponer el recurso, apelar y, después en el informe elevado 
a esta Fiscalía, afirmar que se considera justa la resolución recurri- 
da y que no debe sostenerse la apelación interpuesta, porqile ello 
significa tanto como que el funcionario que apeló y despues informó 
en contra, no tiene un criterio resuelto y definitivo o que pretendió 
por ese procedimiento eludir toda posible responsabilidad de sus 
actos profesionales de un modo equivoco e ilegal. 

Es verdad que el art. 464 del Reglamento de lo contencioso-ad- 
ministrativo, ya citado, preceptiia que los Fiscales de los Tribuna- 
les provinciales, expondrtIn al del Tribunal Supremo las razones que 
en su opinión favorezcan la apelación interpuesta o las que haya para 



stir de e 
-. 

Ila, pero téngase a que ese articulo hace refe- 
rencia al 62, que impone a tales funcionarios 1a:inexcusable obliga- 
ción de apelar, y, por tanto, de hacerlo aun contra su propio y per- 
sonal criterio y, por ello, en su i,nforme, podian alegar las razones 
que pudieran aconsejar al superior el desistimiento que a ellos no les 
era dable legalmente; pero ahora y en los asuntos amparados por el 
Estatuto, la obligación no existe, la opción y I i i  responsabilidad co- 
rresponden al Fiscal provincial y por tanto esa segunda parte del 
artículo 464 no tiene posible aplicación, puesto que si cuando el fun- 
cionario estima no apelable la resolución, puede y debe no apelar, 
no hay por qué pueda informar en contra de lo que fué:su libre y vo- 
luntaria decisión. 

En lo sucesivo, y atemperándose estrictamente a la legislación 
vigente, en los asuntos que se tramitan bajo el régimen del Estatu- 
lo,  los señores Fiscales provinciales decidirán bajo su responsabili- 
dad si interponen o no recurso y como de hacerlo será en virtud de 
su convencimiento profesional, al remitir los antecedentes y dando 
cumplimiento al art. 464 del Reglamento, expresarán los motivos de 
su apelación y las razones que hacen impugnable la resolución recu- 
rrida; pero nunca los en qúe funden su criterio contra la apelación, 
porque de tenerlos y de estimarlos justos no deberán recurrir. 

Como pudiera darse el caso de existir fundadas dudas, pueden 
los señores Fiscales, siempre y aun antes de que se dicte el fallo y 
previendo las posibles hipótesis sobre éste, elevar consulta a esta 
Fiscalía o aún apelar significando los motivos de su duda que así lo 
aconsejaran para la mejor defensa de la Administración, cuya defi- 
nitiva actitud compete a esta Fiscalía, pero en ningún caso incurrir 
en la incongruencia de apelar de resoluciones que se afirma después 
que se estiman justas y dignas de prevalecer. 

Los señores Fiscales de lo Contencioso prestarán a esta Circu- 
lar el debido cumplimiento y acusarán recibo de la misma a su publi- 
cación en la Gaceta. 
' 

Madrid, 2d de Noviembre de 1929. 
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Sucesos recientes, aunque por fortuna pasados, acaecidos en esta 
eor te  por consecuencia de determinados actos politicos, mueven a 
esta Fiscalfa, como órgano de comunicación del Gobierno con los Tri- 
bunales, a dirigirse a sus subordinados para fijar normas de conduc- 
ta  que si nunca han de ser olvidadas, por deducirse de la aplicación 
estricta de preceptos legales, deber. ser tenidas muy especialmente 
en cuenta en los actuales momentos en que el restablecimiento de 
libertades ciudadanas, largo tiempo en suspenso, puede dar pretex- 
so a extralimitaciones o abusos en el uso de las mismas que el Fis- 
cal, cumpliendo con los deberes que le impone su ministerio, habrá 
de denunciar instando lo necesario para que, dentro de las normas 
y garantías procesales, puedan ser sancionados por los Tribunales 
de modo inmediato a fin de que la penalidad rinda su mhxima eiem- 
plaridad y eficacia. 

Inspirado el Código vigente en el principio de la defen! 
sociedad y del régimen, no cumplirían los funcionarios fiscales sus 
primordiales deberes si no ejercitaran las acciones procedentes con- 
tra aquellos actos de propaganda ilicita en que ya sea por medio de 
la palabra hablada o escrita, la imprenta, el grabado u otro medio 
mecánico de publicación o difusión se  atacan los fundamentos de 
aquélla, se desconoce la legitimidad de éste, s e  propugna por derri- 
barlo o se  agrava u ofende su representación. 

En tal sentido el titulo 11 del libro 11 del Código penal sanciona en 
su capitulo primero los delitos contra los Poderes del Estado y entre 
ellos el art. 256 castiga las injurias, calumnias o amenazas proferi- 
das con publicidad contra el Rey aun fuera de su presencia y los 257 
y 259 a los que en la misma forma le ofendan o traten de despresti- 
giarlo con noticias o apreciaciones, o hicieran recaer en el mismo la 
censura o responsabilidad de los actos del Gobierno si con ello no 



;nriirrieren en delito más grave qiie el que define dicho art. L,,. 
La modil 
via censi 
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'icación introducic Gobierno en el régimen de la 
ira si bien otorga or amplitud para la expresión 

del pensamiento, cuando éste se mantiene en el elevado plano de la 
serena discusibn de ideas, no puede interpretarse en ningún caso 
coino benévola tolerancia para actos, propagandas o expresiones pe- 
nadas por la ley y obliga a los que la representan al más acucioso 
cuidado a fin de ejercitar las acciones procedentes contra aquellos 
que los ejerciten, realicen o profieran, tanto más cuanto que el ha- 
berse reducido especialmente en cuanto a la Prensa el número de 
materias sometidas a la previa censura, hace mas fácil el que pue- 
dan deslizarse en la misma artículos, conceptos, frases o grabados 
delictivos, razón por la cual, los Fiscales cuidaran de ejercitar en 
tales casos, sin esperar para ello requerimiento de la Autoridad gu- 
bernativa, las acciones penales procedentes, inspeccionando los s u -  
marios qlle se  incoen y dando cuenta a esta Fiscalia de su resultado. 

En igual forma y con igual diligencia habrhn de prodeder con re- 
lación a los desórdenes públicos penados en el capítulo IV del titu- 
lo 111 del Código, teniendo muy especialmente en cuenta que el ar- 
ticulo 310 sanciona el hecho de dar gritos subversivas o provocati- 
vos de rebelión o sedición en reuniones, asociaciones o lugares pú- 
blicos u ostentar en los mismos sitios lemas o banderas, o escribir o 
fijar letretos o pasquines que provocaren directamente a la altera- 
ción de orden público, y el 314 el de promover por cualquier medio 
discordia o antagonismo entre los distintos Cuerpos, Institutos u or- 
ganismos del Estado, la Provincia o Municipio, tanto civiles como 
militares o provocar el odio o la lucha armada entre los ciudadanos. 

Al reconocido celo de los funcionarios fiscales encomienda esta 
Fiscalia la mayor diligencia, no sólo para promover el ejercicio de 
las acciones penales por la comisión de tales hechos delictivos, sino 
para intervenir en las diligencias, instando lo necesario para la ma- 
yor rapidez en la tramitación de los sumarios, teniendo para ello en 
cuenta, en los casos en que sea procedente, lo dispuesto en el títu- 
lo 111 del libro IV de la ley de Enjuiciamiento criminal en la seguri- 
dad de que, procediendo en tal forma, colaboran del modo más efi- 
caz al restablecimiento de la normalidad constitucional a la que sólo 
puede llegarse de manera definitiva mediante el ordenado ejercicio 
.de derechos y cumplimiento de deberes que regulan y garantizan la 
vida ciudadana. 
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hon A n  i d i s p o s i ~ i ~ ~ i ~ s  itígales no han de ser letra nlu=, La y tiaii 

tuna virtualidad y eficacia, máxime las de carhcter penal en 
fectan al orden público y al mantenimiento del debido res- 

,,,,, ,, principio de autoridad en que descansa la paz social, es pre- 
ciso velar celosamente pc esa misión in- 
cumbe en primer termino, e la ley, 
nisterio fiscal. 

Los señores Fiscales : hn manifestarse enterados de la 
presente Circular al siguic le haber llegado a su poder el nii- 
mero de la Gaceta en que te, y cuidarán de interesar su pu- 
blicación en el Bolefln Oficial de la provincia respectiva. 

SANTIAGO DEL VAI 

Madr 
i 

Marzo de 1930. 



C I R C U L A R  

acerca ur: la inrervención del Ministerio fiscal en la represen- G@4 tación y defensa de ausentes, menores e incapacitados b ~ '  L L  
Con ser iiluy importantes las funciones y la intervención, que en  

el orden penal, atribuyen las leyes al Ministerio fiscal, no lo son 
menos aquellas qae afectan al civil, y en éste, especialmente, las que 
atañen a la representación y defensa de ausentes, menores e incapa 
citados; en una palabra, de todas aquellas personas que tienen limi- 
tado o intervenido por una autoridad tutelar, a virtud de causa legal, 
el libre ejercicio de su capacidad civil. 

El Estado no puede, no ya abandonar, ni siquiera mirar descui- 
dadamente, la misión tutelar que, por interés social, le incumbe res 
pecto de aquellas personas que, por unas u otras causas, no ~ 5 t h  
en condiciones de gozar del pleno ejercicio de la capacidad civil. 

Y esa misión, por expresa disposición de la ley, esta confiada al 
Ministerio público, y lia sido ejercida en todos los tiempos y en to- 
dos los países cultos por medio de magistraturas o instituciones ade- 
cuadas, que muy bien pueden considerarse como de derecho pú- 
blico. 

Hemos de reconocer que no siempre se presta la debida atención 
a tan importante función; y es deber de esta Fiscalía el procurarla, 
excitando el celo de sus subordicados en cuanto al cumplimiento de  
la misma se refiere. 

La ley provisional sobre organización del Poder judicial, en su 
articulo 838, determina que corresponde al Ministerio fiscal, entre 
otras varias funciones, la de representar y defender a los menores, 
incapacitados, ausentes o impedidos para administrar sus bienes. 

Y el vigente Estatuto del Ministerio fiscal, en el número quintos 
de su articulo 2.', prescribe, en consonancia con el anteriormente 
citado de la ley Orgánica, que es atribución y deber del Ministerio 
fiscal la de representar y defender a los menores, incapacitados, au- 
sentes o impedidos para admiiiistrar sus bienes, hasta que se les pro- 



vea de las instituciones tutelares previstas por las leyes en cada caso 
para la defensa de sus propiedades y dereclios. 

No define el Código civil la ausencia, que puede entenderse lo 
es, segtín el inismo, el estado juridico de utia persona que abandonó 
su residencia habitual y cuya existencia no consta, igtiorándose su . paradero. - Tres estados o situaciones legales reconoce el Código civil en 
orden a la ausencia: la ausencia simplemente de hecho, la de dere- 
cho, o sea la declarada judicialmente, y la presunción de muerte del 
ausente. Y eii los tres tiene intervención señalada por la ley el Mi- 
nisterio fiscal. 

El Código civil establece, en su art. 181, las medidas provisio- 
nales que deben adoptarse en caso de ausencia y Iiasta tanto que esa 
situación sea declarada judicialmente, prescribiendo qiie el Juez, a 
instancia de parte legitima o del flllinisterto fiscal, podrá nombrar 
quien represente al ausente en todo lo que fuere necesurio, y que esto 
inismo se  observad cuando en iguales circunstaiicias caduque el po- 
,der conferido por el ausente. 

Esta situación sólo constituye un estado preliminar o previo de 
los otros dos, que son los que propiainente vieneti a modificar el 
ejercicio de la capacidad civil del ausente. 

El nonibramiento de representante del aiisente habrá de recaer, 
necesariamente, en alguna de las personas a quienes se  refiere el ar- 
ticulo 183 y por el orden de preferencia que en el mismo se  esta- 
blece. 

A falta de dichas personas, el Ministerio fiscal habrA de procurar 
recaiga el nombramiento en quien, a mas de las condiciones preci- 
s a s  de aptitud para el desempeño del cargo, sea de reconocida res- 
ponsabilidad y solvencia, y habrii de procurar asimismo, ante todo, 
que se  cumpla el precepto legal de que no carezca de representa- 
.ciOn el ausente. 

No dice el Código lo que procede hasta tanto que esa represen- 
tación sea efectiva, mediante el nombramiento y la aceptación del 
nombrado; pero tenemos por cierto que en esa situación interina in- 
cumbe', por ministerio de la ley, la representaci6n del ausente, ya 
que sin ella no puede estar, al Ministerio público 

Al decir el C6digo que el Juez podrá nombrar un representante 
del ausente, bien claramente indica que se  trata de una facultad y 
no de un deber con fuerza de obligar; facultad de la que hara uso el 



rio fi 
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J,b,ado apreciando las circunstancias en cada caso. Y si el Minisí, 
iscal entendiere que es procedente la representación del ausen- 
t al solicitarla del Juzgado éste la denegare, contra la negativa 
á de utilizar todos los recursos legales que esten a su alcance. 

En cuanto a las facultades que al Ministerio fiscal atribuye la r- 
presentación del ausente, no h'ay más que atenerse a lo expresame 
t e  dispuesto en el art. 182 del Código civil. 

El 185 de podrán pedir la declaración de au- :termina 

do esas 1 

quiénes 

Jersonas 
sencia. 

Pero cuan ;tiendo nu cjai ~ 1 1 a n  
.esa fac~iltad, ~ q ~ i é  procede hacer? 

idudablemente debe ser el Ministerio fiscal quien la ejercite. 
A que procedimiento habrhn de ajustarse, lo mismo la adopción 

ae ias medidas provisionales en caso de ausencia que la declaración 
de ésta? Al que establece el titulo XII, libro tercero de la ley de En 
juiciamiento civil. 

Habrá de tenerse en cuenta que la información testifical a que 
se refiere el art. 2.033 de dicha ley, debe recibirse con citacicin 
del Fiscal, que éste, según el 2.035, habrá de dictaminar sobre si 
procede entregar a los parientes la administración de los bienes, así 
como proponer la subsanación de cualquier falta que advirtiese en la 
instriiccióii del expediente, v que al administrador nombrado se  le 
entregarán los bienes bajo inventario, formado por el actuario con 
citación del Fiscal, según así prescribe el 2.041. 

La presunción de muerte del ausente procede se  declare, según 
el art. 191 del Código civil, pasados treinta años desde que desapa- 
reció el ausente o se  recibieron las iiltimas noticias de él o noventa 
desde su nacimiento. En cualquiera de esos casos el Juez, a instan- ,-;. .le parte interesada, declarar& la presunción de muerte del au- 

e. 
'a las leyes de Partida establecían la presunción de muerte del 

,,-,nte en lengua tierra,. y la forma o el medio, en ciertos casos, 
de probarla. 

Ley 14, titulo 15, partida tercera: <Como se  debe dár prueba si 
acaeciesse dubda en razón de ome que biviese en otra tierra, si es 
muerto o bivou. 

.E decimos que si aquel de cuya muerte dubdan dicen que en 
extraña e lengua tierra es  muerto, e grand tiempo es pasado, assi 
.como diez años arriba, que abunda que prueveii que esto es fama 



entre de aquel logar; e que publicamenre alcen roaos que es muerto.* 
Entiende esta Fiscalia, siquiera no lo diga el Código civil, que 

es parte interesada, al efecto de solicitar la declaración judicial de 
presunción de muerte del ausente, el Ministerio fiscal; y lo es, en 
cuanto la sucesión del ausente, por diversos motivos, puede afectar 
e interesar al Estado, cual acontece cuando no haya parientes de los 
llamados por la ley a suceder al ausente en caso de morir a b  intes- 
tato, y así se evitará ocurra lo que alguna vez acontece: que los 
bienes del ausente vengan poseyéndolo~ y disfrutándolos, indebida- 
mente quienes no ostenten derecho alguno a los mismos. 

En cuanto al procedimiento, desde el momento que el Código 
dice que la declaración de presunción de muerte del ausente ha de 
hacerse por sentencia (art. 192), es manifiesto no puede ser otro que 
el del juicio ordiiiario de mayor cuantía; y porque asf también lo pres- 
criben el art. 483 de la ley de Enjuiciamiento civil eii su número ter- 
cero, ya que la presunción de muerte, que supone la extinción de la. 
personalidad del ausente, afecta, esencialmente, a su estado civil, 
debiendo interponer su oficio en dichos pleitos este Minister iu 

El Ministerio fiscal habrá de velar también, celosament?, oc- - 
cumplimiento de lo dispuesto en el art. 203 para que no queden auan- 
donadas las personas ni los bienes de los sujetos a tutela; ejercitan- 
do, a ese efecto, las acciones procedentes. 

Especial mención nierece la intervención que el Código atribuye 
a este Ministerio en la tutela de los locos, dementes y sordomudos. 

El art. 215 determina los casos en que el Ministerio público de- 
berá pedirla. 

Pueden solicitar la declaración de incapacidad, que deberá pre- 
ceder al nombramiento de tutor, el cónyuge y los parientes del pre- 
sunto incapaz que tengan derecho a sucederle ab  intestato. Es de- 
cir, que no les impone un deber, sino que les concede una facultad: 
~ a e d e n .  

Respecto del Ministerio público, por. el contrario, le impone el 
deber; deberá pedirla-dice el art. 215-en los casos que el mis- 
mo enumera. 

Pero por la misma razón antes expuesta al tratar de la ausencia, 
y de la presunción de muerte, debera también pedirla cuando las 
personas a quienes se refiere el 214 no hicieren uso de la facultad 
que las concede el mismo; y así, expresamente lo prescribe el núme- 
ro 2." del 215. 



uando el Ministerio públicb ,,,te en la declaración de in- 
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ri este último caso, el Ministerio fiscal habrá de procurar muy 
dosamente que se  cumplan con la mayor escrupulosidad todos 
quisitos y prevenciones que prescriben los artículos 216 y 217 
:6digo civil; y como quiera que la declaración de incapacidad 
.A hacerse sumariarnente, a tenor de lo dispuesto en el 218, en 
o por el resultado de la información practicada advierta este 

Ministerio que es  dudosa la presunta incapacidad, habrh de formu- 
lar su oposición a la declaración pretendida, a fin de que, converti- 
do en contencioso el expediente, s e  ventile la cuestión en juicio or- 
dinario, por ser éste el que reiine las máximas garantías de acierto 
en cuanto a la resolución que recaiga; en cuyo juicio ordinario se- 
guirá siendo parte como defensor del presunto incapaz; poniendo la 
más cuidadosa diligencia en el cumplimiento de su cometido. 

En cuanto a la tuteh de los pr6digos, el C6dig0, en su art. 221, 
dispone terminantemente que deberá hacerse por sentencia recaída 
en juicio contradictorio, en el que habrá de interponer su oficio este 
Ministerio. 

El 223 prescribe que sólo pueden pedir la declaración de prodi- 
galidad el cónyuge y los herederos forzosos del pródigo, y, por ex- 
cepción, el Ministerio fiscal, por s i  o a instancia de algún parien- 
te de aquéllos, cuando sean menores o incapacitados. 

Si el pariente que tiene derecho a pedirla es  menor o incapacita- 
do, y si el Ministerio fiscal advierte la necesidad y urgencia de las 
declaración de prodigalidad, debe pedirla por si, en interés de los 
mismos menores e incapacitados, y sin esperar a que preceda la pre- 
via instancia de éstos, que en la mayoria de los casos no estarhn en, 
condiciones de formular su petición. 

Y lo mismo deberh hacer, en interés del propio pródigo, en e l  
caso de que no exista ninguna de las citadas personas. 

La misión tutelar del Estado, asignada por la ley a este Ministe- 
rio, a favor de aquellos individuos que no gozan, o no deben, o no 
pueden gozar del pleno ejercicio de sus derechos civiles, como ins- 
pirada en un alto interés social, asi lo exige. 

La pena de interdicción civil, en el Código penal vigente, ha sido- 
sustituida, en algunos casos, por la medida de seguridad quinta de- 



, 3 establece el art. vu oei mismo, o sea la de privación o in- 
capacitación (mejor debiera decir inhabilitación) para el ejercicio de 
alguno o algunos de los derechos civiles. En otros, por la octava 
del mismo articulo, o sea el internamiento en asilos o establecimien- 
tos especiales o de trabajo de los alcohólicos, toxicóiiianos y vagos; 
lo que lleva, necesariamente, una limitación en el ejercicio de su ca- 
pacidad civil; lo mismo que la tercera, o sea reclusión o interna- 
miento eii un manicomio judicial. 

En todos estos casos, el Ministerio fiscal pedirii el cumplimiento 
de los articulos 203 y 293 del Código civil, teniendo muy en cuenta 
que, si no lo hiciere, sera responsable de los danosy perjuicios 
que sobreuengan por su omisión o descuido en el cumplirnien- 
to de su deber. 

El 232 determina que el Juez municipal que descuidare la re- 
unión del Consejo de familia en cualquier caso que deba proveerse 
de tutor a los menores o incapacitados, será responsable de los da- 
ños y perjuicios a que diere lugar su negligencia. 

La misma resp3nsabilidad les impone el 203 cuando dejaren de  
proveer al ctiidado de la persona y bienes de los sujetos a tutela, 
pero sin perjuicio de esas responsabilidades que el Ministerio fiscal, 
en su caso, cuando procedan, deberá exigir, debe tambiéii salir al 
paso de la negligencia advertida, instando lo necesario a nombre de 
los menores e iiicapaces y como legal representante de los mismos, 
ya que ese es uno de los deberes de su ministerio. 

No ha de entrar ahora a examinar este Ministerio si la institu- 
ción del Consejo de familia en nuestro pais responde fiel y concien 
zudamente a sus verdaderos fines, y si debiera ser sustituida en sus 
funciones por una institución o magistratura de carácter piiblico, 
investida de  todas las prerrogativas para el mejor cumplimiento de 
su misión y a la vez con aqiiellas garsntias y responsabilidades que 
aseguren aquélla en interés de los tutelados. 

Pero lo que sí puede afirmarse es  que el Ministerio fiscal tiene 
altos deberes que cumplir en la codstitución y funcionamiento del 
Consejo de familia en interés de sus representados y defendidos, 
menores e incapaces, y a ese fin deberán ejercitar siempre que por 
cualquier causa lo estimen oportuno, las acciones que sean proce- 
dentes. 

Debe examinar cuidadosa y periódicamente el Registro de tute- 
las para ver si se cumple lo dispuesto en los articulos 288 al 292 del 



go civil, instando aso, lo necesario ante los Jueces de. 
primera instancia respectivos. 

Y en cuanto a la constitución del Consejo de familia y forma de 
proceder de éste, habrh de vigilar cuidadosamente que se cumplan 
las prescripciones legales. 

Para el cumplimiento de todos estos deberes se tropieza con la 
dificultad. no pequeña, de no contar en las cabezas de partido judi- 
cial que no son capitales de provincia con funcionarios titulares y de 
plantilla dependientes de este Ministerio, deficiencia, en parte, su- 
plida por el celo y competencia de los Fiscales municipales, y que, 
en casos de reconocida necesidad o importancia, puede serlo por 
delegaciones recaídas en funci~narios titulares de las respectivas 
Audiencias o en Letrados de reconocido prestigio. 

Los Fiscales municipales darán cuenta de todos los asuntos de 
esta naturaleza en que intervengan y que por su importancia lo re. 
quieran a los de las Audiencias respectivas, y éstos, a su vez, a 
esta Fiscalía, ajustando su conducta en los mismos a las instruccio- 
nes que se les comuniquen. 

Los Sres. Fiscales deberán acusar recibo de la presente Circular 
tan pronto llegue a su poder el ejemplar de la Gaceta en que se.  
inser 

II  

.te. 

ladrid, 1 1 de Abr 



C I R C U L A F  

acerca ae ia competencia d e  los Juzgados en la declaraci6 
herederos/abintestato 

4 

Ha llegado a conocimiento de scalia qu inos Juz. 
gados de primera instancia se tr; resuelve entes de 
declaración de herederos abtntestato de personas cuyo Liltimo domi- 
cilio no esta dentro de la demarcación de dichos Juzgados. 

La materia relativa a competencia de los Jueces y Tribi 
tan esencial, que la incompetencia del juzgador produce la nuiiaaa 
.de lo actuado y puede dar motivo a recurso de casación. Por ello es 
necesario recordar lo establecido en la legislación vigente cuando se 
observan prácticas que lo desvirA.'-- 

Ya en Circular de esta Fisca de Junio de 1912 se pro- 
curó corregir el abuso de que lo ados, en declaraciones de 
herederos abintestato, acudieran con su petición a Juzgado de su 
preferencia, mediante una interpretación errónea de las disposicio- 
'nes legales que definen la competencia jurisdiccional. Entonces se 
dijo que la declaración de herederos, la aprobación de operaciones 
particionales y los actos de jurisdicción voluntaria son diligencias en 
que no se plantea verdadera contención entre dos partes, y que el  
acudir a Juzgados elegidos por los solicitantes autoriza la sospecha 
.de que obedezca a móviles que no se armonizan con el respeto que 
a todos debe merecer la Administración de Justicia y el estricto 
~umplimiento de la ley. 

En efecto, el art. 56 de la vigente ley de Enjuiciamiento civil 
dispone que será Juez competente para conocer de los pleitos a que 
dC origen el ejercicio de las acciones de toda clase aquel a quien los 
Cifiguntes se  hubiesen sometido expresa o tácitamente. 

Estos términos demuestran cumplidamente que la ley se refiere 
sólo a pleitos y a litigantes, es decir, a los casos en que exista con. 
kienda o litigio judicial. 



existen 
. ,.,.,.w,-n < 

hando nc contendientes, por ser unipersonal la gestión 
IUUILiaIi como vLu,,L dl promoverse un acto de jurisdicción volunta- 
ria o la declaraci6n de herederos abintestato, la sumisión no puede 
crear la competencia y es forzoso atenerse a las prescripciones le. 
gales sobre la materia, sin prorrogar la jurisdiccibn más allá de las 
mismas por la mera voluntad de los interesados. 

Al Ministerio fiscal no puede ofrecer duda que el Juz~ado com- 
petente para la declaración de herederos abintestato es el qur ejerza 
jurisdicción en el lugar del último domicilio del finado, puesto que 
el art. 63, núm. 5 . O ,  de la ley Procesal civil determina esta misma 
competencia en los juicios de testamentaría y en los de abintestato, 
y es indudable que uno de los periodos del juicio de abintestato es 
la declaración de herederos, conforme lo establece el titulo IX del 
libro 11 de la misma ley, al regular la materia en su Sección se- 
gunda. 

Es, pues, la ley la que define la competencia, y al Ministerio fis- 
cal incumbe su observancia, velando por la pureza del procedimiento 
y evitando con su actuación que la voluntad de los interesados pre 
valezca sobre normas obligatorias de cumplimiento inexcusable que. 
al declarar competente a un Juzgado, excluyen implícitamente a los 
demás para el conocimiento y resolución del asunto. 

Los Sres. Fiscales debersn acusar recibo de la presente Circu 
lar tan pronto llegue a su poder el ejemplar de la Gaceta en que se  
inserte, y cuidarán de que la misma se publique en el Boletin O/? 
cial de la provincia. 

' Madrid, 13 de Mayo de 1930. 

SANTIAGO DEL VALLE 



C I R C U L A R  

ordenando a los Fiscales la observancia d e  la dictada en 21 d e  
Mayo d e  1920 acerca de las&@g@ d e  patronos u obreros q u e  
tengan por  objeto paralizar el trabajo para alterar el  orden 

blico 

Las huelgas recientemente provocadas con carscter marcada- 
mente sedicioso en diversas capitales, obligan a esta Fiscalia a re- 
producir literalmente la Circular de la misnia de 21 de Mayo de 

, 1920, de evidente y notoria oportunidad en los actuales momentos, 
recordando a sus subordinados su más celoso y fiel cumplimiento. 

Dicha Circular evidencia que, aun prescindiendo del art. 29'1 del 
Código penal vigente, que considera constitutivas de delitos de se- 
dición alas coligaciones de patronos que tengan por objeto paralizar 
el trabajo, y las huelgas de obreros, cuando unas y otras, por su 
extensión y finalidad, no pueden ser calificadas de paros o huelgas 
encaminados a obtener ventajas puramente económicas en la indus- 
tria o en el trabajo respectivos, sino que tiendan a combatir los Po- 
deres públicos o a realizar cualesquiera clase de actos comprendidos 
en los delitos de rebelión o en el articulo anterior (289, núm. 6.", 
297, 458,677, 678, 679, 680, 840 del Código penal))); aun prescin- 
diendo, repetimos, del expresado Código y ateniéndonos al de 1870, 
puede encontrarse en el mismo fundaniento bastante para considerar 
como notoriamente sediciosas esa clase de huelgas, por no obedecer 
ni responder a un fin lícito de carácter societario. 

Dice así la repetida Circular: 
uEs notorio el estado de agitación que se  va propagando a dis 

tintas poblaciones del Reino, tomando por pretexto las huelgas, que 
afectan, entre otros, a los servicios de abastecimiento público; y 
como en el desarrollo y ejercicio de este supuesto motivo se  procc 
de con evidente infracción de la ley, regulador al derecho de huelga 



persj 
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I ae ADrii de 1909, hay precisión de tener en cuenta otros fines 
eguidos por el movimiento actual, que cada momento revela sus 
encias a perturbar el orden público. Desde que esto se inicie, 
eber de nuestro Ministerio coadyuvar, en la medida de nuestras 

facultades, a sostener integramente la causa del orden, para lo que 
habrá V. S. de intervenir personalmente o por delegación de alguno 
de sus auxiliares todas las causas que reconozcan por origen algún 
atentado a la libertad del trabajo, y cuando la generalización de) 
paro y confesadas relaciones de los huelguistas con elemeiito que 
por sistema viene de algún tiempo causando pertui baciones de or- 
den pfiblico, hagan sospechar el carácter revolucionario del movi- 
miento iniciado como societario, cuidará V. S. de sostener con todas 
sus consecuencias procesales la calificación de aquellos hechos tu- 
multuarios comprendidos en el núm. 4.' del art. 250 del Código pe- 
nal, si la acción de la multitud se dirige contra particulares, y, con- 
forme al núm. 6." del art. 243 del propio Código, si se extendiera la 
acción contra acuerdos del Gobierno, eii uso legítimo de sus facul- 
tades constitucionales.» . 

Del recibo de la presente, que se publicará en la Gaceta d e  
Madrid, dará V .  S .  aviso a este Centro, y cuidará con especial di. 
ligencia de que las instrucciones que contiene tengan el más exacto 
cumplimiento. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 2 de Julio de 1930. 
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administrados, algunas corporaciones municipales y provinciales J 

aun otras entidades de reconocido carácter público. por la indole dc 
los servicios que prestan, apelen, para el logro de s"s pretensiones 
cerca del Gobierno, al medio notoriamente coactivo de conminar 
con la dimisión colectiva de sus cargos los individuos que las cons- 
tituyen, y aun llegan al abandono de los mismos, sin tener en cuenti 
'que, si aquél ha de mantener el necesario imperio de su autoridad 
resulta el medio empleado, a más de manifiestamente ilegal, noto - 

riamente contraproducente, ya que aun siendo, lo que no siempre 
acontece, razonables v merecedoras de atención las pretensiones aue 
tales actitudes provocan, son éstas de por si motivo más que sifi. 
ciente para que de momento, y mientras la actitud coactiva se man- 
tenga, no sean atendidas, si es que no ha de resultar gravemente 
quebrantado el principio de autoridad y los de disciplina y subordi- 
nación jerárquica y de gobierno, toda vez que dichas Corporaciones, 
como órganos que son de la Administración provincial y municipal, 
o como entidades de carácter público, aun dentro del régimen de 
autonomia administrativa que legalmente disfrutan, tienen que estar 
y están subordinadas a la suprema autoridad del Gobierno, que en- 
carna la representación legal del Estado, por no ser tolerable como 
incompatible con el principio de unidad de soberania que éste repre- 
senta que aquellas se erijan en un verdadero Estado dentro del pro- 
pio Estado nacional, ni sus individuos, al aceptar los cargos que les 
han sido confiados, bien por elección o por designación gubernati- 
va, puedan abandonarlos, ni aun siquiera renunciarlos sin excusa 



legal a sn debido tiempo formulada, que haya sido admitida, ni tan 
poco dimitirlos una vez aceptados, como no sea por causas poste- 
riores a la aceptación, debidamente justificadas, ni pueden cesar en 
los mismos mientras la dimisión no haya sido admitida, ya que esto 
último puede implicar un verdadero abandono de funciones públicas, 
no siendo nunca tolerable lo hagan en tal forma que arguya una 
imposición. 

Por eso este Ministerio cree oportuno y conveniente llamar la 
atención de sus subordinados respecto de tales casos, por cuanto en 
los mismos pudiera haber materia penable, según las circunstancias 
concurrentes en cada uno de ellos, para que ejerciten contra los 
presuntos culpables las acciones procedentes, desplegando su acos- 
tumbrada actividad y reconocido celo. 

Aun sin apelar al art. 458 del Código penal vigente, que castiga 
.como delito el hecho de que los funcionarios públicos o los a ellos 
equiparados como lo son los cargos concejiles y provinciales y los 
de otras entidades que prestan servicios de carácter público, por 
virtud de concierto, presentasen las dimisiones de los cargos que 
desempeñen o se dieran de baja en la matricula, con el objeto de 
suspender o dificultar cualquier servicio público, el Código penal 
de 1870, en algunas de sus disposiciones, prestaba ya fundamento 
legal bastante para sostener la ilicitud de tales coligaciones. 

De la presente Circular, que se publicará en la Gaceta de Ma- 
drid, acusara V., . el oportuno recibo, manifestando quedar entera- 
do de la misma, dando cuenta, en su caso, a esta Fiscalía de las ac- 
ciones que ejercite con motivo u ocasión de producirse los hechos a 
que se refiere. 

Madrid, 11 de Julio de 193b. 

Se* Fisrat de la Audiencia de . . . 



A P É N D I C E  C U A R T O  

dnstrucciones especiales dadas a los Fiscales 
de las Audiencias 



inairuc~iviie.~ ~ a ~ ~ c i a l e s  dadas a 10s PI~caias 
de  las Audiencias 

Se ha recibido en este Centro la consulta de esa Fiscalfa, fecha 
25 de Septiembre último. 

El hecho motivo de la consulta consiste en que en 2 de Enero de 
1923, el querellado, en la causa a que se refiere, confesó deber al 
querellante la suma de 4.855 pesetas, que se obligó a pagar en 30 
de Septiembre del mismo año; que, llegada la fecha, no pagó. En- 
tablada ejecución, no se encontraron bienes del deudor que sujetar 
a embargo, apareciendo que el querellado es insolvente y que las 
tres fincas que tenia inscritas a su nombre las vendió a su hijo me- 
diante escritura pública el dia 21 de Febrero de 1923. 

La primera cuestión planteada por la consulta es clara. El vigen- 
te Código favorece al reo en la pena que en su día pueda correspon- 
derle, por ser menor la del art. 712'de éste que la señalada a l k  
miento en el art. 536 del derogado Código de 1870; luego conforme -- 
a los~a~ticulos 8.' y 857 del vigente Código penal, éste debe ser 
aplicado en fallo que en su día recaiga en la causa correspon- 
diente. 

La segunda cuestidn a resolver es la de determinar si se ha de 
aplicar al hecho de autos el art. 712 del COdigo vigente o el 722 del 
mismo Cuerpo legal. 

Es manifiesto que el Código penal vigente, en beneficio del reo, 
ha creado una figura de delito especial en los de defraudación de la 
sección primera del capitulo IV, y es la comprendida en el art. 722; 
hay, pues, una figura general de alzamiento, la del art. 712; pero 
cuando tal defraudación se comete en la forma no general, sino en 
la especial, que el Código describe y pena en el 722, éste sera siem- 
pre el aplicable, porque tal infracción este comprendida en el mis- 
mo; y el caso presente esta taxativamente comprendido en el citado 



los 8.' art. 722, que ha de ser aplicado al I irtud de 1 
y 857, antes referidos. 

Entendiéndolo V. S. asi, la tercera cuestión queda virtual 
resuelta. El citado articulo dice que el culpable de tal delitc 
castigado, aen virtud de querella de la parte perjudicada)); luego 

. esta acción penal sólo puede ejercitarse a instancia de la parte ofen- 
dida. Y coino el art. 2.' del Estatuto fiscal, ap~r tado  T.", dice que 
son atribuciones de nuestro ministerio ((ejercitar, con los fines enu- 
riierados en el articulo anterior, la acción pública en todas las causas 
criminales, sin más excepción que la de aq~iellas que, según 10; pre- 
ceptos legales vigentes, s610 puedan ser promovidas a instancia de 
parte agraviada., es manifiesto que el Fiscal no puede ejercitar en 
dicha causa la acción pública, por estar la presente causa compren- 
dida en la referida excepción del párrafo séptimo de dicho ar- 
ticulo 2 .O 

Dios guarde a V. S. muchos añc 
Madrid, 2 de Octubre de 1929. 

Señor Fiscal de la Audiencia de ... 



Sobre aplicación del art'. 105 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal y 613 del C6digo penal vigente 

La consulta formulada por V. S. es nente resuelta, te- 
,niendo en cuenta lo dispuesto en los articuios 105 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, 2.' del Estatuto fiscal-párrafo séptimo-y 
,613 del Código penal vigente. 

SegBn este último, para proceder por delito de violación, abusos . 
,deshonestos con personas de otro sexo, sin mediar publicidad o es- 
cándalo, rapto o estupro, no será necesario formular querelía, sino 
que bastará la denuncia de la mujer agraviada, cualquiera que sea 
su edad, o de su marido, padres, ascendientes, hermanos o repre- 
sentantes legales, hecha ante cualquier funcionario judicial o del 
Ministerio fiscal. Si la mujer ofendida careciere, por su edad o es- 
tado mental, de personalidad para comparecer en juicio, y resulte, 
además, de todo punto desvalida, deberán denunciar el hecho el 
Alcalde o cualquier funcionario fiscal a cuyo conocimiento llegue la 
perpetración del delito; y si nadie lo denunciare y el Juez municipal 
o el de instrucción competente llegare a conocerlo, procederá de 
oficio. 

Conforme al art. 105 de la ley de Enju+ag-iento-cjjminal, los 
funcionarios del ~ini&!i%6cal tendrán obligación de ejercitar con 
arreglo a las disposiciones de la ley todas las acciones penales que 
consideren procedentes, haya o no acusador particular, menos en 
aquellas que el Cbdigo penal reserva exclusivamente a la querella 
privada, y también deberán ejercitarlas en las causas por los delitos 
contra la honestidad, que, con arreglo a las prescripciones del Có- 
digo penal, deben denunciarse previamente por los interesados o 
cuando el Ministerio fiscal deba a su vez denunciarlos, por recaer 
dichos delitos sobre personas desvalidas o faltas de personalidad. 

El precepto de la ley es terminante; terminante es también que 
en este caso se encuentra comprendido el delito de estupro, según 
el art. 613 del Código penal vigente; y conio las leyes se promul 



gan para ser cumplidas, ejercite V. S. ei derecno que al Fiscal CO- 
rresponde con arreglo a la ley, entablando ( 
la misma, si fuesen negados o desconocido: 

Dios guarde a V. S. muchos afios. 
rid, 3 de ! de 1929 Mad Octubre 

Señor Fiscal de la Audiencia de ... 
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Re consulta como hecho que la origina el gravl 
simo ( lr el yerno que mata a su suegro, concurrien 
do las agravantes de alevosia y premeditación. Este hecho ha sido, 
calificado por esa Fiscalía de parricidio, previsto y castigado en el 
artículo 522 del vigente Código con la pena de diez y ocho a veinte 
años de reclusión, pena esta última que se pide en el escrito de cali 

Zn provisional para el autor del hecho. 
?sde luego, salta a la vista lo poco proporcionada de tal pen, 

í i i  i =,ación con la infracción cometida. De prevalecer la calificacióii 
formu gravísin ra ser ca! B 

máxin ! la mism se trata1 3 

simple, sin más diferencia que ,.-. ,,.,,,ón en el 
sión en el parricidio, dándose el contrasentido de que el que mata a 
un extraño con alevosia y premeditación debe ser condenado, como 
asesino, a la pena de veinte años de reclusión a muerte, y el que 
mata i yo con las misma! tancias sólo puedc 
denad a la pena al últit 5 ,  a veinte años 
sión. 

Según el criterio de esa Fiscalla, la calificación formulada es la 
F procedente; no se puede ni pedir ni imponer al autor de tal hecho- 

una vena mayor, ni ve medio legal de variar la calificación cuando 
ebre el juicio oral, acudie :e Centro por si se estima 
 no dar a esa Fiscalía insti concretas. 
r evidente que, calificado el hecho conforme al art. 522 del C6- 

digo penal vigente, no puede penarse el mismo con más de veinte- 
años de reclusión, cualquiera que sea el número y gravedad de las 
agravantes que concurran en su ejecución. 

Evidente es también que tal pena no es justa. No puede ni pen 
sarse que el legislador quiera castigar al que mata a su hermano, al 
padre o madre adoptivo, o al suegro, con alevosia y premeditación, 
con veinte años de reclusión como máximum, y con veinte años d e  

j circuns 
no límite 

5 ser con 
de reclu 

ndo a es1 
-ucciones 



.reclusión a muerte al que mata a un extraño, concu rriendo 1 
mas circunstancias. 

Eso no puede prevalecer, y esta Fiscalía estima que no prevale- 
cerá si se tienen en cuenta por los Fiscales las siguientes observa- 

- ciones: 
La calificnción formulada conforme al art. 522 del hecho de que 

se trata no es acertada, porque su aplicación conduce a la injusticia 
antes referida. Es un principio general consignado en el Código pe- . 
nal, derogado, como en el vigente y sirvan de ejemplo, entre otros, 
los articulos 282, 310, 312 y 541, que cuando un articulo del Código 
describe y pena una infracción, se ha de estimar la misma compren- 
dida en ese articulo, a menos de que tal hecho se encuentre 
comprendido en otros artículos de este Código o en leyes es 
peciales y castigados con mayor penalidad. 

Es manifiesto que el hecho de matar a su suegro está compren- 
dido en el art. 522 del Código penal; pero cuando tal muerte se rea 
liza concurriendo las circunstancias cualificativas y especificas de 
alevosia y premeditación, ese acto de matar con la concurrencia de 
tales circunstancias está también comprendido en el art. 519 del 

. propio Código, y castigado con mayor penalidad que el parricidio 
>de un suegro conformt: al art. 522; luego si el art. 519 castiga ese 
'%echo con la pena de veinte años de reclusión a muerte, tal hecho 
debe ser calificado de asesinato, y no del parricidio del art. 522. 

Asi lo tendrá en cuenta V. S., y, llegado el momento procesal, 
modificará sus conclusiones, sosteniendo como definitivas que tal 
hecho merece la calificación legal de asesinato, pidiendo para el 
-autor del mismo, con la concurrencia de las circunstancias de alevo 

. sía y premeditaci6n, la pena correspondiente, teniendo en cuenta en 
este caso que el parentesco no califica la infracción, y, por tanto, 
esta circunstancia mixta será tenida como agravante conforme al 

.párrafo segundo del art. 69 del Código penal. 
Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 20 de Octubre de 1929. 

Señor Fiscal de la Audiencia de ... 



C O N S U L T A  

relativa a si puede admitirse que los /~e t ra$s  actúen en lasl. 
vistas de los pleitos contencioso-administrativos, sin haber 

. recibido mandato expreso del litigante 

Se ha recibido en esta Fiscalía la comunicación de V. S. de 30 
de Octubre último en la que se formula la consulta'relativa a si pue 
de admitirse que los Letrados actúen en las vistas de los pleitos 
contencioso-administrativos sin haber recibido mandato expreso del 
litigante por medio del oportuno poder y pueden informar en el acto 
de la vista. 

Desde luego puede afirmarse que por virtud de lo dispuesto en 
el art. 32 de la ley de 22 de Junio de 1894 que regula el ejercicio de 
la jurisdicción contencioso-administrativa y en los artículos 249 
y 258 del Reglamento dictado para la ejecución de la misma, puede 
el litigante recurrir por si mismo, conferir su representación a un 
Procurador o valerse tan s61o de Letrado; pero en uno o en'otro 
de estos dos últimos casos habrá que otorgar el oportuno poder, y 
lo mismo dispone el art. 256 del Estatuto municipal que en este asun- 
to no ha alterado la ley de lo Contencioso ya citada, sino antes bien 
la ha confirmado en el citado articulo. 

Por todo lo expuesto, esta Fiscalía, de conformidad con el crite- 
rio de V. S. ha de manifestarle que debe oponerse en el acto de la 
vista a la actuación del Letrado que asista a ella sin poder del liti- 
gante, cuando éste no se valga de Procurador en virtud de poder. 

Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 9 de Noviembre de 1929. 

Señor Fiscal del Tribunal Contencioso-administrativo de ... 



;y 

C O N S U L T A  

relativa a una demanda sobre nulidad de un reconocimiento de  
hija natural 

Excmo. Sr.: 

En contestación a la consulta de V. E. fecha 13 del actual, acer 
-ca de la actitud de la Fiscalía al contestar una demanda sobre nuli- 
dad de un reconocimiento de hija natural, he de significar a V. E. que, 
estimando muy atinadas sus observaciones y razonamientos, entien- 
do que al dar cumplimiento al núm. 4 del art. 2." del Estatuto de 
nuestro ministerio, debe mantenerse la permanencia del estado ci- 
vil que afecta al interés social y es por consiguiente de orden públi- 
co, por lo que no consiente nuestra legislación civil ni la revocación 
del reconocimiento, ni las transacciones en ningún sentido, ni la nuli 
dad por otros motivos que no sean el error, dolo, intimidación o vio- 
~lencia, cuando estén plenamente probados, no por indicios, ni por 
presunciones cualquiera que sea su fuerza, sino por una prueba tal 
que no pueda dejar lugar a racional duda. 

Ciertamente que en el presente caso-dados los términos de su 
consulta-esa prueba ha de ser muy dificil, como lo es cuando se re- 
laciona con la iavestigación de la paternidad que, según frase de 
nuestra Jurisprudencia, «es un misterio de la naturaleza>; pero.esto 
mismo obliga al Ministerio fiscal a extremar su prudente celo, ve- 
lando por que cuantos elementos deconvicción se aporten a los autos, 
reúnan las maximas garantías exigibles en Derecho procesal para su 
racional apreciación en definitiva. 

Sírvase, pues, V. E. contestar la demanda en tal sentido y en los 
términos que propone en su consulta. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 19 de Febrero de 1939. 

Señor Fiscal de la Audiencia de .. . 



C O N S U L T A  q1 <,.J < L l  1 - < ,  >t 

respecto a la interpretación que debe darse al art. 199 del 
Código penal 

Excmo. Sr.: 

En contestación a la consulta elevada por V. E. en su comunica- 
ción fecha 17 del actual acerca. de la interpretación que debe darse 
al art. 199 del vigente Código penal, he de manifestarle que esta 
Fiscalfa estima acertada la opinión de V. E. de que los tres años a 
que dicho precepto se refiere, deben ser excluidos del tiempo nece- 
sario para la prescripción de los delitos. 

La disposición mencionada establece, en efecto, una verdadera 
suspensión del término de la prescripción de la acción penal, suspen- 
sión que se inicia mediante cualquier actuación judicial dirigida a la 
averiguación o castigo del delito y que termina cuando transcurren 
tres años sin practicarse nuevas actuaciones. 

Y se trata de suspensión y no de interrupción del plazo de ins- 
cripción, porque la frase: «el plazo seguir6 corriendo ...D, no deja 
lugar a dudas ya que es característico de la suspensión que el tiem- 
po transcurrido antes de que ella tenga lugar, se iume con el que 
corra después que la suspensión cese; y, en cambio, el concepto de 
interrupción implica que no se  cuenta el tiempo anterior al acto in- 
terruptivo, sino que cuando los efectos de éste cesen, heya de co 
menzarse a contar ex nouo el término de prescripción. Y si el pre- 
cepto habla de interrumpir y no de suspender la prescripción, es, sin 
duda, porque en el proyecto de la Comisión de codificación se es- 
tablecía una verdadera interrupción al expresar que: .quedaba sin 
efecto el tiempo transcurrido3 (art. 236) y al suprimir esta frase en 
el texto definitivo del Código pasó inadvertida la exigencia técnico- 
jurídica de cambiar el verbo interrumpir por el de suspender, en ar- 



monfa con la modificación de concepto que la suspensión de la men- 
cionada frase había introducido. 

Dios guarde a V. E. m~ichos años. 
Madrid. 22 de Febrero de 1930. 

Excmo. Sr. Fiscal de la Audiencia de ... 

Se ha recibido la consulta de V. l .  referente al hecho de que et' 
querellante que en el acto de la vista previa solicitó la apertura del 
juicio oral, al darle traslado para calificación después de haberlo he 
cho esa Fiscalia en forma absolutoria congruente con su petición de 
sobreseimiento provisional, devuelve la caumsin-calificar, manifes- 
tando que, ausente el Letradob,cuando se  celebr6 la vista previa, el 
Procurador solicitó la a= del juicio; pero el Letrado encuentra 
procedente la petición fiscal del sobreseimiento provisional, solici. 
tando se  le tenga por conforme con dicha petición y por desistido de  
la instrucción del trámite, retrotrayendo los efectos de éste a la dili 
gencia de vista previa. 

El Procurador no tiene voz ante los Tribunales, ni es  la petición 
trascendental y capitalisima que ha de formularse en la vista previa 
de aquellas diligencias de cajón o trhmite que pueda sin Letrado 
llevar a efecto el Procurador, y por ello no debib V. 1. consentir sin 
su formal protesta e1 hecho de hacer peticiones in ooce el Procura- 
dor en el acto de la vista previa ni consentir sin ejercitar el recurso 
correspondiente el auto de apertura del juicio oral pedido por el  
Procurador. 

Pero consumado el hecho y cambiada la faz procesal del asunto 
con la manifestación del querellante al ddrsele traslado para califica- 
ción, precisamente por los principios que informan el Real decreto 
de 13 de Junio de 1927 y la finalidad altamente ética en que se ins- 
pira, ha de evitarse que proceso en que las partes acusadoras estdn 
en definitiva conformes en que sea provisionalmente sobreseido pu- 
diera terminar por estos tropiezos procesales en una sentencia ab- 
solutoria que prestaria amparos y salvaguardar al actual procesado 
contra toda ulterior investigación. 
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P, ;iendo po iisterio, 1 
primordial misión del Fiscal es el cumplimiento estricto d 
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Prociirador en en que r activamente intervenir, e 
lo procedente solicitar la nulidaa ae io actuado, retrotraer el trámite 
al de vista previa y en ella hacer las partes las peticiones proceden- 
tes con todas sus consecuencias, que la Sala tendrá en cuenta res- 
pecto de aquellas del querellante que suoonpan tecita o expresa- 
mente el desestimiento de la acción. 

Sirvase darme cuenta del resultado c I y acusarme recibo 
de la presente 
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ponsulta V. I .  si la compradora de objetos taaauus en cantidad 
Ir de 100 pesetas, y que sabia ser procedentes de un hurto, 
ue no consta que conociera que aquella sustracción no era úni- 

ca, sino que formaba parte de un conjunto de varias, constitutivas 
de un delito continuado de hurto, importante en total 1.108,60 pese- 
tas, es responsable o no del delito definido por el art. 514 del Código 
penal vigente. 

Para estimar que la procesada, a que la consulta se refiere, es 
autora del delito autdnomo de encubrimiento que la mencionada dis- 
posición legal define, es requisito indispensable que aquélla tuviera 
la evidencia o motivos para hacer la suposición racional de que los 
efectos adquiridos procedian de un delito; y claro es que esa eviden- 
cia o esa racional suposición no podían resultar del hecho de saber 
únicamenfe que habian sido hurtados objetos cuyo valor no llegaba 
a 100 pesetas; de suerte que si, como V. 1. asegura, no aparece del 
sumario que supiera o que racionalmente debiera suponer que el 
hechi o era sólc s un eslabdn de los que forrnaban la cadena del delito 
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ira la 
como I 
n t i ~  In 

continuauo que realmente pcipetro e1 ~ I I L U ~  uc ~d OU~LI~ICLLVII, Y O 

del juicio oral no resultan datos que acrediten la existencia de aque 
requisito indispensable para la existencia del delito, definido por e 
precitado art. 514, no debe sostenerse en definitiva acusación con. 

compradora mencionada, como V. l .  acertadamente opina; 
ostimo también acertadlsimo que, dada la realidad jurídica de 

.,.., .,S objetos adquiridos por la procesada procedían de un delito, 
haya V. 1. solicitado la apertura del juicio oral, porque en 61 es don- 
de pueden contrastarse todos los medios de convicción necesarios 
para decidir si concurre o no el elemento moral constitutivo del de- 
lito en cuestión, representado por la evidencia, de que los efectos 
tenian aquella procedencia delictiva. 

Dios guarde a V. 1. muchos años. 
Madrid, 6 de Junio de 1930. 

Señor Fiscal de la Audiencia de ... 

.J- 
4 . - 7 t , f , s < ! : \ ,  : :  ~3 a * * 
L/:! : :' , , ,, <,, , .- , :: ,' í . 

1. , . 

Ilmo. Sr.: 

Contesto a la consulta que V. l. hace a esta F 
municación fecha 17 del corriente mes. 

Se  refiere tal consulta a si el hecho de ejercer públicameute la 
profesión de practicante sin tener título de tal, pero con la anterior 
aprobaci6n universitaria de todas las disciplinas científicas necesa- . 
rias para obtenerlo, constituye el delito que el art. 408 del vigente 
Código penal castiga. 

La duda que expone V. l. se  desvanece ante el categórico pre. 
cepto del mencionado art. 408; si se ejerce públicamente una profe. 
sión (como la de practicante), que no p ~ e d e  ejercerse sintítulo ofi- 
cial, y si carece de este sin que, por otra parte, tenga autorización 
legítima para ejercer algún acto de tal profesión (como sucede en 
los casos en que una disposición legal reglamentaria permite reali- 
zar ciertos actos profesionales-como tomar parte en oposiciones, 
concursos, etc.-, sin tener expedido el titulo y sólo con certifica- 
ción de haber aprobado los estudios necesarios al efecto o con la 



constitución del depósito para obtenerlo), concurren evidentemen 
todos los elementos constit~itivos del delito que el expresado prel 
cepto del Código penal define, porque la objetividad juridica de tal 
incriminación no es  la de garantir directamente la pericia o conoci- 
mientos profesionales, sino la de tutelar la fe pública, la genei al 
confianza necesaria para el desarrollo de ciertas actividades socia& 
les, lesionada por el hecho de quien Iiace creer con su coiiducta que 
posee la autorización oficial de que carece y es exigida para el ejer- 
cicio de ciertas profesiones, y por ello está el delito de que s e  trata 1 
comprendido en el titulo de  las falsedades. 

Por lo expuesto debe V. l . ,  en la causa a que la cons~ilta s e  re: 
fiere, solicitar la apertura del juicio oral y sostener la acusación, a 
no ser que surjan, para impedir que justamente pueda hacerse así; 
otros inotivos legales distintos de la duda que di6 lugar a la consul- 
ta mencioriada. 

Dios guarde a V. 1. muclios años. 
Madrid, 27 de Junio de 1930. 

Sefior Fiscal de ... 
, , 

Se  ha recibido en esta Fiscalfa la comunicación de V. S. de 21 
del presente mes, informando sobre los motivos de no haber enta- 
blado recurso de ~pe1aci6nPka la sentencia dictada por ese Tri- 
bunal provincial de lo Conte ci -aAminist~atj~vo en pleito promo- 
vido por D., revocan &-!-= o el acuerdo recurrido del Tribunal Económi- 
co-administrativo provincial, sobre cebión de un solar sito en Vélet 
Málaga. 

Manifiesta V. S. que dejó de apelar porque apeló el coadyuvan: 
Jn lo que el fin esencial estaba conseguido. 
rada más contrario a la misión del I\linisterio fiscal que el crit& 

rio seguido. I 

El art. 62 de nuestro Reglamento dispone terminantemente,que 
los representantes de la Administración en los Tribunales provinL 
ciales tendrán la obligación de interponer en todo caso los recur: 
sos establecidos por la ley y el Reglamento contra las resoluciones 



de 10s mismos i riDunaies que Tilesen contrarias ti ia Administración. 
i tan cate I termina 

A n  nnaln. 

Los términos de este precepto son 
no admiten duda alguna. 

Es indiferente para el Fiscal qu. ,,,,,r el par- 
ticular a quien la resolución afecte, puesto que dependiendo el acto 
de  su voluntad, puede desistir libremente de la apelación, expresa 
o tácitamente, con lo que el interés público quedarla indefenso, la- 
mentable conclusión a que no se llegar& si los Fisc ~inciales 
cumplen con su claro deber. 

En atención a lo expiiesto, se servirá V. S. en io sucesivo enta- 
blar los recursos que sean procedentes contra las resoluciones del 
Tribunal provincial que sean contrarias a la Administración, con la 
única excepción que determina el art. 49 del Reglamento del proce- 
dimiento en materia inunicipal, aprobado por Real decreto de 23 de 
Agosto de 1924. 

Del recibo de la presente acusará V. S. recibo sin dilación. 
Dios guarde a V. S. muchos años. 
Madrid, 26 de Junio de 1930. 

Seiior Fiscal del Tribunal provincial de lo Contencioso-administra- 
vo de ... 

Recibida la consulta de V. E., de ella aparece que ei Juzgado mu- 
nicipal de Bonete, partido judicial de Chinchilla, conoció del juicio 
de faltas por lesiones, y con fecha 26 de Abril último dictó senten- 
cia condenando al denunciado a la multa de 25 pesetas y la indemni- 
zación de 1.178,50, contra cuya sentencia no se recurrió, quedando 
firme y consentida, pero en 13 de Junio próximo pasado, el conde- 
nado elevb escrito al Juzgado de Instrucción suplicando la nulidad 
de referida sentencia, habiendo recabado dicho Juzgado el dictamen 
de esa Fiscalía que V. E. hace objeto de la consulta que se evacua. 

Bueno seria que V. E. hubiera acompañado copia de la sentencia 
para mayor ilustración del juicio, pero tal omisión no Iia de impedir 
evacuar su duda. 

Es firme la sentencia contra la que ya no cabe recurso alguno 



ordinario ni extraordinario, salvo el ae revision y reliabilitacibn (a. 
tictilo 141, párrafo 5.", de la ley de Enjuiciamiento criminal); los ca- ' 

sos de revisión son los que taxativamente señala el art. 954 del mis- 
mo Código, y no es ninguno el presente, luego lo resuelto en la sen- 
tencia por el Juez municipal tiene a su favor la santidad de la cosa 
juzgada y es total y absolutamente inatacable, no existiendo proce- 
dimiento ni medio legal para incoar y resolver esa nulidad tan ex- 
temporineamente pedida por quien consintió la sentencia y proba- 
blemente no suscitó la incompetencia en tiempo oportuno ante las 
pruebas o pedimentos origen de esa indemnización de 1.178.50 pe- 
setas, que se declara en la sentencia. 

Es evidentemente cierto que el párrafo 2.", del art. 20 de la ley 
de Justicia municipal, establece que la competencia de los ~ u z ~ a d o k  
municipales para conocer y resolver sobre el ejercicio de la seccidn 
civil procedente de un hecho que constituya falta, estará limitada. a 
la misma cuantia que señala esta ley para la materia civil y cuancto 
exceda será preciso ejercitarla como acción principal ante el Juzga. 
do de primera instancia y desde el Real decreto ley de 12 de Febrero 
de 1924, la cuantia en lo civil a que se extiende la competencia del 
Juzgado municipal es hasta 1.000 pesetas, pero también lo es que el 
vigente Código penal, en sus articulos 72 y siguientes, no hace re 
serva ni referencia alguna a este limite cuantitativo de la competen- . 

cia de los Juzgados municipales al declarar la responsabilidad civil 
subsidiaria que de aceptar esa exclusión de la jurisdicción penal que 
señala el phrrafo 2.' del art. 20 de la ley de 5 de Agosto de 1907, 
no habría consignado con la generalidad que lo hace en su art. 75, 
atribuyeado a los Tribunales de orden penal la forma y modo de re- 
gular la indemnizafión civil por los delitos y faltas sin limitación 
alguna. 

Quienes dejaron firme la sentencia sin entablar contra el'a los 
recursos legales, y téngase presente que existen el de apelaci6n 
y el de casación por infracción de la ley, carecen de acción para 
promover acciones penales contra el Juez que la dictó, pero ellb 
en último caso, y hasta donde hubiere lugar o el mero ejercicio 
de la jurisdicción disciplinaria es lo único que puede realizarse en 
sanción contra el juzgador, pero sin intentar modificar lo juzgado y 
menos en la forma fragmentaria que V. E. propone de aceptar par- 
te de la sentencia y anular el resto, debiendo limitar V. E. su dicta- 
men a proponer la desestimación de esa pretensión de nulidad y a. 



r;qmpuer la jurisdicción disci~iinafla de InstrucciOn o la ac- 
cipn' critninal, si de los hech 
guir por nuestro tninisterio. 

Dios guarde a V. E. muchos año! 
lio de 19 

scal de la Audiencia de ... 

ateria pii nible a p erse- 
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a g,,,,, ,, de este Ilustre Colegio de Abogados, en se- 
si6n de 10 de Marzo próximo pasado, tom6, entre otros acuerdos, el' 
siguiente: 

.Que expresamente se autorice a la Junta de gobierno para que, 
;o de las facultades que le atribuye el art. 30, letra C, párrafo 
ro de sus Estatutos, gestione e inste lo necesario al proceso 
ir. Alba, as[ como a cuantos sepa de índole y gravedad análo- 

gas, para que no queden impunes los desafueros de que hubiesen 
sido víctimas los agraviados.) 

La dificultad de cumplir este acuerdo no estriba en otra cosa sino 
en la abundancia de material. Los casos son tantos, tan flagrantes y 
tan popularizados, que cualquiera persona se  hallaría más que per- 
pleja para elegir aquellos a que hubiera de dedicar una preferente 
condenaci6n. 

Se ha desi itre nosotros el de D. Santiago Alba, no por 
su significacii a, sino por tratarse de un compañero que fué 
perseguido de I I M I I C I  a descaradamente ilegal, que consiguió ver re- 
conocida su total inocencia por el Tribunal Supremo, y a quien, sin 
embargo, se  prohibió hacer pública esta reparación. No eran infre- 
cuentes en la Dictadura estas hazañas de difundir la injuria y vedar 
el desagravio; pero aqui alcanzó proporciones enormes, porque la. 
nota misma del Dictador cuando dió el golpe de Estado declaró pro- 
cesado al Sr. Alba (como si eso pudiera hacerse en una nota políti- 
ca), lo entregb inerme a la condenacidn de las gentes, sin que sea 



'hiperboie asegurar que pilso en peligro bu viua y iriaiiruvu UCblJld- 

dado y persistente el ataque, sin detenerse siquiera cuando los Tri- 
bunales atajaron el pretexto de la difamación. 

El actual Gobierno ha permitido al Sr. Alba y a sus familiares la 
publicación de los documentos que estimen necesarios para su defen- 
sa; mas no puede con sdlo eso darse por cerrado este lamentable 
episodio dictatorial. El fenómeno político será juzgado por cada cual 
como quiera; pero la circunstancia de que haya habido funcionarios 
judiciales que secunden sin escrúpulo la obra de un encono ciego, e s  
cosa merecedora de sanción. 

Bien sabido es  que el Magistrado de la Audiencia de Alicante. 
D. José Alvarez Rodriguez, recibió encargo del Presidente del Di- 
rectorio militar para que ((efectuase los oportunos esclarecimientos 
por si ciertos hechos ocurridos en Valladolid podían'constituir deli- 
t o ~ ;  que el Sr.  Alvarez, reputhndose por este hecho verdadero Juez 
instructor, se  c~nstituyó en Valladolid y decretó procesamientos, 

.embargos y prisiones, entre los cuales estaban los del Sr. Alba; que 
enterada la Sala segunda del Tribunal Supremo, desautorizó en auto 
de 4 de  Junio de 1924 la actuación de dicho Juez, reputando que no 

ltenía jurisdicción ni competencia para hacer lo que hizo, y que (son 
palabras de dicha resolución), <oficiosamente dicho instructor se  
confirió a sí propio jurisdicción y competencia para procesar, entre 
otros, a los Sres. Alba, Guillén, Zorrilla, Vallejo, etc., conocidos 

.como Senadores o como Diputados cuando los hechos tuvieron lu- 
gar, y por ello es  visto que ha quedado incumplida por exceso de 
funciones la Real orden referida (alude a la que le confirió el nom- 
bramiento) y usurpadas atribuciones que sólo a esta Sala competen, 
infringiéndose de modo notorio la ley de 9 de Febrero de 1912, los 
artículos 4.', 16 y 17 de la Constitución, 298, 299, 309 y 750 y su- 
cesivos inmediatos de la ley de Enjuiciamiento criminal..,.» Es igual- 
mente público que la extralimitación destacada por el Tribunal Su- 
premo originó una corrección disciplinaria que la Sala impuso al 

Juez, si bien, según parece, luego le fué levantada, aunque con voto 
particular de alguno de los Sres. Magistrados. 

Bastaria lo expuesto para que, una vez desaparecidas las ci 
-cunstancias excepcionales que durante más de seis años oprimiera 
a los españoles, s e  preguntase cualquier espiritu imparcial si pued 
.continuar ejerciendo su ministerio un Magistrado de quien el Tribu- 
,nal Supremo dice que se  ha atribuído a sí  mismo jurisdicción que no 



,'que ha incurrido CM CALCZW ur; ~ U I I L I U I I C ~ ,  ~ U C  I I ~  ~ ~ ~ i r p a d o  1: 
del propio Tribunal Supremo, y que: ha infringido de modo notorio, 
no.sólo varias leyes, sino la propia Constitución del Reino. No e s  
preciso ahondar más en el caso, ni esta Junta quiere hacerlo por 
ahora. Preferible es mantener las interrogantes en sus términos e s  
cuetos. Bajo la fe del Tribunal Supremo quedan formulados cargos 
que constituyen una verdadera incompatibilidad en quien los recibe 
con el ejercicio de la función judicial. Si a esto s e  agrega que la 
causa fue sobreseída y que no resultó contra el Sr. Alba cargo de 
'ningún genero, con lo cual aparece patente que el abuso de poder 
no estaba encaminado a servir un criterio de justicia, sino a una 
preocupación política, quedarán muy de relieve la gravedad del su- 
ceso y la necesidad de llevarle a sus últimas consecuencias. Ni si- 
.quiera cabe buscar una distracción cómoda y egoista. El atropello 
ha pasado las fronteras, se  ha comentado en la Prensa europea y en 
.la americana y está consignado con copias de documentos en artícu- 
los y en libros, pudiendo mencionarse como el iiltimo de los publi- 
cados el titulado La Dicfadura militar, original de D. Francisco 
Villanueva, y en cuyas páginas 85 a 105 se hace referencia al caso 
y se insertan antecedentes de interés. Pensar que ante una protesta 
tan generalizada los únicos que no deben mostrar emoción son los 
compañeros de la víctima, sería hacer a éstos muy poca justicia. 

En relación con ese asunto cobra también actualidad el escrito de 
antejuicio presentado ante el Tribunalsupremo por el Procurador don 
Paulino Monsalve, en nombre de D. León del Rio Ortega. Fué este 
señor uno de los procesados d e  Valladolid por el Juez sin jurisdic- 
ción. Depositario de fondos munici~ales de Olmedo, se encontró 
perseguido por cohecho, procesado, embargado y con un auto de 
prisión, salvo fiaiiza de 5.000 pesetas. Invadfa aqui el Juez Sr. Al- 
varez las atribuciones del Juzgado de Olmedo, como en el otro caso 
había invadido las del Tribunal Supremo. Después de producir es- 
tos estragos, ocurrió lo que en el escrito de antejuicio se  explica, y 
que importa copiar aquí: 

*Siguieron las actuaciones, formándose las dos piezas separa- 
das de prisi6n y responsabilidad; y al dirigir el Presidente de la Sala 
de lo civil, con fecha 2 de Junio de 1924, y con motivo de un auto 
para mejor proveer, al D. José Alvarez, una orden, para que su Se-  
cretario certificara qué clase de actuaciones estaba practicando en 
es te  asunto, si sumariales,'gubernativas o de qué carácter o finalidad, 



comprendió, sin duda, que estaba descubierto y dictó una providen 
cia al siguiente dia 3, en la que fundándose en tener que salir para 
Madrid para poner termino a la comisión que se le confiri6, ordena. 
ba la remisión del sumario al Juzgado de Olmedo para que le prosi 
guiera conforme a derecho. Esto resulta de las diligencias de los fo 
lios 130 y 133; después, abandonó el campo de sus operaciones, a 
que no ha vuelto más., 

.A poco de la precipitada marcha de Valladolid del querellante se  
Ror Alvarez, este alto Tribunal, en 4 de Junio y 2 de Julio, dict( 
auto, descubriendo la supercheria del llamado Juez, en los que de- 
claró nulas las actuaciones que habia practicado en sumarios segui 
dos al Excmo. Sr. D. Julio Guillén y otros, y en vista, sin duda, dc 
esta sana orientación, el Juez de Olmedo mandó en consulta a la su 

idad el que estaba tramitando y, previo informe del Fiscal, la 
en auto de fecha 8 de Agosto de 1924, deja sin efecto todo lo 
lo por el D. José Alvarez a partir del procesamiento, quedan- 

do sólo como elemento informativo para que el Juez lo tuviera en 
cuenta y siguiera a su conclusióti; este extremo está probado en el 
folio 233 y siguientes hasta el 2 3 6 . ~  

«El Instructor termina por fin su labor, sin procesamiento, y la 
Sala sobresee libremente en 30 de Octiibre del mismo año. Así re- 
sulta de los folios 312 y el siguiente.)) 

Con ser todo esto tan triste, lo es  más qiie no se  trata de sucesos 
únicos. Hubo muchas persecuciones semejantes, h~ibo muchos agra- 
vios idénticos y de todo lo actuado por el funcionario invasor parece 

-que no se  obtuvo ni una condena ni se  mantuvo ninglin procesamien- 
to, ni fue abierto ningún juicio oral. Cuando los hechos se  producen, 
en esa cantidad y con ese alcance, exceden del error judicial y caen 
en el área de los abusos genéricos, premeditados e imperdon- 
bles. 

Otro suceso de gran notoriedad existe que tampoco debe queda 
diluido en la indiferencia y que a nosotros nos afecta por estar mez- 
clado en él un individuo de nuestra Corporación. Una persona digna 
de crédito, el Capitán de Carabinpros, D. Juan Cueto, ha hecho pú- 
blico, incluso de modo oficial, que en el mes de Octubre de 1925 S- 

fraguó una supuesta invasión con armas de la frontera francesa e 
término de Vera de Bidasoa, a fin de simular cierto movimiento pc 
lítico imaginario que habia de desarrollar la policia dirigida par- 
aquel menester por el Comisario D. Luis Fenoll. Conocido este he- 
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s partes, 4s allá de España y denunc 
do, según se nos asegura, por el propio Capitán D. Juan Cue 
nadie extrañará que el Colegio de Abogados desee s a b ~  
cierta qué hay de verdad en lo ocurrido y que participac 
Sr. Fenoll que figura en la lista del Colegio. 

Probablemente-y desgraciadamente .- habr 
precrsando quejas específicas. Mas no quiere la Jllnta ae mi prc 
dencia poner término a este escrito sin hacerse cargo de un abuso 
generalizado que alcanza categoríd de gravísima falta de humani- 
dad. Nos referimos a las incomunicaciones judiciales y gubernativas 

-dadas durante el tiempo de la Dictadura por motivos no estric- 
ente jurídicos. Guardan nuestras leyes cuidado exquisito para 
la comunicación s e  administre con prudencia suma y no resulte 

arma de coacción ni de tortura. Circunstancias especiales pueden 
exigir que gubernativamente se practique una detencidn; mas ni 
esos motivos esporádicos ni ningún otro pueden autorizar incomuni- 
ciones prolongadas que ponen a los hombres al borde de la locura o 
de la muerte. Y, sin embargo, esto se ha hecho repetidamente, aho- 
gando la protesta de quienes eran todavia capaces de indignarse. 
Porque queremos dar idéntica consideración piadosa a todos los ciu- 
dadanos victimas 3e esos crímenes no nos entretenemos a destacar 
los nombres de profesores ilustres, de escritores meritisimos, de dis- 
tinguidos compañeros nuestros que sufrieron ese rigor cruel para 
saciar la voracidad de quien mostraba ansias de injusticia y de es- 
cándalo. En las cárceles tienen que constar los datos precisos para 
el esclarecimiento. Basta, pues, que los Tribunales quieran saberlo 
para que lo sepan; y, una vez sabido, les ofenderíamos si dudáse- 
mos que han de castigarlo. 

Tales son, Excmo. Sr., las primeras quejas que este ilustre Co- 
legio quiere confiar al celo de V. E. No necesita porhoy pensar en 
instigaciones más apremiantes ni en remover por su cuenta proce- 
sos, ni en adoptar otras medidas. Quiere creer que el Ministerio fis- 
cal responderá en España a su función legítima y a su tradición y que 
bastar8 su celo diligente para el esclarecimiento y el castigo de los 
abusos. Ni siquiera cabe temer que el actual Gobierno se  esfuerce 
en apagar la voz del Fiscal. Su tino y su prudertcia le habrán adver- 
tido seguramente que no hay nada tan peligroso como el negar sa. 
tisfacción a los clamores de justicia; porque cuando las gentes ven 

to, 
cia 
el 



cerradas las vías del derecho se  entregan a las de la prote 
alcance es ilimitado. 

Dios guarde a V. E. muchos 
Madrid, 9 de Abril de 1'930. 

años. 

El Decano, 
ANGEL OSSORIO 

Encmo. Sr. Fiscal del Tribunal Supremo. 



Contestacidn del Fiscal al  anterioi 

Excmo. Sr.: 
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7ecibí la atenta exposición que, con fecha de ayer dirige V. E. a s  
esta Fiscalía en cumplimiento del acuerdo de la Junta general de ese 
ilustre Colegio, adoptado el 10 de Marzo próximo pasado, autorizan- 
do a la Junta de Gobierno para que en uso de las facultades que le 
atribuye el art. 30, letra C), párrafo tercero de sus Estatutos, ges- 
tione e inste lo necesario al proceso del Sr. Alba, así como a cuan. 
tos sepa de índole y gravedad análogas, para qiie no queden impu- 
nes los desafueros de que hubiesen sido víctimas los agraviados. 

!Sta Fiscalía habrá de examinar, detenida y cuidadosamente, to- 
los antecedentes que integran y se  relacionan, no sólo con el 

y,,Ledimiento seguido al Colegiado Sr. Alba, sino que también to- 
dos los que afectan a otras personas, ya que Iodos merecen a esta 
Fiscalía la misma celosa atenci6n; labor que, por lo voluminosos de 
fns expedientes, por la índole especial de loslieclios que los motiva- 

y derivaciones que tuvieron, por la necesidad de seleccionar y 
nguir aquellos hechos a los que puede alcanzar la competencia 
1s Tribunales de la jurisdicción ordinaria, de aquellos otros que 

pudieran determinar responsabilidades a las que no alcanza dicha 
competencia o que sólo pudieran ser exigibles ante otros Poderes 
del Estado, no podrá llevarse a efecto en un corto plazo y con aque 
Ila celeridad y premura que fuera de desear, ya que.esa misma Ji 

ta reconoce que agranda la dificultad de la labor la abundancia 
material; sobre todo si las determinaciones que esta Fiscalía en ji 
ticia habrá de adoptar, según los casos, que a su examen se  ofrez- 
can, habrán de ir acompañadas de todas las máximas garantías que 
exige y requiere un posible acierto; habida cuenta, además, de los 

iples y graves asuntos que, de continuo, requieren su atención. 
'or lo demás, cree muy bien esa Junta de Gobierno al entender 
el Ministerio fiscal responderá a su legítima función sin temor p 

nlie el actual Gobierno, que no abriga otro deseo que el restablece 



mantener el imperio de la ley, se esfuerce en apagar la voz del Pis- 
cal; y sin necesidad de apelar, por lo tanto, a posibles peligros, fun- 
dados en sup~iestos, que esta Fiscalía debe rechazar, ya que actual 
mente no tiene razón ni fundamento alguno que los abone. 

Dios guarde a V. E. y a esa Junta de Gobie 
Madrid. 11 de Abril de 1930. 

rno much 

SANTIAGO DEL VALLE 

Excmo. Sr. Decano del Ilustre Colegio de Abogados de esta Cort 



E,: :cmo. Sr.: 

Vesde que en fecha ! 1 de Abril tuvo V. c. ia oondaa de oficiar 
ste Decanato, haciéndose cargo de la exposición que el día ante- 
r había   re sentado y prometiendo examen cuidadoso y detenido 

ut: nuestras denuncias sobre injusticias y desafueros que no deben 
quedar impunes, no ha vuelto este Colegio a tener noticia ninguna 
de la actuación del Ministerio fiscal. 

cali 
ter; 

Sin que caiga el Decanato en la impertinencia de pretender f i s  
izar a la Fiscalía, parece que siempre tendrá algún derecho a en: 
arse de si sus quejas reciben algUn tratamiento práctico o si caen 
el vacío. 
Conociendo la rectitud y las altas dotes de V. E., y sabiendole 
ecialmente informado de todo el agravio que para la vida juridl- 
rspañola significó el régimen dictatorial, está seguro este Deca- 

nato de que la intervencidn de V. E. habrá sido rápida, energica, 
categórica y decisiva. 

Y como tendria mucho giisto en poder participar a todos los se- 
ñores Colegiales la buena acogida dispensada por esa Fiscalía a 
nuestras pretensiones, me permito molestar la atencidn de V. E. por 
si pudiera comunicar a este Decanato alguna noticia sobre los inte- 

?S particulares que originan nuestra comunicación. 
Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 17 de Junio de 1930. 

El Decano, 
ANQEL OSSORIO 

Excmo. Sr. Fiscal del Tribunal Supremo. 



Contestación del Rscai ai anterior escritu 

Excmo. Sr.: 
9 

Aun cuando el que suscribe, tanto por el fondo como por la for- 
ma, pudiera y aun debiera abstenerse, velando por los debidos y 
obligados respetos al cargo y a la función que desempefia, de con- 
testar a la comunicaci6n que V. E., como Decano de ese ilustre CO. 
legio, dirige a esta Fiscalía con fecha 17 de los corrientes, lo hace 
tínica y exclusivamente, y as[ le interesa conste, por deferencia 
para con una Corporación a la que se honra pertenecer, y para que 
no se quebranten las relaciones de respetuosa cordialidad del 
Colegio y de los Colegiales con la Fiscalía; pero sin que, en 
modo alguno, por ningún otro titulo, ni mucho menos legalmente, se 
c~nsidere en el casn de dar cuenta ni explicaciones a ese Decanato 
de su actuación como Fiscal, ni encuentra, no ya en la ley Orgánica 
del Poder judicial, ni en el Estatuto de este Ministerio, ni en su 
Reglamento, ni siquiera en los Estatutos por los que ese ilustre 
Colegio se  rige, disposición alguna que tan insólita como desacos- 
tumbrada, y, si se q+~iere, irrespetuosa intromisión autorice. 

Y si bien el núm. 3.' del art. 30 de dichos Estatutos señala como 
una de las atribuciones de la Junta de qobierno de ese ilustre Cole- 
gio la de instar las responsabilidades que procedan contra los fun- 
cionarios y Auxiliares jiidiciales, por muy extensiva que sea la in- 
terpretación que pretenda darse a dicha disposición, que, en térmi- 
nos forenses y procesales, no es otra que la de ejercitar ante los 
Tribunales las acciones procedentes, nunca puede autorizar a ese 
Decanato, ni ciertamente lo autoriza, para convertirse, fuera del 
terreno de la actuacidn judicial, en interpelante oficioso de este Mi- 
nisterio respecto de la oportunidad, del celo y de la diligencia que 
haya de ejercitar las funciones y cumplir los deberes propios del 
cargo. 

Dios guarde a V. E. y a esa Junta muchos afios. 
Madrid, 20 de Junio de 1930. 

Excelentisirno Sr. Decano del ilustre Colegio de Abogados de Ma- 
drid. 



lnfortpe emitido por el Fiscal en el expediente -e 
lapsociación de los funciona~os  de-las-C-arreras Judicial y -- -- --<- ".. . 

Informal Hvo sobr 
. .. . 

El Fiscal, en el expediente informativo instruído por acuerdo 
del Consejo judicial, a virtud de Real orden de 17 de Junio próximo 
pasado del Ministerio de Gracia y Justicia sobre Asociación de los 
funcionarios de las Carreras Judicial y Fiscal, por si el Consejo con- 
sidera hallarse incurso ese hecho en las prohibiciones establecidas 
en el art. 4." de la ley provisional sobre organización del Poder ju- 
dicial y Real orden de 20 de Mayo de 1915, dice: 

Que interesa, ante todo, hacer constar el celo y competencia 
desplegados por el Sr. Magistrado Inspector, D. LU& ~bargüen, en 
el cumplimiento de su comisión, inteligentemente secundado por el 
~ a ~ i s t r a d o  Secretario, D. Adolfo ~ a i c i a  González, habiendo emi. 
tido el primero un luminoso, discreto y documentado informe, y este 
Ministerio considera un acto de obligada justicia el reconocerlo así 
en este dictamen. 

El Fiscal pudiera muy bien dar por reproducido el luminosísimo 
informe que, en caso análogo, por no decir igual, emitió uno de sus 
ilustres antecesores en esta Fiscalía, el Excmo. Sr. D. Víctor Co- 
vián, en 12 de Mayo de 1918, y aun también el muy meditado y 
oportuno emitido por el que fué dignisimo Presidente de este Su- 
premo Tribunal, Excmo. Sr. D. Andrés Tornos y Alonso, en el año 
de 1925, en la instancia que, para los mismos o parecidos fines que 

l los que motivan este expediente, elevaron varios funcionarios judi- 
ciales al Sr. Subsecretario encargado del despacho del Ministerio de 
Gracia y Justicia. 

Realmente no se explica ni tiene justificación, como no sea para 
fines mutualistas de earácter benéfico o meramente culturales, el 
que los funcionarios que integran un organismo del Estado, con su 
ley constitutiva orgánica, función propia y organización jer&rquica, 
se organicen de nuevo, al margen de esa ley, sino para los mismos 



fines que ésta les asigna, para otros intima y estrechan a- 
cionados con ellos, lo que pudiera originar peligrosas ingerencia8 
en funciones que no sean las propias de su legal ministerio. 

Hechos anAlogos, de todos conocidos, que afectan a los institli- 
tos armados, evidencian estos peligros y su gravedad, en cuanto 
puede implicar la coparticipación de un organismo, o de uno de los 
Poderes del Estado en las funciones propias y peculiares de otro, 
con daño y merma de su soberania. 

Los funcionarios judiciales, como tales, n:, tienen ni pueden te- 
ner otra función ni otra organización que las expresamente asigna- 
das por la Constitución del Estado y por la organica del Poder ju- 
dicial. 

Como ciudadanos particulares tienen, y no puede neghrseles, el 
derecho que la misma Constitución reconoce a todos los demhs, de 
asociarse para los fines lícitos de la vida humana. Tienen también 
el de petición,quepueden ejercitar individualmente y en forma legal. 

Tampoco carecen, constitucionalmente, del de representación 
parlamentaria, ya que pueden ser elegidos, y el Presidente del Tri- 
bunal Supremo es Senador por derecho propio. 

Finalmente, las Salas de Gobierno de las Audiencias territoriales 
y la del Tribunal Supremo y sus respectivos Presidentes, tienen, 
como también las tiene este Ministerio, facultades lo suficientemen- 
te amplias para proponer al Gobierno lo que consideren necesario o 
conveniente respecto de la Administración de Justitia, de la organi- 
zación y régimen de los Tribunales y en lo concerniente a los asun- 
tos gubernativos y económicos de los mismos. 

Todo esto quiere decir que, dentro de su organización propia, 
los funcionarios que integran el Poder judicial no carecen hoy dia 
de medios legales para hacer llegar a los otros Poderes del Estado * 
sus deseos y sus legitimas aspiraciones en orden a la función que 
desempeñan, a su organización y al mejoramiento de su situación 
económica, factor muy importante entre las que contribuyen a ele- 
var el muy necesario prestigio de su importantisirno ministerio y 
con él su independencia. 

Piénsese y meditese en la perturbación y hasta en la relajación 
de la disciplins y subordinación jeriirquica que podría ocasionar, con 
todas sus graves consecuencias, la ingerencia en estas funciones de 
un organismo que actuase en las mismas y al margen de aquellos 
que, por expresa disposición de la ley, las tienen asignadas. 



:iene su razón de ser la o i6n profe 
gremial o corporativa respecto de aquellas profesiones liberales o 
de artes y oficios, Abogados, Médicos, obreros, etc., etc., para los 
fines propios de su profesión u oficio, cuando iio la tienen, por mi- 
nisterio de la ley. dentro de la Constitución orgAiiica del Estado. 

Por e 1 legalmente equiparables estas organizaciones o 
colegiaci iesionales, gremiales o de clases, desde  el Cuer- 
po Colep la Nobleza, Iiasta una agremiación de cargadores 
de muelle>), como se dice en una  de las Circulares que figuran en el 
expediente, con u n  organismo del Estado que encarna, representa y 

SO no so1 
ones pro' 
;iado de 

se diria 
argen de 
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está con 
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rganizac 

ejerce una función soberana del mismo, cuai es la de administrar 
justicia. 

¿Qué de un Parlamento o de una Asamblea legislativa 
que al m ,  su ley constitutiva y orgánica se organizase para 
los mismos Ilnes que legalmente tiene asignados o para otros con 
ellos intimamente relacionados? 

Todos habremos de recordar a este prop famosa y abor- 
tada Asamblea de parlamentarios en Barceli 

Pues ese es el caso. 
Por lo expuesto entiende el Fiscal, y es :r se informe al 

Sr: Ministro de Gracia y Justicia, que el caso que motiva este ex 
pediente nprendido en las prohibiciones establecidas en el 
articulo L ley provisional sobre organización del Poder judi- 
cial y Reai oraen de 20 de Mayo de 1915. 

El Cc obstant irá lo que considere más ajustado 
a la ley. 

Madrid, 14 de Julio de 1930. 

e, acords 

SANTIAGO DEL VALLE 
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Estado niím. 5. 

FIscALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
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FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos sin distincidn de procedimientos, despachados por las Fiscalías de las n.uaiencias desde 1." de Enero 

a 31 de Diciembre de 1929 





- - -- - 
Estado núm. 8. 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPE 

Asantos civiles tramitados en las Audiencias territoriales en que ha, iu~ervenfdo 
el Ministerio fiscal desde l." de Julio de 1929 hasta 31 de Diciembre de 1929 - 

~ -- 
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Estado nirm. 9 - I 
FISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO J 

RECURSOS DE C A S A C I ~ N  por infracción de ley y por quebrantamiento de forma en materia criminal, terminados por sentencia 

desde I." de Enero a 31 de Diciembre de 1929 con expresjdn de los que durante igual 

periodo de tiempo, el Fiscal prepard por infracción de ley e interpuso por quebrantamiento de forma 





Estado núm. 11. 

FISCAL~A DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESU.MEN de los asuntos gubernativos en que lia intervenido la Fiscalía 

desde 1.' de Julio de 1929 EL 31 de Diciembre de 1929 

I r -  
---- 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Informes emitidos en expedientes de la Sala de Gobierno, Presidencia de 

este Tribunal Supremo y Consejo Judicial ................................ 
... Consultas a los efectos del art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento criminal.. 

Causas en que se han dado instrucciones a los Fiscales de'las Audiencias.. . 
Causas reclamadas a los electos del art. 838, n6m. 15, de la Ley Orginica del 

Poder Judicial ............................................................. 
Entrada ....................... .............. Comunicaciones registradas.. 
Salida ......................... 

Denuncias .................................................................. 
. Consultas de los Fiscales.. ................................................. 
Juntas celebradas con los seflores Tenientes y Abogados fiscales del Tribunal. 

I 

Puociooarioa que los han darpnchado. 
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PAes. 

Memoria ........... ... .....,.. .. . .. ...... .... .. .. .... .. 1 a 15% 

APBNOIC~ PRIMERO.- Memorlas de los Fiscales de las Audiencias. 
Estudio sintético de las Memorias de los Sres. Fiscales de todas 

las Audiencias del territorio nacional. elevadas a esta Fiscalfa 
en cumplimiento del art. 86 del Reglamento de 28 de Febrero 
de 1926. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . - 

Funcionamieoto de las Audiencias.. . .. . . . . . . .. . . . . .. .. . . . .. . 
Funcionamiento de los Juzgados.. . . .. . . . . . . . . . . . . .. . ... . . . . . 
Foncionarniento de los Juzgados municipales . . . . .. . . . . .. . . . . . 
Tribunales para menores.. . . . . . . . . . . . . . . . .. . . .. . . . . . . . .. .. . . 
Organización de los servicios de las Fiscalias y su participaci6n 

en ellos de los funcionarios.. . . . .. .. . . .. . . . . . . .. .. . . . ..... 
Asuntos que por su gravedad. dificultad o índole dudosa hayan 

sido objeto de mayor estudio.. .. . . . ... . . .. . ... ..... .. . . . . 
Frecuencia; aumento y disminución de delitos . . . . . . . . . . .. . . . 
Inspeccidn de los sumarios.. .. . ... ... . . . . ... . . . . .. . ... . .. .. . . 
Retiradas de acusaci6n . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conformidades o disconformidades de las sentencias con la ca- 

lificaci6n fiscal.. . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . 
Condena condicional. .. . . . . . .. . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . .. . . 
Conflictos entre obreros y patronos.. . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . 
Visitas a los establecimientos penitenciarios.. . . .. . . . . . . . .. . . . 
Reformas que, aunque de modesto alcance, convendría introducir. 
APSNDIC~ seamoo.- Memorias de los Fiscales de los Tribunales 

provinciales de lo Contencfoso-adminisfrafiuo.. . . . . . . . . . . . . 
Alava.. .. 
Albacete . 
Badajoz.. 



Barcelona ................................. ... .......... 
Burgos .................................................... 

............................................... Chceres 
Castellón ................................................ 

................................................. C6rdoba 
Cuenca .................................................... 
Granada .................................................... . Giiadalajara .............................................. 
Quipúzcoa ................................................ 
Huesca ..................................................... 
Jaén ....................................................... 
Le6n ...................................................... 

................................................. Logroiío 
Lugo ...................................................... 
Navarra ................................................. 
Okiedo .................................................... 
Palencia ................................................. 

................................... Santa Cruz de Tenerife 
Soria .................................................... 

................... Tarragona ............. 
Teruel ...................... .............. 
Valencia ...................... .............. 
Valladolid ............................................. 
Vizc ........................ ............. 
Zam ............................................ 
AP~NDICE 1-ERCERO.-Circulares e insfrucciones de caracterge- 

neral ................................................... 
Circular acerca de la tacha de falsedad que oponen los aceptan- 

$es de letras de cambio al tiempo de protestar la letra por 
"O ............................................ falta de pa, 

Circular acerca de la peligrosidad de los actos cometidos en la 
................................ construcci6n de edificios 

Circular dirigida a los Fiscales provinciales de lo Contencioso- 
. administrativo acerca de las apelaciones .................. 

Circular referente al ejercicio de las acciones penales en los 
delitos de desórdenes públicos y contra los Poderes del Es- 

. . .  tado ............................................... 
Circular acerca de la intervención del Ministerio fiscal en la re 

presentación y defensa de ausentes. menores e incapacitados . 
$!ircular acerca de la competencia de los Juzgados en la declara- 

ración de herederos abintestato ............................ 



Circular ordenando a los Fisc~les la ~ b s t . . ~ , . , . ~  de la dictada 
en 21 de Mayo de 1920 acerca de las huelgas de patronos u 
obreros que tengan por objeto paralizar el trabajo para alte- 
rar el orden público.. .................................... 

Circular.-Diiiiisioiies colectivas de Ayuntamientos, Diputacio- 
nes provinciales y de otras entidades de carhcter público.. .. 

AP~NDICE CUARTO.-instrucciones especiales dadas a los Fiscales 
de las Audiencias.. .................................... 

Sobre aplicación del art. 105 de la ley de Enjuiciamiento crimi- 
nal y 613 del Código penal vigentes. ....................... 

........... Sobre aplicación del articulo 522 del Código penal.. 
Consulta relativa a si puede admitirse que los Letrados actúen 

en las vistas de los pleitos contencioso-administrativos, sin 
............. haber recibido mandato expreso del litigante.. 

Consulta relativa a una demanda sobre nulidad de un  reconoci- 
miento de hija natural.. .................................. 

Consulta respecto a la interpretacibn que debe darse al art. 199 
del Código penal.. ...................................... 

AP~NDICE QUINTO.- Varios documentos.. ....................... 
Escrito del Sr. Decano del Colegio de Abogados de Madrid, di- 

rigido al Fiscal del Tribunal Supremo.. ................... 
Contestacibn del Fiscal al anterior escrito.. .................. 
Contestación del Fiscal al escrito anterior. ............... 
Informe emitido por el Fiscal en el expediente informativo so 

la Asociación de los funcionarios de las Carreras Judicih, y 

Fiscal. ................................................. 
APÉNDICC SEXTO.-~sfadistica. ............................... 
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